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2.  Tendrán una extensión mínima de 20 páginas, sin exceder, en princi-
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4.  El trabajo irá encabezado por su título, nombre del autor y profesión o 
cargo. Deberá ir precedido de un breve resumen que sintetice el contenido del 
artículo y de un sumario. 

5.  Las notas, referencias bibliográficas, abreviaturas, subrayados, etc., se 
harán de acuerdo con las normas usuales en publicaciones científicas. Además 
de las notas a pie de páginas, o en sustitución de ellas, podrá incluirse al final 
una breve referencia bibliográfica orientativa sobre la materia objeto de estudio 
en el trabajo. 

6.  Los trabajos deberán remitirse a la Subdirección General de Documenta-
ción y Publicaciones. Ministerio de Justicia, c/ San Bernardo, 62, 28071 Madrid, 
teléfonos 91 390 44 29 y 91 390 21 49.
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jefatura del estado

Código Penal 

LEY ORGÁNICA 5/2010, de 22 de junio, 
por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal. (Publicada en el «BOE» núm. 152 
de 23 de junio de 2010.)

Auditoría de cuentas

LEY 12/2010, de 30 de junio, por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, 
de Auditoría de Cuentas, la Ley 24/1988, 
de 28 de julio, del Mercado de Valores y el 
texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de  22 de di-
ciembre, para su adaptación a la normativa 
comunitaria. (Publicada en el «BOE» 
núm. 159 de 1 de julio de 2010.)

CORTES GENERALES

Reforma del mercado de trabajo. Medi-
das urgentes

RESOLUCIÓN de 22 de junio de 2010, del 
Congreso de los Diputados, por la que 
se ordena la publicación del Acuerdo de 
convalidación del Real Decreto-

ley 10/2010, de 16 de junio, de medidas 
urgentes para la reforma del mercado de 
trabajo. (Publicada en el «BOE» núm. 154 
de 25 de junio de 2010.)

TRIBUNAL SUPREMO

Sentencias

SENTENCIA de 23 de abril de 2010, de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la 
que se declara la nulidad del artículo 
4.5.d) del Real Decreto 315/2006, de 17 
de marzo, por el que se crea el Consejo 
para la Sostenibilidad, Innovación y Ca-
lidad de Edificación. («BOE» núm. 153 
de 24 de junio de 2010.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo núm. 31/2006, interpuesto por el 
Consejo General de Colegios Oficiales de 
Peritos e Ingenieros Técnicos Industriales, 
la Sala Tercera (Sección Quinta) ha dic-
tado sentencia, en fecha 23 de abril 
de 2010, que contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Que estimando en parte el recurso 
contencioso administrativo interpuesto 
por la representación procesal del «Con-
sejo General de Colegios Oficiales de 
Peritos e Ingenieros Técnicos Indus-

Disposiciones generales

–  1592  –

Boletín núm. 2113–Pág. 6



–  1593  –

           

triales», contra el Real Decreto 315/2006, 
de 17 de marzo, por el que se crea el 
Consejo para la Sostenibilidad, Innova-
ción y Calidad de la Edificación, debemos 
declarar la nulidad del artículo 4.5.d) del 
citado Real Decreto, en la medida que no 
ha incluido un vocal que represente al 
Consejo General de Ingenieros Técnicos 
Industriales en los términos señalados en 
el fundamento octavo y para que se pro-
ceda a su inclusión. Se desestima el re-
curso contencioso administrativo en lo 
demás. No se hace imposición de las 
costas procesales ocasionadas en el pre-
sente recurso.

Así por esta nuestra sentencia, que de-
berá insertarse por el Consejo General 
del Poder Judicial en la publicación ofi-
cial de jurisprudencia de este Tribunal 
Supremo, definitivamente juzgando lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.–
Presidente: Don Mariano de Oro-Pulido 
y López; Magistrados: Don Jesús Ernesto 
Peces Morate; don Rafael Fernández Val-
verde; don Eduardo Calvo Rojas; doña 
María del Pilar Teso Gamella.

SENTENCIA de 30 de abril de 2010, de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la que 
se establece la siguiente doctrina: «En el 
supuesto de las adjudicaciones y transmi-
siones originadas por la disolución del ma-
trimonio, y previsto en el artículo 45.I.B) 3 
del Real Decreto Legislativo 1/1993, por el 
cual se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
niales y Actos Jurídicos Documentados, la 
exención de tributos únicamente es aplicable 
a las disoluciones en que haya efectiva co-
munidad de bienes (sociedad conyugal); por 
tanto esta exención no es aplicable a los 
supuestos en que rija un régimen económico 
matrimonial de separación de bienes». 
(«BOE» núm. 153 de 24 de junio de 2010)

En el recurso de casación en interés de 
la Ley núm. 21/2008, interpuesto por el 
Letrado de la Generalidad de Cataluña, la 

Sala Tercera (Sección Segunda) del Tri-
bunal Supremo ha dictado sentencia, en 
fecha 30 de abril de 2010, que contiene 
el siguiente fallo:

FALLAMOS

Que estimando el recurso de casación 
en interés de la ley formulado por la Ge-
neralidad de Cataluña contra la sentencia 
de esta Jurisdicción del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña, de fecha 26 de 
abril de 2007, declaramos como doctrina 
legal que «En el supuesto de las adjudi-
caciones y transmisiones originadas por 
la disolución del matrimonio, y previsto 
en el artículo 45.I.B) 3 del Real Decreto 
Legislativo 1/1993, por el cual se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, la exención de 
tributos únicamente es aplicable a las di-
soluciones en que haya efectiva comu-
nidad de bienes (sociedad conyugal); por 
tanto esta exención no es aplicable a los 
supuestos en que rija un régimen econó-
mico matrimonial de separación de 
bienes», todo ello con respeto a la situa-
ción jurídica particular derivada de la 
sentencia recurrida y sin hacer expresa 
imposición de costas.

Publíquese este fallo en el «Boletín 
Oficial del Estado» a los efectos previstos 
en el artículo 100.7 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa.

Así por esta nuestra sentencia, definiti-
vamente juzgando, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.–Rafael Fernández 
Montalvo; Juan Gonzalo Martínez Micó; 
Emilio Frías Ponce; Ángel Aguallo Avilés; 
José Antonio Montero Fernández.

SENTENCIA de 25 de mayo de 2010, de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la 
que se declara la nulidad de los artículos 3.1 
y 5 del Real Decreto 324/2008, de 29 de 

Boletín núm. 2113–Pág. 7
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febrero, por el que se establecen las condi-
ciones y el procedimiento de funciona-
miento y participación en las emisiones 
primarias de energía eléctrica. («BOE» 
núm. 153 de 24 de junio de 2010)

En el recurso contencioso-administra-
tivo núm. 37/2008, interpuesto por 
«ENDESA, S.A.», la Sala Tercera (Sección 
Tercera) ha dictado sentencia, en fecha 25 
de mayo de 2010, que contiene el si-
guiente fallo:

FALLAMOS

Primero.–Estimamos en parte el recurso 
número 37/2008 interpuesto por «Ende- 
sa, S. A.», contra el Real Decreto número 
324/2008, de 29 de febrero, por el que se 
establecen las condiciones y el procedi-
miento de funcionamiento y participación 
en las emisiones primarias de energía eléc-
trica, del que declaramos nulos los artículos 
3.1 y 5, este último en cuanto admite que 
«el ejercicio de las opciones podrá hacerse 
por [...] diferencias».

Segundo.–No hacemos imposición de 
costas.

Tercero.–Ordenamos la publicación 
de este fallo en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Presidente: Excmo. Sr. don Pedro José 
Yagüe Gil; Magistrados Excmos. Sres: don 
Manuel Campos Sánchez-Bordona; don 
Eduardo Espín Templado; don José Ma-
nuel Bandrés Sánchez-Cruzat; doña 
María Isabel Perelló Doménech.

MINISTERIO DE JUSTICIA

RESOLUCIÓN de 23 de junio de 2010, de 
la Mutualidad General Judicial, por la que 
se crea la Sede Electrónica de Organismo. 
(«BOE» núm. 160 de 2 de julio de 2010)

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a 

los Servicios Públicos, creó el concepto 
de «sede electrónica», justificado por «la 
necesidad de definir claramente la «sede» 
administrativa electrónica con la que se 
establecen las relaciones, promoviendo 
un régimen de identificación, autentica-
ción, contenido mínimo, protección jurí-
dica, accesibilidad, disponibilidad y res-
ponsabilidad».

El artículo 10.1 de la misma Ley define 
la sede electrónica como «aquella direc-
ción electrónica disponible para los ciuda-
danos a través de redes de telecomunica-
ciones cuya titularidad, gestión y adminis-
tración corresponde a una Administración 
Pública, órgano o entidad administrativa 
en el ejercicio de sus competencias». El 
apartado 3 del mismo artículo establece 
que «cada Administración Pública deter-
minará las condiciones e instrumentos de 
creación de las sedes electrónicas».

Por otra parte, el Real Decreto 
1671/2009, de 6 de noviembre, por el 
que se desarrolla parcialmente la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de acceso elec-
trónico de los ciudadanos a los servicios 
públicos, además de regular esta figura 
en sus artículos 3 al 9, determina especí-
ficamente en su artículo 3.2 que «las 
sedes electrónicas se crearán mediante 
Orden del Ministro correspondiente o 
Resolución del titular del Organismo Pú-
blico, que deberá publicarse en el “Bo-
letín Oficial del Estado”», determinando 
el contenido mínimo de esta norma apro-
batoria. Con ello se aportan a los ciuda-
danos garantías de plena certeza y segu-
ridad que sólo alcanzaban parcialmente 
las oficinas virtuales que hasta el mo-
mento han venido canalizando las rela-
ciones electrónicas con los ciudadanos.

Por último, la Sede Electrónica de la 
Mutualidad General Judicial, responderá 
a los criterios relativos al ámbito de la 
Administración Electrónica establecidos 
en el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, 
por el que se regula el Esquema Nacional 
Seguridad en el ámbito de la Administra-

Boletín núm. 2113–Pág. 8
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ción Electrónica y en el Real Decreto 
4/2010, de 8 de enero, por el que se re-
gula el Esquema Nacional de Interopera-
bilidad en el ámbito de la Administración 
Electrónica, derivados de la Ley 11/2007, 
de 22 de junio, de acceso electrónico de 
los ciudadanos a los servicios públicos, y 
del Real Decreto 1671/2009.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Objeto.

La presente resolución tiene por objeto 
la creación de la Sede Electrónica de la 
Mutualidad General Judicial (MUGEJU 
en lo sucesivo) con el fin de dar cumpli-
miento a lo establecido en el artículo 3 
del Real Decreto 1671/2009, de 6 de no-
viembre, por el que se desarrolla parcial-
mente la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a 
los servicios públicos.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

El ámbito de la sede creada por la pre-
sente Resolución se extiende exclusiva-
mente a la Mutualidad General Judicial y 
contendrá la totalidad de los procedi-
mientos tramitados en MUGEJU como 
organismo autónomo.

Artículo 3.  Dirección electrónica de la 
Sede.

La dirección electrónica de referencia 
de la sede será https://sedemugeju.gob.es.

Artículo 4.  Titularidad y gestión de la 
Sede.

a)  La titularidad de la sede electró-
nica corresponderá a la Mutualidad Ge-
neral Judicial.

b)  La gestión tecnológica de la sede 
será competencia de la Secretaria Ge-
neral de la MUGEJU.

c)  Será responsable de la gestión, de 
los contenidos y de los servicios puestos 
a disposición de los ciudadanos en la 
sede electrónica, la Secretaria General.

Artículo 5.  Canales de acceso a los 
servicios.

La sede contendrá información sobre 
los distintos canales de acceso a los ser-
vicios disponibles en la MUGEJU:

a)  Acceso electrónico, a través de 
Internet, según los principios de accesibi-
lidad y usabilidad, establecidos en la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de acceso elec-
trónico de los ciudadanos a los servicios 
públicos, en los términos dictados por la 
normativa vigente en esta materia en 
cada momento.

b)  Atención presencial, a través de 
las oficinas del Organismo, conforme a 
las competencias definidas en las normas 
reguladoras de la organización del 
mismo, sin perjuicio del acceso a través 
de los registros regulados en el artículo 38 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común.

c)  Atención telefónica, a través del 
servicio de información publicado en la 
propia sede.

d)  Cualquier otro canal de acceso 
que se habilite en el futuro.

Artículo 6.  Contenidos de la Sede.

1.  Los contenidos mínimos a incluir 
en la sede electrónica de MUGEJU son:

a)  Identificación de la sede, así como 
del órgano titular y de los responsables de 
la gestión y de los contenidos puestos a 
disposición en la misma.

b)  Información necesaria para la co-
rrecta utilización de la sede incluyendo 
el mapa de la sede electrónica o informa-
ción equivalente, con especificación de 
la estructura de navegación y las distintas 
secciones disponibles, así como la rela-
cionada con propiedad intelectual.

c)  Servicios de asesoramiento elec-
trónico al usuario para la correcta utiliza-
ción de la sede.

Boletín núm. 2113–Pág. 9
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d)  Sistema de verificación de los cer-
tificados de la sede, que estará accesible 
de forma directa y gratuita.

e)  Relación de sistemas de firma 
electrónica que, conforme a lo previsto 
en este Real Decreto, sean admitidos o 
utilizados en la sede.

f)  Normas de creación del registro 
electrónico accesible desde la sede.

g)  Información relacionada con la 
protección de datos de carácter personal, 
incluyendo un enlace con la sede elec-
trónica de la Agencia Española de Protec-
ción de Datos.

2.  La sede electrónica dispondrá de 
los siguientes servicios a disposición de 
los ciudadanos:

a)  Relación de los servicios disponi-
bles en la sede electrónica.

b)  Carta de servicios y carta de servi-
cios electrónicos.

c)  Relación de los medios electró-
nicos a los que se refiere el artículo 27.4 
de la Ley 11/2007, de 22 de junio.

d)  Enlace para la formulación de su-
gerencias y quejas ante los órganos que 
en cada caso resulten competentes.

e)  Acceso, en su caso, al estado de 
tramitación del expediente.

f)  En su caso, publicación de los dia-
rios o boletines.

g)  En su caso, publicación electrónica 
de actos y comunicaciones que deban pu-
blicarse en tablón de anuncios o edictos, 
indicando el carácter sustitutivo o comple-
mentario de la publicación electrónica.

h)  Verificación de los sellos electró-
nicos de los órganos u organismos pú-
blicos que abarque la sede.

i)  Comprobación de la autenticidad 
e integridad de los documentos emitidos 
por los órganos u organismos públicos 
que abarca la sede que hayan sido auten-
ticados mediante código seguro de veri-
ficación.

j)  Indicación de la fecha y hora oficial 
a los efectos previstos en el artículo 26.1 
de la Ley 11/2007, de 22 de junio.

3.  Los órganos titulares responsables 
de la sede podrán además incluir en la 
misma otros servicios o contenidos, con 
sujeción a lo previsto en el artículo 10 de 
la Ley 11/2007, de 22 de junio.

4.  Los contenidos publicados en la 
SEDEMUGEJU responderán a los criterios 
de seguridad e interoperabilidad que se 
derivan de la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de acceso electrónico de los ciu-
dadanos a los servicios públicos, y de los 
Reales Decretos 1671/2009 por el que se 
desarrolla parcialmente la Ley 11/2007, 
RD 3/2010, de 8 de enero, por el que se 
regula el Esquema Nacional Seguridad en 
el ámbito de la Administración Electró-
nica y Real Decreto 4/2010, de 8 de 
enero, por el que se regula el Esquema 
Nacional de Interoperabilidad en el ám-
bito de la Administración Electrónica.

Artículo 7.  Medios para la formulación 
de sugerencias y quejas.

Los medios disponibles para la formula-
ción de sugerencias y quejas en relación con 
el contenido, gestión y servicios ofrecidos en 
la SEDEMUGEJU son los siguientes:

a)  Presentación presencial o por co-
rreo postal ante el registro general de la 
MUGEJU, o de cualquier otro Órgano 
Administrativo, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 38 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, 
conforme al procedimiento establecido 
en el artículo 15 del Real Decreto 
951/2005, de 29 de julio, por el que se 
establece el marco general para la mejora 
de la calidad en la Administración Ge-
neral del Estado.

b)  Presentación telemática a través 
del Registro Electrónico sito en la Sede 
Electrónica de la Mutualidad General Ju-
dicial.
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No se considerarán medios para la for-
mulación de sugerencias y quejas los ser-
vicios de asesoramiento electrónico al 
usuario para la correcta utilización de la 
sede, sin perjuicio de su obligación, 
cuando existan, de atender los problemas 
que susciten los ciudadanos.

Disposición transitoria única.

La sede electrónica que se crea en esta 
resolución comenzará a operar en el mo-
mento que determine su titular, de acuerdo 
con lo establecido para ello en el Real De-
creto 1671/2009, de 6 de noviembre, y en 
las condiciones previstas en el Real De-
creto 3/2010, de 8 de enero, por el que se 
regula el esquema Nacional de Seguridad 
en el ámbito de la Administración Electró-
nica; y en el Real Decreto 4/2010, de 8 de 
enero, por el que se regula el Esquema 
Nacional de Interoperabilidad en el ámbito 
de la Administración Electrónica.

Disposición final.  Entrada en vigor.

La presente resolución entrará en vigor 
al día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 23 de junio de 2010.–El Ge-
rente de la Mutualidad General Judicial, 
P. S. (Real Decreto 1206/2006, de 20 de 
octubre), la Secretaria General de la Mu-
tualidad General Judicial, María del Mar 
García Ferrer.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

Sociedades de capital

REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/2010, 
de 2 de julio, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley de Sociedades de 
Capital. (Publicado en el «BOE» núm. 161 
de 3 de julio de 2010.)

Seguridad Social. Régimen Especial de 
los Funcionarios Civiles del Estado

ORDEN PRE/1744/2010, de 30 de junio, 
por la que se regula el procedimiento de 
reconocimiento, control y seguimiento de 
las situaciones de incapacidad temporal, 
riesgo durante el embarazo y riesgo du-
rante la lactancia natural en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los 
Funcionarios Civiles del Estado. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 159 de 1 de julio 
de 2010.)

COMUNIDADES AUTÓNOMAS

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CATALUÑA

LEY 14/2010, de 27 de mayo, de los de-
rechos y las oportunidades en la infancia 
y la adolescencia. (Publicada en el «BOE» 
núm. 156 de 28 de junio de 2010.)

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LAS ILLES 
BALEARS

Derecho civil de Baleares

LEY 3/2010, de 7 de junio, de constata-
ción de censos y alodios y de extinción 
de los inactivos. (Publicada en el «BOE» 
núm. 162 de 5 de julio de 2010.)
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CONSEJO GENERAL  
DEL PODER JUDICIAL

Nombramientos

ACUERDO de 19 de mayo de 2010, del Pleno 
del Consejo General del Poder Judicial, por 
el que se nombra Letrada al servicio del 
Tribunal Supremo. (Publicado en el «BOE» 
núm. 150 de 21 de junio de 2010.)

Destinos

ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se resuelve el concurso de 
méritos convocado por Acuerdo del Pleno 
de 25 de febrero de 2010, para la provi-
sión de puestos de trabajo de Profesor 
Ordinario en la Escuela Judicial, entre 
Jueces, Magistrados, Secretarios de la Ad-
ministración de Justicia, Abogados del 
Estado, Miembros de la Carrera Fiscal y 
funcionarios de las Administraciones Pú-
blicas del Subgrupo A1. (Publicado en el 
«BOE» núm. 159 de 1 de julio de 2010.)

ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se resuelve el concurso de 
méritos convocado por Acuerdo del Pleno 
de 25 de febrero de 2010, para la provi-
sión de puesto de trabajo de Profesor Or-
dinario en la Escuela Judicial, entre Jueces, 
Magistrados, Secretarios de la Adminis-
tración de Justicia, Abogados del Estado, 
miembros de la Carrera Fiscal y funciona-
rios de las Administraciones Públicas del 
Subgrupo A1. (Publicado en el «BOE» 
núm. 162 de 5 de julio de 2010.)

ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se resuelve el concurso de 
méritos convocado por Acuerdo del Pleno 
de 25 de febrero de 2010, para la provi-
sión de puestos de trabajo de Profesor 
Ordinario en la Escuela Judicial, entre 
Jueces, Magistrados, Secretarios de la Ad-
ministración de Justicia, Abogados del 
Estado, miembros de la Carrera Fiscal y 
funcionarios de las Administraciones Pú-
blicas del Subgrupo A1. (Publicado en el 
«BOE» núm. 162 de 5 de julio de 2010.)

autoridades y personal

Nombramiento, situaciones e incidencias
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ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se resuelve el concurso de 
méritos convocado por Acuerdo del Pleno 
de 25 de febrero de 2010, para la provi-
sión de puestos de trabajo de Profesor 
Ordinario en la Escuela Judicial, entre 
Jueces, Magistrados, Secretarios de la Ad-
ministración de Justicia, Abogados del 
Estado, miembros de la Carrera Fiscal y 
funcionarios de las Administraciones Pú-
blicas del Subgrupo A1. (Publicado en el 
«BOE» núm. 162 de 5 de julio de 2010.)

ACUERDO de 24 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se resuelve 
el concurso de méritos convocado por 
Acuerdo del Pleno del Consejo General del 
Poder Judicial de 25 de febrero de 2010, 
para la provisión de puesto de trabajo en 
el Servicio de Inspección del Consejo Ge-
neral del Poder Judicial. (Publicado en el 
«BOE» núm. 162 de 5 de julio de 2010.)

MAGISTRADOS

Nombramientos

ACUERDO de 31 de mayo de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se nombra 
Magistrado Emérito del Tribunal Supremo, 
a don Ramón Trillo Torres. (Publicado en el 
«BOE» núm.  151 de 22 de junio 
de 2010.)

ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se nombra a doña María 
Trinidad Durán Martín Magistrada su-
plente de la Audiencia Provincial de Cádiz. 

(Publicado en el «BOE» núm. 154 de 25 
de junio de 2010.)

REAL DECRETO 789/2010, de 11 de 
junio, por el que se nombra Decano de los 
Juzgados de Jaén al Magistrado don José 
María Cañada Clé. (Publicado en el «BOE» 
núm. 160 de 2 de julio de 2010.)

REAL DECRETO 790/2010, de 11 de 
junio, por el que se nombra Magistrados 
a los Jueces a quienes corresponde la pro-
moción por el turno de antigüedad. (Pu-
blicado en el «BOE» núm. 160 de 2 de 
julio de 2010.)

REAL DECRETO 791/2010, de 11 de 
junio, por el que se nombra Decano de los 
Juzgados de Salamanca al Magistrado don 
Antonio Mateo Santo. (Publicado en el 
«BOE» núm. 160 de 2 de julio de 2010.)

Situaciones

ACUERDO de 15 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que, en ejecución 
de sentencia de la sección octava de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, se re-
integra al Magistrado don Rafael Sempere 
Domenech al Registro Civil Exclusivo n.º 3 
de Valencia. (Publicado en el «BOE» 
núm. 161 de 3 de julio de 2010.)

ACUERDO de 24 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se declara en 
la situación administrativa de excedencia 
voluntaria en la Carrera Judicial para el 
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cuidado de un hijo a doña Lourdes Sán-
chez Esquinas. (Publicado en el «BOE» 
núm. 162 de 5 de julio de 2010.)

COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Nombramientos

ACUERDO de 15 de junio 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se nombran 
Magistradas suplentes y Jueza sustituta 
para el año judicial 2009/2010, en el 
ámbito de los Tribunales Superiores de 
Justicia de Andalucía, Ceuta y Melilla, Ca-
narias y Cataluña. (Publicado en el «BOE» 
núm. 151 de 22 de junio de 2010.)

Adscripciones

ACUERDO de 15 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por la que, en ejecución 
de la sentencia de la sección octava de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, se ads-
cribe a disposición del Presidente del Tri-
bunal Superior de Justicia de la Comunitat 
Valenciana al Magistrado don Gaspar 
Rubio Baldó. (Publicado en el «BOE» núm. 
161 de 3 de julio de 2010.)

MINISTERIO DE JUSTICIA

Nombramientos

ORDEN JUS/1646/2010, de 2 de junio, 
por la que se nombra funcionario de la 
Escala de Gestión Procesal y Administra-
tiva, en cumplimiento de la resolución 
dictada en el recurso RO/6/2010, en re-
lación al proceso selectivo convocado por 

Orden de 30 de agosto de 1991. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 151 de 22 de junio 
de 2010.)

ORDEN JUS/1647/2010, de 2 de junio, 
por la que se nombra funcionario del 
Cuerpo de Gestión Procesal y Administra-
tiva, en cumplimiento de la resolución 
dictada en el recurso RO/7/2010, en re-
lación al proceso selectivo convocado por 
Orden de 30 de agosto de 1991. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 151 de 22 de junio 
de 2010.)

ORDEN JUS/1648/2010, de 4 de junio, por 
la que se nombra funcionario de la Escala de 
Gestión Procesal y Administrativa, en cum-
plimiento de la resolución dictada en el re-
curso RO/9/2010, en relación al proceso 
selectivo convocado por Orden de 30 de 
agosto de 1991. (Publicada en el «BOE» 
núm. 151 de 22 de junio de 2010.)

ORDEN JUS/1674/2010, de 22 de junio, 
por la que se nombran Abogados Fiscales 
a los alumnos del Centro de Estudios Jurí-
dicos, correspondientes a la convocatoria 
aprobada por Acuerdo de la Comisión de 
Selección de Jueces y Fiscales de 12 de 
marzo de 2008. (Publicada en el «BOE» 
núm. 153 de 24 de junio de 2010.)

ORDEN JUS/1734/2010, de 22 de junio, 
por la que se nombran funcionarios del 
Cuerpo Especial de Facultativos del Insti-
tuto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses. (Publicada en el «BOE» 
núm. 158 de 30 de junio de 2010.)
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REAL DECRETO 873/2010, de 2 de julio, 
por el que se nombra Directora General de 
Cooperación Jurídica Internacional y Rela-
ciones con las Confesiones a doña María 
Aurora Mejía Errasquin. (Publicado en el 
«BOE» núm. 161 de 3 de julio de 2010.)

Destinos

ORDEN JUS/1720/2010, de 18 de junio, 
por la que se adjudica a doña María Vic-
toria Alonso Alija, plaza de 2ª categoría de 
la Fiscalía Provincial de León. (Publicada 
en el «BOE» núm. 157 de 29 de junio 
de 2010.)

ORDEN JUS/1733/2010, de 22 de junio, 
por la que se otorgan destinos a funciona-
rias del Cuerpo de Facultativos del Insti-
tuto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses, turno libre, que superaron las 
pruebas selectivas convocadas por Orden 
JUS/4004/2007, de 27 de diciembre. 
(Publicada en el «BOE» núm. 158 de 30 
de junio de 2010.)

ORDEN JUS/1735/2010, de 24 de junio, 
por la que se adjudica destino a don José 
Antonio Berbel Martínez, según lo dis-
puesto en la Orden JUS/1115/2010, 
de  22 de abril. (Publicada en el «BOE» 
núm. 158 de 30 de junio de 2010.)

ORDEN JUS/1736/2010, de 24 de junio, 
por la que se adjudica destino a doña Ana 
Concepción Cardama Toledo según lo dis-
puesto en la Orden JUS/610/2010, de 1 
de marzo. (Publicada en el «BOE» 
núm. 158 de 30 de junio de 2010.)

ORDEN JUS/1737/2010, de 24 de junio, 
por la que se adjudica destino a doña 
María Inmaculada García Casal según lo 
dispuesto en la Orden JUS/967/2010, 
de  6 de abril. (Publicada en el «BOE» 
núm. 158 de 30 de junio de 2010.)

ORDEN JUS/1738/2010, de 24 de junio, 
por la que se adjudica destino a doña María 
Margarita Lobato Pérez según lo dispuesto 
en la Orden JUS/611/2010, de 1 de marzo. 
(Publicada en el «BOE» núm. 158 de 30 de 
junio de 2010.)

Situaciones

RESOLUCIÓN de 9 de junio de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se jubila a don Ma-
nuel Sena Fernández, registrador de la 
propiedad de Torrox núm. 1. (Publicada en 
el «BOE» núm. 151 de 22 de junio 
de 2010.)

ORDEN JUS/1721/2010, de 22 de junio, 
por la que se declara en situación de ex-
cedencia por cuidado de hijo en la carrera 
fiscal a doña Bárbara Bande López. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 157 de 29 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de 23 de junio de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se jubila al Notario 
de Badalona, don José Francisco Cueco 
Mascarós. (Publicada en el «BOE» 
núm. 160 de 2 de julio de 2010.)
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RESOLUCIÓN de 24 de junio de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se dispone la jubila-
ción voluntaria del notario de Las Rozas 
de Madrid, don José Enrique Cortés Valdés. 
(Publicada en el «BOE» núm. 160 de 2 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIÓN de 25 de junio de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se jubila al Notario 
de Pamplona/Iruña, don Jesús López Vido-
rreta. (Publicada en el «BOE» núm. 160 
de 2 de julio de 2010.)

RESOLUCIÓN de 26 de junio de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se jubila al notario 

de Sevilla, don Victorio Magariños Blanco. 
(Publicada en el «BOE» núm. 160 de 2 de 
julio de 2010.)

Ceses 

REAL DECRETO 871/2010, de 2 de julio, 
por el que se dispone el cese de don José 
María Contreras Mazarío como Director 
General de Relaciones con las Confesiones. 
(Publicado en el «BOE» núm. 161 de 3 de 
julio de 2010.)

REAL DECRETO 872/2010, de 2 de julio, 
por el que se dispone el cese de doña 
María Aurora Mejía Errasquin como Direc-
tora General de Cooperación Jurídica In-
ternacional. (Publicado en el «BOE» 
núm. 161 de 3 de julio de 2010.)

OPOSICIONES Y CONCURSOS

CONSEJO GENERAL 
DEL PODER JUDICIAL

Carrera Judicial

ACUERDO de 15 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se convoca 
concurso para la provisión de determi-
nados cargos judiciales entre miembros de 
la Carrera Judicial, con categoría de Ma-
gistrado. (Publicado en el «BOE» núm. 151 
de 22 de junio de 2010.)

ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
Tribunal calificador del proceso selectivo 
convocado por Acuerdo de 29 de di-

ciembre de 2009, de la Comisión Perma-
nente del Consejo General del Poder Judi-
cial, para la provisión de plazas entre ju-
ristas de reconocida competencia con más 
de diez años de ejercicio profesional, para 
el acceso a la carrera judicial por la cate-
goría de Magistrado, por el que se co-
rrigen los errores en el de 19 de mayo 
de 2010, por el que se aprueba la relación 
de aspirantes convocados a la realización 
del dictamen, así como la fecha y lugar de 
su celebración y lectura. (Publicado en el 
«BOE» núm. 154 de 25 de junio 
de 2010.)

ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se convoca la provisión de 
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la Presidencia de la Sala Primera del Tri-
bunal Supremo. (Publicado en el «BOE» 
núm. 156 de 28 de junio de 2010.)

ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se convoca la provisión de 
la Presidencia de la Sala Quinta del Tri-
bunal Supremo. (Publicado en el «BOE» 
núm. 156 de 28 de junio de 2010.)

ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se convoca la provisión de 
la Presidencia de la Sala Segunda del Tri-
bunal Supremo. (Publicado en el «BOE» 
núm. 156 de 28 de junio de 2010.)

ACUERDO de 24 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se convoca 
la provisión de la Presidencia de la Au-
diencia Provincial de Huesca. (Publicado 
en el «BOE» núm. 156 de 28 de junio 
de 2010.)

ACUERDO de 24 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se nombra 
vocal del Tribunal calificador del proceso 
selectivo, entre juristas de reconocida 
competencia con más de diez años de ejer-
cicio profesional en las materias propias 
de los órganos del orden civil, del orden 
penal o de los órganos con jurisdicción 
compartida, para el acceso a la Carrera 
Judicial por la categoría de Magistrado, 
convocado por Acuerdo de 29 de di-

ciembre de 2009. (Publicado en el «BOE» 
núm. 158 de 30 de junio de 2010.)

Funcionarios del Subgrupo A1

ACUERDO de 19 de mayo de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se convoca concurso de 
méritos para la provisión de puesto de 
trabajo en el Servicio Central de Secre-
taría General del Consejo, entre Jueces, 
Magistrados, Secretarios de la Adminis-
tración de Justicia, Abogados del Estado, 
miembros de la Carrera Fiscal y funciona-
rios de las Administraciones Públicas del 
Subgrupo A1. (Publicado en el «BOE» 
núm. 151 de 22 de junio de 2010.)

Acuerdo de 19 de mayo de 2010, del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se declara desierto el con-
curso de méritos convocado por Acuerdo 
de 28 de enero de 2010, para la provisión 
de puesto de trabajo de Jefe de Servicio de 
Personal Judicial. (Publicado en el «BOE» 
núm. 157 de 29 de junio de 2010.)

MINISTERIO DE JUSTICIA

Cuerpo de Auxilio Judicial 
de la Administración de Justicia

ORDEN JUS/1653/2010, de 31 de mayo, 
por la que se convoca proceso selectivo 
para ingreso por el sistema general de 
acceso libre en el Cuerpo de Auxilio Judi-
cial de la Administración de Justicia. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 151 de 22 de 
junio de 2010.)
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Cuerpo de Gestión Procesal 
y Administrativa de la Administración 
de Justicia

ORDEN JUS/1654/2010, de 31 de mayo, 
por la que se convoca proceso selectivo 
para ingreso por los sistemas generales de 
acceso libre y promoción interna, en el 
Cuerpo de Gestión Procesal y Administra-
tiva de la Administración de Justicia. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 151 de 22 de 
junio de 2010.)

ORDEN JUS/1725/2010, de 21 de junio, 
por la que se procede al cumplimiento de 
la sentencia recaída en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 261/2008, en 
relación al proceso selectivo convocado 
por Orden JUS/2976/2006, de 15 de 
septiembre. (Publicada en el «BOE» 
núm. 157 de 29 de junio de 2010.)

Cuerpo de Tramitación Procesal 
y Administrativa de la Administración 
de Justicia

ORDEN JUS/1655/2010, de 31 de mayo, 
por la que se convoca proceso selectivo 
para ingreso por los sistemas generales de 
acceso libre y promoción interna, en el 
Cuerpo de Tramitación Procesal y Adminis-
trativa de la Administración de Justicia. 
(Publicada en el «BOE» núm. 151 de 22 
de junio de 2010.)

ORDEN JUS/1657/2010, de 8 de junio, 
por la que en cumplimiento de sentencias 
recaídas en los recursos 747/08-2, 
748/08-2, 749/08-2 y 545/08, se 
nombra el Tribunal calificador en relación 
con las pruebas selectivas para ingreso, 
por el sistema general de acceso libre, al 

Cuerpo de Tramitación Procesal y Adminis-
trativa de la Administración de Justicia. 
(Publicada en el «BOE» núm. 151 de 22 
de junio de 2010.)

Cuerpo Nacional de Médicos Forenses

ORDEN JUS/1656/2010, de 31 de mayo, 
por la que se convoca proceso selectivo 
para ingreso por el sistema general de 
acceso libre en el Cuerpo Nacional de Mé-
dicos Forenses. (Publicada en el «BOE» 
núm. 151 de 22 de junio de 2010.)

ORDEN JUS/1724/2010, de 17 de junio, 
por la que se publica la relación definitiva 
de aprobados del proceso selectivo para 
ingreso, por el sistema general de acceso 
libre, en el Cuerpo Nacional de Médicos 
Forenses. (Publicada en el «BOE» 
núm. 157 de 29 de junio de 2010.)

ORDEN JUS/1747/2010, de 28 de junio, 
por la que se convoca la provisión de 
puestos de trabajo por el sistema de libre 
designación, en el Instituto de Medicina 
Legal de Palencia, Salamanca y Valladolid, 
entre funcionarios del Cuerpo de Médicos 
Forenses. (Publicada en el «BOE» 
núm. 159 de 1 de julio de 2010.)

Funcionarios de los Subgrupos A1, A2, 
C1 y C2

ORDEN JUS/1658/2010, de 10 de junio, 
por la que se convoca concurso específico 
de méritos para la provisión de puestos de 
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trabajo. (Publicada en el «BOE» núm. 151 
de 22 de junio de 2010.)

CORRECCIÓN DE ERRORES en la Orden 
JUS/1658/2010, de 10 de junio, por la 
que se convoca concurso específico de 
méritos para la provisión de puestos de 
trabajo. (Publicada en el «BOE» núm. 163 
de 6 de julio de 2010.)

Cuerpo de Secretarios Judiciales

ORDEN JUS/1697/2010, de 18 de junio, 
por la que se rectifican los Tribunales ca-
lificadores del proceso selectivo para in-
greso en el Cuerpo de Secretarios Judi-
ciales. (Publicada en el «BOE» núm. 154 
de 25 de junio de 2010.)

Registros de la Propiedad, Mercantiles 
y de Bienes Muebles

RESOLUCIÓN de 21 de junio de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se anuncian deter-
minados Registros de la Propiedad, radi-
cados en el territorio español, con excep-
ción de la Comunidad Autónoma de Cata-
luña, para su provisión conforme a lo 
dispuesto en el artículo 503 del Regla-
mento Hipotecario. (Publicada en el «BOE» 
núm. 157 de 29 de junio de 2010.)

Abogados Fiscales sustitutos

ORDEN JUS/1739/2010, de 28 de junio, 
por la que se publica la lista provisional de 
aspirantes seleccionados en la convoca-
toria de plazas de Abogados Fiscales sus-
titutos correspondientes al año judicial 
2010-2011, aprobada por Orden 
JUS/565/2010, de 3 de marzo. (Publi-

cada en el «BOE» núm. 158 de 30 de junio 
de 2010.)

Cuerpo de Abogados del Estado

ORDEN JUS/1746/2010, de 23 de junio, 
por la que se convoca la provisión de 
puestos de trabajo por el sistema de libre 
designación. (Publicada en el «BOE» 
núm. 159 de 1 de julio de 2010.)

Funcionarios de las Administraciones 
Públicas

ORDEN JUS/1745/2010, de 22 de junio, 
por la que se convoca la provisión de 
puestos de trabajo por el sistema de libre 
designación. (Publicada en el «BOE» 
núm. 159 de 1 de julio de 2010.)

Cuerpo de Oficiales 
de la Administración de Justicia

ORDEN JUS/1789/2010, de 22 de junio, 
por la que se procede al cumplimiento del 
auto de extensión de efectos de la sen-
tencia recaída en el recurso 4530/2004, 
en relación al proceso selectivo convocado 
por Orden de 30 de agosto de 1991. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 162 de 5 de 
julio de 2010.)

ORDEN JUS/1790/2010, de 22 de junio, 
por la que se procede al cumplimiento del 
auto de extensión de efectos de la sen-
tencia recaída en el recurso 4530/2004, 
en relación al proceso selectivo convocado 
por Orden de 30 de agosto de 1991. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 162 de 5 de 
julio de 2010.)

Boletín núm. 2113–Pág. 19



–  1606  –

           

COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Comunidad Autónoma del Principado 
de Asturias

ACUERDO de 24 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se convoca 
la provisión de la Presidencia de la Au-
diencia Provincial de Asturias. (Publicado 
en el «BOE» núm. 156 de 28 de junio 
de 2010.)

Comunidad Autónoma de Castilla y León

ACUERDO de 24 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se convoca 
la provisión de la Presidencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León. 
(Publicado en el «BOE» núm. 156 de 28 
de junio de 2010.)

Comunidad Autónoma de Castilla- 
La Mancha

ACUERDO de 24 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se convoca 
la provisión de la Presidencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla-La Mancha. 
(Publicado en el «BOE» núm. 156 de 28 
de junio de 2010.)

Comunidad Autónoma de Canarias

ACUERDO de 24 de junio de 2010, de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se convoca 
la provisión de la Presidencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias. (Publi-
cado en el «BOE» núm. 156 de 28 de junio 
de 2010.)
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Relaciones de puestos de trabajo

ORDEN JUS/1741/2010, de 22 de junio, 
por la que se determina la estructura y se 
aprueban las relaciones de puestos de tra-
bajo de las oficinas judiciales y de las se-
cretarías de gobierno incluidas en la pri-
mera fase del Plan del Ministerio de Jus-
ticia para la implantación de la Nueva 
Oficina Judicial. (Publicada en el «BOE» 
núm. 158 de 30 de junio de 2010.)

Recursos

RESOLUCIÓN de 25 de mayo de 2010, de 
la Dirección General de Relaciones con la 
Administración de Justicia, por la que se 
emplaza a los interesados en el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento abreviado núm. 124/2010, inter-
puesto ante el Juzgado Central de lo Con-
tencioso-Administrativo núm. 1, de Ma-
drid. («BOE» núm. 151 de 22 de junio 
de 2010.)

Ante el Juzgado Central Contencioso-
Administrativo número 1, doña Ana María 
Sánchez Chico ha interpuesto el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento abreviado número 124/2010, 
contra certificación emitida por el Secre-

tario del Tribunal Calificador Único de las 
pruebas selectivas para el ingreso, por el 
sistema general de acceso libre, en el 
Cuerpo de Auxilio Judicial, convocadas 
por Orden JUS/3337/2008, de 10 de no-
viembre («BOE» de 20-11-2008).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 13 de julio 
de 1998, para que puedan comparecer 
ante la referida Sala en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 25 de mayo de 2010.–La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.

RESOLUCIÓN de 8 de junio de 2010, de 
la Dirección General de Relaciones con la 
Administración de Justicia, por la que se 
emplaza a los interesados en el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento abreviado núm. 286/2010, inter-
puesto ante el Juzgado Central de lo con-
tencioso administrativo núm.  2, de Ma-
drid. («BOE» núm. 156 de 28 de junio 
de 2010.)
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Ante el Juzgado Central Contencioso-
Administrativo núm. 2, doña María del 
Mar Moreno Muñoz, ha interpuesto el re-
curso contencioso-administrativo, proce-
dimiento abreviado núm. 286/2010, 
contra la Orden JUS/3976/2008, de 18 de 
diciembre por la que se modifica la Orden 
JUS/2506/2008, de 25 de agosto, por la 
que se aprueban las listas definitivas de 
admitidos y excluidos al proceso selectivo 
para ingreso, por el sistema general de 
acceso libre, al Cuerpo Especial de Ayu-
dantes de Laboratorio del Instituto Na-
cional de Toxicología y Ciencias Forenses, 
convocadas por Orden JUS/4003/2007, 
de 27 de diciembre (BOE 11/01/08).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 13 de julio 
de 1998, para que puedan comparecer 
ante la referida Sala en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 8 de junio de 2010.–La Direc-
tora General de Relaciones con la Admi-
nistración de Justicia, Caridad Hernández 
García.

RESOLUCIÓN de 14 de junio de 2010, de 
la Dirección General de Relaciones con la 
Administración de Justicia, por la que se 
emplaza a los interesados en el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento ordinario núm. 286/2010, inter-
puesto ante la sección 3.ª de la Audiencia 
Nacional. («BOE» núm. 162 de 5 de julio 
de 2010.)

Ante la sección 3.ª de la Audiencia 
Nacional, don Joaquín Prado Riol, ha in-
terpuesto el recurso contencioso-admi-
nistrativo, procedimiento ordinario 
núm. 286/2010, contra la desestimación 
por silencio administrativo del recurso de 
alzada interpuesto contra Acuerdo del 

Tribunal calificador único de las pruebas 
selectivas para el ingreso, por el sistema 
general de acceso libre, en el Cuerpo de 
Auxilio Judicial, convocadas por Orden 
JUS/3337/2008, de 10 de noviembre 
(«BOE» 20/11/2008).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 13 de julio 
de 1998, para que puedan comparecer 
ante la referida Sala en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 14 de junio de 2010.–La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.

Bienes muebles. Financiación

RESOLUCIÓN de 31 de mayo de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se aprueban las mo-
dificaciones introducidas en el modelo de 
contrato de financiación a comprador de 
bienes muebles, y sus anexos «cuadro de 
amortización» y «otros intervinientes y 
otros objetos» para ser utilizado por la 
entidad «Caja Laboral Popular Coopera-
tiva de Crédito», con letras de identifica-
ción «F-CL».(Publicada en el «BOE» 
núm. 151 de 22 de junio de 2010.)

Fundación Pluralismo y Convivencia. 
Cuentas anuales

RESOLUCIÓN de 14 de junio de 2010, de 
la Secretaría General Técnica, por la que 
se publican las cuentas anuales de la Fun-
dación Pluralismo y Convivencia del ejer-
cicio 2009. (Publicada en el «BOE» 
núm. 153 de 24 de junio de 2010.)
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COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Comunidad Autónoma de Andalucía. 
Convenio

RESOLUCIÓN de 21 de junio de 2010, de 
la Secretaría de Estado de Justicia, por la 
que se publica el Protocolo general de 
colaboración con la Consejería de Gober-
nación y Justicia de la Junta de Andalucía, 
el Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, Ceuta y Melilla, y la Fiscalía de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para 
establecer un procedimiento general sobre 
la práctica de la autopsia, depósito, con-
servación e inhumación de cadáveres no 

identificados. (Publicada en el «BOE» 
núm. 160 de 2 de julio de 2010.)

GRANDEZAS Y TÍTULOS DEL REINO

Títulos nobiliarios

ORDEN JUS/1796/2010, de 18 de junio, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real Carta de 
Sucesión en el título de Conde de Palancar, 
a favor de don Manuel Losada de la Cova. 
(Publicada en el «BOE» núm. 162 de 5 de 
julio de 2010.)

MINISTERIO DE DEFENSA

Recursos

RESOLUCIÓN 160/38138/2010, de 7 de 
junio, de la Jefatura de Enseñanza de la 
Guardia Civil, por la que se emplaza a los 
interesados en el procedimiento ordinario 
1471/2009, promovido ante el Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid. (Publicada 
en el «BOE» núm. 152 de 23 de junio 
de 2010.)

RESOLUCIÓN 160/38136/2010, de 9 de 
junio, de la Jefatura de Enseñanza de la 
Guardia Civil, por la que se emplaza a los 
interesados en el recurso contencioso-
administrativo 372/2010, promovido 
ante la sección sexta de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Su-
perior de Justicia de Madrid. (Publicada en 
el «BOE» núm. 152 de 23 de junio 
de 2010.)

RESOLUCIÓN 160/38140/2010, de 31 
de mayo, de la Jefatura de Enseñanza de 
la Guardia Civil, por la que se emplaza a 
los interesados en el recurso contencioso-
administrativo 209/2010, promovido 
ante la sección primera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Murcia. (Publicada 
en el «BOE» núm. 154 de 25 de junio 
de 2010.)

RESOLUCIÓN 160/38141/2010, de 11 de 
junio, de la Jefatura de Enseñanza de la 
Guardia Civil, por la que se emplaza a los 
interesados en el recurso contencioso-ad-
ministrativo 234/2010, promovido ante la 
sección primera de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Murcia. (Publicada en el 
«BOE» núm. 159 de 1 de julio de 2010.)
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RESOLUCIÓN 160/38145/2010, de 11 
de junio, de la Jefatura de Enseñanza de 
la Guardia Civil, por la que se emplaza a 
los interesados en el recurso contencioso-

administrativo 1434/2009, promovido 
ante la sección sexta de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Su-
perior de Justicia de Madrid. (Publicada en 
el «BOE» núm. 162 de 5 de julio 
de 2010.)

MINISTERIO de ECONOMÍA Y HACIENDA

MINISTERIO de TRABAJO E INMIGRACIÓN
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Recursos

	 RESOLUCIÓN de 17 de junio de 2010, 
del Departamento de Recursos Humanos de 
la Agencia Estatal de Administración Tribu-
taria, por la que se emplaza a los interesados 

en el recurso contencioso-administrativo 
núm. 124/2010, procedimiento abreviado, 
interpuesto ante el Juzgado Central de lo 
Contencioso Administrativo núm. 3 de Ma-
drid. (Publicada en el «BOE» núm. 156 
de 28 de junio de 2010.)

Recursos

RESOLUCIÓN de 26 de mayo de 2010, de 
la Secretaría General Técnica, por la que 
se acuerda la remisión de los expedientes 
administrativos correspondientes a los 
recursos contencioso-administrativos con 
números de procedimiento ordinario 
215/2010, 219/10 y 228/10, inter-
puestos ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional, 
sección cuarta, y se emplaza a los intere-
sados en los mismos. (Publicada en el 
«BOE» núm. 152 de 23 de junio 
de 2010.)

RESOLUCIÓN de 15 de junio de 2010, de 
la Subsecretaría, por la que se emplaza a 
los interesados en el recurso contencioso-

administrativo núm.  67/2010, procedi-
miento abreviado, interpuesto ante el 
Juzgado Central de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. 3 de Madrid. (Publicada en 
el «BOE» núm. 159 de 1 de julio 
de 2010.)

RESOLUCIÓN de 18 de junio de 2010, de 
la Secretaría General Técnica, por la que 
se acuerda la remisión de los expedientes 
administrativos correspondientes a los 
recursos contencioso-administrativos con 
números de procedimiento ordinario 
221/2010 y 227/2010, interpuestos 
ante la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo de la Audiencia Nacional, sección 
cuarta, y se emplaza a los interesados en 
los mismos. (Publicada en el «BOE» 
núm. 160 de 2 de julio de 2010.)
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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE, MEDIO RURAL 
Y MARINO

Recursos

RESOLUCIÓN de 8 de junio de 2010, de 
la Subsecretaría, por la que se emplaza a 

los interesados en el recurso contencioso-
administrativo núm. 113/2010, procedi-
miento abreviado, interpuesto por don 
CMJJ. (Publicada en el «BOE» núm. 150 
de 21 de junio de 2010.)

Recursos

RESOLUCIÓN de 13 de junio de 2010, 
de la Secretaría General Técnica, por la 
que se acuerda la remisión del expe-
diente administrativo correspondiente al 
recurso contencioso-administrativo 
1/155/2010, interpuesto ante la Sala 
Tercera de lo Contencioso Administrativo 
del Tribunal Supremo, sección cuarta y se 
emplaza a los interesados en el mismo. 
(Publicada en el «BOE» núm. 153 de 24 
de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de 16 de junio de 2010, de 
la Secretaría General Técnica, por la que 
se acuerda la remisión del expediente ad-
ministrativo correspondiente al recurso 
contencioso-administrativo 1/212/2010, 
interpuesto ante la Sala Tercera de lo Con-
tencioso Administrativo del Tribunal Su-
premo, sección sexta, y se emplaza a los 
interesados en el mismo. (Publicada en el 
«BOE» núm. 156 de 28 de junio 
de 2010.)

MINISTERIO DE SANIDAD Y POLÍTICA SOCIAL

Recursos

RESOLUCIÓN de 10 de junio de 2010, 
de la Secretaría General Técnica, por la 
que se emplaza a los interesados en el 
recurso contencioso-administrativo 
núm.  1/100/2010, promovido por el 
Consejo General de Colegios Oficiales de 
Farmacéuticos de España, contra el Real 
Decreto 109/2010, de 5 de febrero. 
(Publicada en el «BOE» núm. 156 de 28 
de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de 14 de junio de 2010, de 
la Secretaría General Técnica, por la que 
se emplaza a los interesados en el proce-
dimiento ordinario núm. 431/2010, pro-
movido por doña Carmen Corvo Sánchez, 
sobre pruebas selectivas para acceso a 
plazas de Médicos de Familia en Equipos 
de Atención Primaria. (Publicada en el 
«BOE» núm. 157 de 29 de junio 
de 2010.)
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Recursos (15)

RESOLUCIÓN de 21 de abril de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
por Excomor, S. L., contra la nota de 
calificación de la registradora de la pro-
piedad n.º 2 de Ponferrada, por la que se 
suspende la anotación preventiva de un 
embargo. («BOE» núm. 150 de  21 de 
junio de 2010)

En el recurso interpuesto por la mer-
cantil «Excomor, S. L.», contra la nota de 
calificación de la Registradora de la Pro-
piedad de Ponferrada número  2, doña 
María de las Mercedes del Álamo Arroyo, 
por la que se suspende la anotación pre-
ventiva de un embargo ordenado por el 
Magistrado Juez del Juzgado de Primera 
Instancia número 1 de Ponferrada.

Hechos

I

En el Juzgado de 1.ª Instancia número 1 
de Ponferrada se sigue Procedimiento de 
Ejecución de títulos judiciales 725/2008 
a instancia de la mercantil «Excomor, S. 
L.» contra doña F. M. M. heredera de don 

E. M. M., en cuyos autos, «para garantizar 
la suma de  29.931,19, más  8.079,36 
euros presupuestados para intereses, 
gastos y costas que adeuda don E. M. M. 
en la persona de doña F. M. M. como 
heredera legal del mismo», se decretó 
con fecha 4 de febrero de 2009 el em-
bargo sobre las siguientes fincas: «vi-
vienda sita en  24459 de Toreno (León) 
(…) año  1997 de una superficie cons-
truida de 139 m2 con referencia catastral: 
3602045QH0330S0023H e inscrita 
como Finca 6585, Tomo 1561, Libro 52, 
Folio  131»; «y el almacén estaciona-
miento sito en  24459 de Toreno (león) 
calle Instituto s/n, planta sótano, de una 
superficie construida de 29 metros cua-
drados grafiado como 07, con referencia 
catastral: 3602045QH0330S0007YH ins-
crita como Finca  6571, Tomo  1561, 
Libro  52, Folio  107.» Las fincas, según 
declara la Registradora, se encuentran 
inscritas en el Registro de la Propiedad a 
favor de don E. M. M.

II

Presentado mandamiento de fecha  4 
de febrero de 2009 expedido por el Ma-
gistrado-Juez doña María José Pérez Sevi-
llano por el que se ordena la anotación 
preventiva embargo en el Registro de la 
Propiedad de Ponferrada número  2, es 

resoluciones de la dirección general  
de los registros y del notariado

registro civil
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objeto de la siguiente nota de califica-
ción: «Hechos Primero.–Con fecha 4 de 
febrero de 2009 se expide mandamiento 
por doña María José Pérez Sevillano Ma-
gistrado Juez del Juzgado de Primera Ins-
tancia número 1 de Ponferrada, que fue 
presentado en el Registro el día  19 de 
febrero de  2009 con el asiento nú-
mero 1847 del Diario 36. Segundo.–En 
dicho mandamiento se ordena tomar 
anotación preventiva de embargo sobre 
las fincas registrales  6585 y  6571 del 
Ayuntamiento de Toreno. Tercero.–Las 
fincas están inscritas a nombre de don E. 
M. M. El procedimiento va dirigido contra 
doña F. M. M. heredera de don E. M. M. 
y se ordena tomar anotación preventiva 
de embargo para garantizar las canti-
dades que se señalan y que adeuda don 
E. M. M. a la entidad Excomor S. L. Fun-
damentos de derecho Primero.–En el 
mandamiento calificado se ordena tomar 
anotación de embargo para asegurar la 
suma de 26.931,19, más 8079,36 euros 
presupuestados para intereses, gastos y 
costas, pero no se indica el concepto a 
que corresponde la primera cantidad se-
ñalada. Segundo.–El artículo  166.3 del 
Reglamento Hipotecario dispone que «si 
se hiciese a consecuencia de manda-
miento de embargo o secuestro, o en 
cumplimiento de alguna ejecutoria, se 
expresará así, manifestando el importe de 
lo que por principal y, cuando proceda, 
por intereses y costas se trate de asegurar 
y las circunstancias del que haya obte-
nido la providencia a su favor y de aquel 
contra quien se haya dictado». Tercero.–
En este caso, al no indicarse a que con-
ceptos corresponde la primera cantidad 
que se trata de asegurar, debe suspen-
derse la anotación de embargo solicitada. 
Fundamentos de Derecho: El 
artículo  166.3 del Reglamento Hipote-
cario y la Resolución de la DGRN de 17 
de diciembre de  1929. Cuarto.–En el 
mandamiento se hace constar que se si-
guen los autos contra doña F. M. M. he-
redera de don E. M. M. para garantizar la 
suma que adeuda don E. M. M. El 

artículo  166.1 del Reglamento Hipote-
cario dispone en su regla 1.ª «si se pidiese 
anotación preventiva de embargo en pro-
cedimientos seguidos contra herederos 
indeterminados del deudor, por respon-
sabilidades del mismo, se expresará la 
fecha de fallecimiento de éste. Cuando el 
procedimiento se hubiere dirigido contra 
herederos ciertos y determinados del 
deudor, también por obligaciones de éste, 
se consignarán, además, las circunstan-
cias personales de aquéllos». Quinto.–
Del mandamiento resulta que el procedi-
miento está dirigido contra la heredera 
determinada del deudor por deudas de 
éste, pero el título hereditario de ésta no 
está inscrito en el Registro, por lo que de 
conformidad con el principio de tracto 
sucesivo, debe acompañarse el corres-
pondiente certificado de defunción del 
causante, y acreditar la condición de he-
redera mediante el correspondiente testa-
mento y certificado de últimas volun-
tades, declaración judicial de herederos 
abintestato o el acta de notoriedad a que 
se refiere el artículo  979 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (fundamentos de de-
recho: artículos 14 y 20 de la Ley Hipo-
tecaria, y 166.1.ª del Reglamento Hipo-
tecario). Sexto.–Además y de confor-
midad con el artículo  166.1.ª del 
Reglamento Hipotecaria, 9 y 72 de la Ley 
Hipotecaria y 51 del Reglamento Hipote-
cario falta el C. I. F. de doña F. M. M. 
Séptimo.–En la providencia de fecha 9 de 
diciembre de 2008, se ordenó tomar la 
anotación de embargo sobre dos fincas, 
cuya descripción ha sido rectificada por 
auto de 4 de febrero de 2009 pero no se 
hacen constar datos registrales de las dos 
fincas. En el mandamiento se hace constar 
que son las fincas registrales 6585 y 6571, 
pero los datos de superficie no coinciden 
con los del Registro y la referencia catas-
tral no consta en el Registro, además no 
se señalan los linderos. De todo ello re-
sultan dudas en la identidad de las fincas 
respecto de las que se debe tomar la ano-
tación de embargo, al no ser coincidentes 
los datos descriptivos con los del Registro, 
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lo que impide la práctica de la anotación 
de embargo (fundamentos de derecho: 
artículos 9, 72 y 75 de la Ley Hipotecaria 
y 51 del Reglamento Hipotecario). En su 
virtud se acuerda no practicar las anota-
ciones de embargo solicitadas por los 
defectos que resultan de los anteriores 
fundamentos de derecho... Ponferrada, 
a 9 de marzo de 2009. La Registradora de 
la Propiedad. Firmado: María de las Mer-
cedes del Álamo Arroyo»

III

Contra la anterior nota de calificación, 
don H. F. L., en representación de la em-
bargante «Excomor, S. L.», interpone re-
curso en virtud de escrito de fecha 1 de 
abril de 2009, formulando las siguientes 
alegaciones «Siguiendo el íter de la Nota 
de Calificación Negativa de la Sra. Regis-
tradora: Primera.–En cuanto a los Hechos 
primero y segundo. Nada que objetar. 
Segunda.–En cuanto al Hecho tercero. No 
se corresponde con la realidad lo expuesto 
por la Sra. Registradora, ya que el proce-
dimiento y reclamación judicial en todo 
momento va dirigido contra don E. M. M. 
y no contra la heredera F. M. M., es decir, 
la deuda fue contraída en su día por el 
propio Sr. E. M. M. y por tanto resulta in-
diferente a este respecto quienes son sus 
herederos, es más, esta parte no tiene obli-
gación de conocer la identidad de los 
mismos ni sus últimas voluntades, pues le 
son ajenas e irrelevantes en cuanto a su 
posición acreedora de don E. M. M., por 
lo que en consecuencia no procede la 
declaración en los términos que expresa 
el Hecho tercero de la Nota de Califica-
ción Negativa. Al mismo tiempo no de-
bemos olvidar que el Registro de la Pro-
piedad es un registro de bienes y no de 
personas, con lo que si los bienes están a 
nombre del deudor, como en el caso que 
nos ocupa, obsta efectuar más aprecia-
ciones para proceder, según se dejó inte-
resado, a la correspondiente anotación 
preventiva de embargo para hacer frente 
al importe adeudado de  26.931,19 €. 

Tercera.–En cuanto a los Fundamentos de 
Derecho primero, segundo y tercero. Pu-
diera ser cierto que el requisito de la ex-
presión del importe de la deuda en con-
cepto de principal, intereses y costas pu-
diera no haber sido del todo claro por 
parte del mandamiento judicial librado 
por el Juzgado de Primera Instancia nú-
mero 1 de Ponferrada, mandamiento que 
por otra parte la acreedora Excomor, S. L., 
desconoce en sus estrictos términos por 
cuanto no tiene copia del mismo, pero es 
evidente que aún así, se puede presumir 
como debiera de haber hecho la Sra. Re-
gistradora en base a su experiencia profe-
sional y observancia continua de este tipo 
de documentos, que la cantidad 
de 26.931,19 €. corresponde al principal 
y los 8.079,36 €. al cálculo, sin perjuicio 
de ulterior liquidación, de las costas e in-
tereses de conformidad con el artículo 575 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil. De otro 
lado si dudaba de tal aseveración, le hu-
biera sido más sencillo contrastar ello con 
el propio Juzgado bien mediante oficio, 
fax o cualquier medio fehaciente de la 
consulta o bien directamente a través de 
vía telefónica, que no rechazar o resolver 
negativamente la calificación por este mo-
tivo, del que se desprende un interés poco 
colaborador con el cumplimiento de lo 
acordado en resolución judicial. Cuarta.–
En cuanto al Fundamento de Derecho 
cuarto. A este respecto resulta evidente 
que si el mandamiento judicial de anota-
ción de embargo hace constar o refiere 
que se siguen los autos contra doña F. M. 
M. se ha producido un error en tal sentido, 
ya que como anteriormente se ha indicado 
de forma reiterada, la demanda y la ejecu-
ción se despacha contra el deudor don E. 
M. M. en su propia persona, y solamente 
cuando se nos indica a través de Diligencia 
de Ordenación del Juzgado de Paz de To-
reno de 31 de marzo de 2008, de la cual 
se acompaña copia como Documento nú-
mero 2, que el referido deudor ha falle-
cido, es cuando se interesa se continúen 
los trámites ejecutivos contra la masa pa-
trimonial hereditaria de don E. M. M., es 
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decir, su caudal relicto de conformidad 
con los artículos  659 y  661 del Código 
Civil. Ello no empece la existencia de la 
deuda vencida y exigible a la que vino 
condenado el óbito, ni que a pesar de 
continuar ahora la ejecución contra el pa-
trimonio hereditario de éste y no contra 
sus herederos, el cambio producido en el 
proceso no impide en absoluto cumplir 
con el mandamiento de embargo ya acor-
dado contra los inmuebles propiedad del 
deudor y que así constan como de su titu-
laridad en el Registro de la Propiedad nú-
mero 2 de Ponferrada. Por tanto, el hecho 
de que la notificación se llevara finalmente 
a cabo en la persona de doña F. M. M., no 
empece que la deuda exista así como la 
obligación de pago de la misma por parte 
de don E. M. M. El resto de pormenores y 
trámites sucesorios no suponen obstáculo 
legal alguno ni impiden el embargo efec-
tivo de las fincas titularidad del propio 
deudor, es decir, desconocemos si el fi-
nado testó, si se ha aceptado o repudiado 
la herencia, si dicha herencia ha sido 
aceptada a beneficio de inventario, etc., 
circunstancias todas ellas que deberán en 
su caso acreditar o alegar las personas 
herederas en el supuesto que intenten 
hacer valer algún derecho sobre el bien 
señalado para el pago del crédito de la 
deuda reclamada en el presente procedi-
miento. Por tal motivo, no resulta de apli-
cación al caso que nos ocupa el artículo. 
166.1 del Reglamento Hipotecario en su 
regla 1.ª, argüido por la Sra. Registradora 
para calificar negativamente la inscripción 
del embargo sobre los inmuebles pro-
piedad del deudor, pues el procedimiento 
judicial nunca ha sido seguido contra he-
redero indeterminado del deudor por res-
ponsabilidades del mismo, pues el proce-
dimiento, se insiste, se siguió contra dicho 
deudor principal, el óbito don E. M. M. 
que deberá responder con todos sus bienes 
en virtud del principio de responsabilidad 
universal de las obligaciones (artículo 1.911 
del Código Civil). Quinta.–En cuanto al 
Fundamento de Derecho quinto. De nuevo 
existe un error en cuanto al sujeto pasivo 

del procedimiento por cuanto el mismo no 
es una heredera determinada ni indetermi-
nada sino el propio deudor fallecido don 
E. M. M. como así se acredita con la copia 
que se aporta como Documento nú-
mero 3, de la demanda de proceso moni-
torio instada contra el mismo, seguida con 
el número de Autos 89/2.008, del Juzgado 
de Primera Instancia número 1 de Ponfe-
rrada, y de la que dimana la presente Eje-
cución de Títulos Judiciales nú-
mero  725/2.008, y en la que se puede 
apreciar el sello de entrada en el Registro 
Decanato para su tramitación el pasado 29 
de enero de 2009.Carece de aplicación al 
supuesto que nos ocupa el principio de 
tracto sucesivo porque la deuda ha sido 
reclamada en todo momento contra don 
E. M. M. como demandado, coincidiendo 
por tanto con la persona titular registral de 
los bienes en este momento. El hecho de 
que los herederos no hayan efectuado el 
cambio de titularidad registral es indife-
rente, e incluso no resulta preceptivamente 
obligatorio su acceso al Registro con lo 
que tal circunstancia no puede redundar 
el perjuicio de la mercantil acreedora Ex-
comor, S. L., de la que el suscribiente es 
administrador. Sexta.–En cuanto al Funda-
mento de Derecho sexto. Insistimos en 
que es irrelevante cualquier referencia a la 
Sra. F. M. M. para calificar negativamente 
la inscripción, pues la misma no es parte 
en el procedimiento, ni como demandada 
ni como interesada, siendo simplemente 
la persona que recibió la notificación del 
mismo dada su presunta vinculación fami-
liar con el deudor (puede ser hermana del 
mismo a la vista de sus apellidos), pero 
solo a efectos de notificación y no como 
parte interesada o legítima del proceso 
judicial instado. No obstante, no sería un 
problema disponer del Documento Na-
cional de Identidad de la misma si fuera 
necesario, pues entendemos que puede 
obrar el mismo en los Autos de ser éste 
algún problema para la inscripción, pero 
dado que ésta no es titular de ningún de-
recho ni obligación relacionado con el 
bien inscrito en el Registro de la Propiedad, 
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carece de relevancia tal motivo jurídico en 
la Nota de Calificación Negativa expe-
dida. Séptima.–En cuanto al Fundamento 
de Derecho séptimo. Resulta curioso que 
la Sra. Registradora reconozca en su 
Hecho Tercero de la Nota de Calificación 
que «las fincas (de las que se solicita la 
anotación de embargo) están inscritas a 
nombre de don E. M. M.», es decir conoce 
y le consta en sus archivos registrales que 
el referido deudor es titular de fincas ins-
critas en el Registro de la Propiedad nú-
mero 2 de Ponferrada, con la totalidad de 
los asientos correspondientes a dicha ins-
cripción y perfecta determinación de las 
mismas, y ahora alegue para su negativa a 
la inscripción que existen dudas en la 
identidad de las mismas, por cuanto in-
cluso el solo mandamiento de embargo 
sobre cualquier bien inmueble que conste 
de titularidad de don E. M. M. en dicho 
registro tendría plena eficacia y validez 
para lo que pretende, es decir, la Registra-
dora no puede ir más allá del manda-
miento judicial, dada la obligación cons-
titucional de la totalidad de las personas 
de deber de colaboración con la Justicia 
en el cumplimiento de sus resoluciones, 
siendo la Administración de Justicia a 
través de sus Juzgados y Tribunales la única 
competente para juzgar y hacer ejecutar 
lo juzgado (artículo  118 de la Constitu-
ción, en concordancia con los artícu
los 17, 18, 26 y 469 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial). A la vista de lo ex-
puesto y de conformidad con lo intere-
sado, procede acordar la anotación de 
embargo sobre los bienes inmuebles titu-
laridad del deudor don E. M. M. en el 
Registro de la Propiedad número 2 de Pon-
ferrada, para con su realización cubrir la 
suma de  26.931,19 €. de principal 
y 8.079,36 €. en concepto de intereses, 
gastos y costas sin perjuicio de posterior 
liquidación, derivada del procedimiento 
de Ejecución de Títulos Judiciales nú-
mero 725/2.008, del Juzgado de Primera 
Instancia número  1 de Ponferrada, todo 
ello con independencia de que éste haya 
fallecido y los trámites sucesorios que pu-

dieran estar pendientes al respecto. Es ne-
cesario tener en cuenta que la descripción 
de las fincas objeto de embargo fue facili-
tada al Registro de la Propiedad número 2 
de Ponferrada de conformidad con la con-
testación al oficio librado al Centro de 
Gestión Catastral y Cooperación Tributaria 
de León, con lo que lógicamente se des-
conocen con exactitud más datos de di-
chas fincas, aunque ello no debe resultar 
un problema en cuanto a la anotación del 
embargo ya que como bien conoce el 
propio Registro de la Propiedad constan 
bienes inmuebles titularidad del deudor 
fallecido debidamente identificados.» A 
las alegaciones se acompaña Diligencia 
de ordenación del Secretario de Paz de 31 
de marzo de 2008 y fotocopia del escrito 
por el que Excomor, S. L. viene a interesar 
Petición Inicial de Procedimiento Moni-
torio contra don E. M. M. al Juzgado de 1.ª 
instancia de Ponferrada. Posteriormente, 
con fecha 17 de septiembre de 2009, se 
ha remitido a esta Dirección General por 
parte del recurrente fotocopia del Auto del 
Juzgado de 1.ª instancia número 1 de Pon-
ferrada de 26 de junio de 2009 en el Pro-
cedimiento de referencia, sin firma alguna, 
por el que se rectifica el auto de 27 de 
octubre de  2008 en el sentido de que 
donde dice que se despacha ejecución 
frente a doña F. M. M. debe decir que se 
despacha ejecución frente a la masa patri-
monial hereditaria de don E. M. M.»

IV

La Registradora emitió informe el 
día 29 de abril de 2009 y elevó el expe-
diente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitu-
ción Española; 3 del Código Civil; 9, 20, 
72, 73, 75, 254 y 326 de la Ley Hipote-
caria; artículos 51, 100 y 166 del Regla-
mento Hipotecario; y la Resolución de 
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esta Dirección General de 21 de enero 
de 2008.

1.  A modo preliminar debe señalarse 
que, de conformidad con el artículo 326 
de la Ley Hipotecaria y la doctrina reite-
rada de este Centro Directivo (vid., por 
todas, la Resolución de  21 de enero 
de  2008), no pueden ser tenidos en 
cuenta en este momento procedimental 
documentos no aportados a la Registra-
dora para su calificación.

2.  Se presenta en el Registro manda-
miento por el que se ordena la anotación 
preventiva de embargo sobre dos fincas 
registrales. En el mandamiento se hace 
constar que el procedimiento se sigue 
contra doña F. M. M. heredera de don E. 
M. M., sin expresarse el D.N.I. de aquélla 
y también se señala que la cantidad para 
cuya garantía se decreta el embargo es 
adeudada por don E. M. M. en la persona 
de doña F. M. M. como heredera legal del 
mismo; se decreta que la suma a garan-
tizar es de «26.931,19 más  8.079,36 
Euros presupuestados para intereses, 
gastos y costas»; y, por último, en cuanto 
aquí interesa, se ofrecen, junto a los datos 
registrales de las fincas embargadas, otros 
datos descriptivos. En el Registro, según 
declaración de la Registradora, las fincas 
se encuentran inscritas a favor de don E. 
M. M. y las circunstancias descriptivas de 
las mismas no coinciden con las referidas 
en el mandamiento en cuanto a portal de 
acceso, superficie, identificación catas-
tral –en el Registro no consta la Refe-
rencia– y posibles anejos. La Registra-
dora, en su nota, alega en síntesis cuatro 
defectos, a saber: 1.º no se expresa a qué 
concepto corresponde la cantidad 
de 26.931,19 euros; 2.º al estar dirigido 
el Procedimiento contra heredera deter-
minada del deudor por deudas de éste y 
al no estar el título hereditario inscrito en 
el Registro, por aplicación del principio 
del tracto sucesivo, debe acompañarse el 
correspondiente certificado de defunción 
y acreditar la condición de heredera me-
diante correspondiente testamento y cer-

tificado de últimas voluntades, auto judi-
cial de declaración de herederos abintes-
tato o el acta de notoriedad a que refiere 
el artículo  979 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil; 3.º Falta el N. I. F. de doña 
F. M. M.; y 4.º Existen dudas en cuanto a 
la identificación de las fincas por no co-
incidir los datos descriptivos aportados 
junto con la numeración registral.

3.  El primer defecto debe ser revo-
cado. Efectivamente, el mandamiento 
presentado no señala expresamente a qué 
concepto corresponde la cantidad 
de  26.931,19 euros. Sin embargo, una 
interpretación integradora del documento 
–ya que sí dice que la otra cantidad fijada 
lo es por intereses, costas y gastos– y una 
interpretación literal del artículo 166.3.º 
del Reglamento Hipotecario –que ordena 
que se exprese el importe de lo que por 
principal y, cuando proceda, por inte-
reses y costas se trate de asegurar– lleva 
a concluir necesariamente que la can-
tidad primeramente expresada en el man-
damiento supone el principal que se trata 
de asegurar con la anotación preventiva 
ordenada.

4.  El segundo defecto debe confir-
marse. Según el mandamiento calificado, 
como hace ver la Registradora, el proce-
dimiento en el que se ordena el embargo 
se sigue contra heredera determinada del 
titular registral por deudas de éste último, 
de modo que, de no resultar del Registro, 
habrá de acompañarse certificado de de-
función del titular registral y título suce-
sorio del mismo a favor de la persona 
contra la que se sigue el procedimiento. 
Dado que no consta que la sucesión pro-
cesal se haya acreditado ante el juez (cfr. 
artículo 16 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil), debe aplicarse analógicamente, 
pues concurren las mismas razones, idén-
tica solución que en aquellos casos en los 
que se persiguen bienes contra el here-
dero del titular registral por deudas pro-
pias del demandado, a que se refiere el 
artículo 166.1 párrafo segundo del Regla-
mento Hipotecario, siendo la necesidad 
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de acreditación registral de la condición 
de heredero una manifestación del prin-
cipio de tracto sucesivo proclamado en el 
artículo 20 de la Ley Hipotecaria.

5.  El tercer defecto también debe 
mantenerse. Al resultar del mandamiento 
calificado que el procedimiento se sigue 
contra persona determinada, ha de iden-
tificarse ésta a través de su N. I. F. Debe 
tenerse en cuenta que en el mandamiento 
sólo se refleja el N. I. F. del titular registral 
y no el de la heredera contra la que se 
sigue la ejecución. Con carácter general 
la legislación hipotecaria exige la identi-
ficación de la persona de quien proceden 
los bienes (en este caso el heredero del 
titular registral) a través del documento 
nacional de identidad (cfr. artículos 9 de 
la Ley Hipotecaria y 51.9 Reglamento Hi-
potecario), pero además específicamente 
el artículo 254 de la Ley Hipotecaria es-
tablece –incluyendo los gravámenes– la 
necesidad de que consten los números de 
identificación fiscal de los que inter-
vengan en los títulos inscribibles (enten-
diendo la inscripción en sentido amplio y 
por tanto no sólo comprensiva de las ins-
cripciones propiamente dichas, sino tam-
bién de las anotaciones preventivas).

6.  Por último, el cuarto defecto debe 
ser revocado. Los amplios términos en 
que se expresan los artículos 72, 73 y 75 
de la Ley Hipotecaria unidos a los demás 
elementos de identificación de las fincas 
contenidos en el mandamiento, con-
ducen en este caso a considerar que 
pueda ser tomada la anotación de em-
bargo con los datos registrales de las 
fincas objeto de anotación señalados en 
aquél (número de fincas registrales, Tomo, 
Folio y Libro en que se encuentran), 
máxime cuando el titular registral no 
ofrece dudas de que es el deudor.

Por tanto, a la luz de las circunstancias 
concurrentes, se considera que la finca 
está suficientemente identificada para 
que pueda tomarse la anotación preven-
tiva, dado su carácter de medida cautelar, 

si bien la descripción de la finca será la 
que resulte del Registro, expresándose así 
en la nota al pie del mandamiento, de 
manera que las posibles discrepancias 
entre la descripción registral y las expre-
sadas en el título (en cuanto al portal de 
entrada, superficie, anejos o la inclusión 
de la referencia catastral) deberán resol-
verse, en su caso, en el momento en que 
se pretenda la inscripción de la adjudica-
ción derivada del embargo.

Esta Dirección General ha acordado 
estimar el recurso interpuesto en cuanto 
a los defectos primero y cuarto, revo-
cando en cuanto a ellos la calificación, y 
confirmar la calificación impugnada en 
cuanto a los defectos segundo y tercero, 
en los términos que anteceden.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos  325 y  328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 21 de abril de 2010.–La Di-
rectora General de los Registros y del 
Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 27 de abril de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
contra la nota de calificación de la regis-
tradora de la propiedad n.º 2 de Alicante, 
por la que se deniega la prórroga de una 
anotación preventiva de embargo. 
(«BOE» núm. 150 de  21 de junio 
de 2010)

En el recurso interpuesto por la Procu-
radora de los Tribunales, doña María Paz 
de Miguel Fernández, en nombre de la 
Comunidad de Propietarios E. A., contra la 
nota de calificación de la Registradora de 
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la Propiedad de Alicante número 2, doña 
Margarita González de la Torre Rodrigo, 
por la que se deniega la prórroga de una 
anotación preventiva de embargo.

Hechos

I

Por el Juzgado de Primera Instancia 
n.º 4 de Alicante se expide Mandamiento 
de fecha 14 de abril de 2009 por el que 
se ordena la prórroga de la anotación de 
embargo letra B practicada sobre la finca 
registral 15.194. La anotación letra B ca-
ducó el día 13 de abril de 2009 si bien 
ese día fue inhábil en la Comunidad Va-
lenciana.

II

Presentado el mismo día de su expedi-
ción el Mandamiento en el Registro de la 
Propiedad de Alicante número 2, fue ob-
jeto de la siguiente nota de calificación: 
«Calificado el precedente mandamiento 
expedido por el Juzgado 1a Instancia 4, el 
día 14/04/2009, procedimiento 1225/2004, 
tras examinar los antecedentes de este Re-
gistro, el Registrador que suscribe, deniega 
la anotación por los siguientes Hechos y 
Fundamentos de Derecho, al amparo del 
artículo 18 de la Ley Hipotecaria y concor-
dantes del Reglamento Hipotecario: 1) He-
chos: La anotación cuya prórroga se soli-
cita caducó el día 13 de abril de 2009, y 
por lo tanto, como la caducidad opera con 
carácter automático «ipso iure», no puede 
accederse a la prórroga solicitada. 2) Fun-
damentos de Derecho: Artículo 86 de la 
Ley Hipotecaria, y Resoluciones de la 
DGRN de 26 de junio de 2001; 3 de sep-
tiembre, 14 de junio y 16 de septiembre 
de 2002; 11 de noviembre de 1994; 13 de 
noviembre y 13 de diciembre de 2003; 19 
de abril de 1988; 11 de julio de 1989; 26 
y  27 de junio de  1998; 17 de marzo 
de 1999 y 30 de junio de 2007. Se practi-

carán las notificaciones prevenidas en el 
artículo 322 de la Ley Hipotecaria, prorro-
gándose el asiento de presentación por un 
plazo de 60 días contados desde la última 
notificación de conformidad con el 
artículo  323 de la Ley Hipotecaria. Ali-
cante, cinco de mayo de dos mil nueve. La 
Registradora. Firma ilegible. Firmado: Mar-
garita González de la Torre Rodrigo.»

III

Contra la anterior nota de calificación, 
doña María Paz de Miguel Fernández, 
Procuradora de los Tribunales, en repre-
sentación de la Comunidad de Propieta-
rios E. A. interpone recurso en virtud de 
escrito de fecha 4 de junio de 2009 argu-
mentando que la anotación preventiva no 
puede caducar el día 13 de abril de 2009 
por ser éste un día inhábil, debiendo pro-
rrogarse, conforme a las normas previstas 
en la legislación sobre régimen jurídico 
de las Administraciones Públicas hasta el 
día hábil siguiente, esto es, precisamente, 
el día en que se presentó el Mandamiento 
en el Registro de la Propiedad.

IV

La Registradora emitió informe el día 9 
de julio de 2009 y elevó el expediente a 
este Centro directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 9.3 de la Constitu-
ción Española, 5 y 1127 del Código Civil, 
86 de la Ley Hipotecaria y la Resolución 
de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de  11 de noviembre 
de 1994.

1.  Se debate en este recurso sobre si 
es prorrogable una anotación preventiva 
que caducó en día inhábil y respecto de 
la cual se presentó el mandamiento orde-
nando la prórroga el día hábil siguiente.
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2.  Dado que el plazo de vigencia se-
ñalado para las anotaciones preventivas en 
el artículo 86 de la Ley Hipotecaria debe 
ser considerado de Derecho sustantivo, 
pudiera pensarse que debe regirse por la 
regla señalada en el artículo 5 del Código 
Civil, según la cual el cómputo no debe 
excluir los días inhábiles. Sin embargo, 
expresamente el artículo  109 del Regla-
mento Hipotecario, en cuanto al cómputo 
de plazos fijados por meses o años, señala 
que se computarán de fecha a fecha y si el 
último día del plazo fuese inhábil, su ven-
cimiento tendrá lugar el primer día hábil 
siguiente. Por lo que debe considerarse 
procedente la prórroga solicitada.

Esta Dirección ha acordado revocar la 
nota de calificación recurrida y estimar el 
recurso interpuesto en los términos que 
resultan de los anteriores fundamentos.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos  325 y  328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 27 de abril de 2010.–La Di-
rectora General de los Registros y del 
Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 3 de mayo de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
contra la negativa del registrador de la 
propiedad n.º 2 de Palencia, a inscribir 
el testimonio de una sentencia de sepa-
ración y aprobación de convenio regula-
dor. («BOE» núm. 150 de  21 de junio 
de 2010)

En el recurso por interpuesto por don 
M. P. M., Abogado, en representación de 
don P. J. P. C., contra la negativa del Re-

gistrador de la Propiedad de Palencia nú-
mero  2, don Ricardo Olalla García, a 
inscribir el testimonio de una sentencia 
de separación y aprobación de convenio 
regulador.

Hechos

I

Por sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia número  5 de Palencia de 
fecha 18 de noviembre de 1998, se de-
clara la separación de mutuo acuerdo de 
los cónyuges don P. J. P C. y doña M. T. P. 
Q. y se aprueba la propuesta de convenio 
regulador suscrito por ambos en el que 
ella le vende un bien privativo a él.

II

Presentado en el Registro de la Pro-
piedad de Palencia número 2, testimonio 
de la anterior sentencia y convenio regu-
lador fue objeto de la siguiente califica-
ción negativa: «Fundamentos de De-
recho-Calificado el documento que ante-
cede se deniega su inscripción por las 
razones siguientes: La citada venta ex-
cede del contenido de su Convenio Re-
gulador.Por razón de la forma deberá 
constar en escritura pública, conforme al 
artículo 1.280 del Código Civil: Deberán 
constar en documento público los actos 
y contratos que tengan por objeto la crea-
ción, transmisión, modificación o extin-
ción del dominio y demás derechos reales 
sobre bienes inmuebles. Asimismo el 
artículo 3 de la Ley Hipotecaria en rela-
ción con el artículo 2, determina que los 
títulos translativos o declarativos del do-
minio de los inmuebles o de los derechos 
reales impuestos sobre los mismos para 
que puedan ser inscritos deberán estar 
consignados en escritura pública, ejecu-
toria o documentos auténtico expedido 
por la Autoridad Judicial, por el Gobierno 
o sus agentes, en la forma que prescriban 
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los reglamentos. Todo ello conforme al 
principio de legalidad. Contra la presente 
nota (…) Palencia, a 16 de abril de 2.009. 
El Registrador. don Ricardo Olalla 
García».

III

Don M. P. M., Abogado, en represen-
tación de don P. J. P. C., interpuso recurso 
contra la anterior calificación de confor-
midad con las siguientes alegaciones: 
«Formales – El recurso se dirige a la Di-
rección General de los Registros y del 
Notariado y se presenta por conducto del 
Registro de la Propiedad n.º 2 de Palencia. 
El recurrente es don P. J. P. C., que inter-
viene representado por el letrado M. P. M. 
de conformidad con la escritura de apo-
deramiento acompañada. La calificación 
que se recurre es la ya referenciada de 
fecha 16 de Abril de 2009. De fondo – 
Discrepamos de los Fundamentos de De-
recho esgrimidos por el Sr. Registrador en 
base a los cuales deniega la inscripción 
del documento. A) En primer lugar señala 
que la venta excede del contenido del 
convenio regulador. No estamos de 
acuerdo con el citado razonamiento 
puesto que el artículo 90 del Código Civil 
señala los extremos que «al menos» 
deben contenerse en el convenio. Ello 
significa que el convenio debe tener unos 
mínimos sin los cuales no es válido. Pero 
lo anterior no impide que los cónyuges 
pacten otras cuestiones derivadas de se-
paración conyugal (nulidad o divorcio), 
puesto que la naturaleza jurídica del con-
venio regulador es la de un negocio jurí-
dico de derecho de familia; y mientras lo 
en él pactado no sea contrario a la ley, a 
la moral ni al orden público, ni contrario 
a los intereses de los hijos menores ha-
bidos en el matrimonio –que en este cado 
no hay– el convenio será válido. Así lo 
señala la Sala Primera del Tribunal Su-
premo en sentencia de fecha 22/04/1997 
(Ponente Excmo. Sr. O’Callagham Muñoz, 
al señalar: Primero.–La cuestión jurídica 
esencial que se plantea es la naturaleza 

jurídica del convenio regulador, en las 
situaciones de crisis matrimonial, con-
templado y previsto su contenido mínimo 
en el artículo 90 CC, que no ha obtenido 
la aprobación judicial. En principio, debe 
ser considerado como un negocio jurí-
dico de Derecho de familia, expresión 
del principio de autonomía privada que, 
como tal convenio regulador, requiere la 
aprobación judicial, como «conditio 
iuris», determinante de su eficacia jurí-
dica. Deben, por ello, distinguirse tres 
supuestos: En primer lugar el convenio, 
en principio y en abstracto, es un negocio 
jurídico de derecho de familia; en se-
gundo lugar, el convenio regulador apro-
bado judicialmente queda integrado en 
la resolución judicial, con toda la eficacia 
procesal que ello conlleva; en tercer 
lugar, el convenio que no ha llegado a ser 
aprobado judicialmente, tiene la eficacia 
correspondiente a todo negocio jurídico, 
tanto más si contiene una parte ajena al 
contenido mínimo que prevé el artículo 90 
CC. Por lo tanto, el convenio regulador 
aprobado judicialmente constituye parte 
integrante de la sentencia, por lo que el 
documento presentado debe ser inscrito. 
B) En segundo lugar se deniega la inscrip-
ción en base al artículo 1.280 del Código 
Civil. Tampoco estamos de acuerdo 
porque dicho precepto habla de docu-
mento público y no de escritura pública, 
como señala el Sr. Registrador y, eviden-
temente, el testimonio de la sentencia 
con el convenio regulador firmado por el 
Sr. Secretario del Juzgado es un docu-
mento público. En cualquier caso, de-
bemos recordar que el requisito de la 
constancia en documento público de 
actos traslativos de dominio sobre inmue-
bles es meramente ad probationem; no 
ad sustantiam ni ad solemnitatem. C) Fi-
nalmente se invocan los artículos 2 y 3 de 
la Ley Hipotecaria señalando que los 
actos traslativos de dominio sobre inmue-
bles requieren escritura pública, ejecu-
toria o documento auténtico expedido 
por la autoridad judicial, por el gobierno 
o sus agentes. Pues bien: nos remitimos a 
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la argumentación anterior. El documento 
que se presenta a la inscripción es un 
documento auténtico expedido por la au-
toridad judicial y, tal como consta acre-
ditado, liquidado ante el Servicio Territo-
rial de Hacienda de la Junta de Castilla y 
León. Por lo expuesto, formulo la si-
guiente petición: Que teniendo por pre-
sentado este escrito, con los documentos 
unidos, se sirva admitirlo y tenga por de-
ducido recurso gubernativo ante la Direc-
ción General de los Registros y del Nota-
riado, contra la calificación de referencia, 
interesando del Sr. Registrador, a la vista 
de las alegaciones deducidas en el pre-
sente recurso, rectificar la calificación en 
plazo de cinco días accediendo a la ins-
cripción interesada o, en caso contrario, 
formando expediente con el título, califi-
cación, recurso e informe y remitiéndolo 
a la Dirección General para su resolu-
ción. En Palencia a 14 de mayo de 2009. 
Ldo. M. P. M.»

IV

El Registrador emitió su informe el 20 
de Mayo de 2009 y elevó el expediente a 
este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 90, 91, 103, 1216, 
1218, 1261, 1274, 1277, 1323, 1355, 
1392, 1399, 1402, 1404 y 1410 del Có-
digo Civil, 18 de la Ley Hipotecaria, 100 
del Reglamento Hipotecario y Resolu-
ciones de este Centro Directivo de 8 de 
octubre de 2001, 25 de octubre de 2005, 
2 de enero, 2 de marzo y  3 de junio 
de 2006 y 31 de marzo de 2008.

1.  En el supuesto de hecho del pre-
sente recurso se presenta en el Registro 
de la Propiedad, testimonio de la sen-
tencia dictada en procedimiento de sepa-
ración que aprueba el convenio regulador 
aportado a los autos, en el que una vi-

vienda inicialmente adquirida por la es-
posa, es vendida al esposo, subrogándose 
éste en la hipoteca que pesa sobre la vi-
vienda. El Registrador deniega la inscrip-
ción por exceder del contenido propio 
del convenio regulador, siendo necesaria 
escritura pública.

2.  Admitido por este Centro Direc-
tivo (cfr. Resoluciones citadas en el 
Vistos), que el convenio regulador, como 
consecuencia de una separación o di-
vorcio, una vez aprobado judicialmente, 
es título inscribible, debe determinarse si 
en el caso presente, la compraventa que 
en el convenio presentado se realiza, es 
contenido propio de tal convenio o, si, 
por exceder de las operaciones liquidato-
rias de la sociedad conyugal, debe con-
tenerse en un documento distinto, como 
es la escritura pública.

3.  Proclamada en nuestro Derecho la 
posibilidad de transmisión de bienes 
entre cónyuges por cualquier título (cfr. 
artículo 1323 del Código Civil), nada se 
opone a que éstos, con ocasión de la li-
quidación de la sociedad conyugal pre-
existente, puedan intercambiarse bienes 
privativos. Ahora bien, puesto que el ob-
jeto de la liquidación es exclusivamente 
la división por mitad del haber resultante 
después de pagados los acreedores con-
sorciales (cfr. artículo  1404 del Código 
Civil), no puede entenderse que esas 
transmisiones adicionales de bienes pri-
vativos del patrimonio de un cónyuge al 
del otro tengan como causa exclusiva la 
propia liquidación del consorcio. Podrán 
haber en ocasiones un negocio complejo, 
en el que la toma de menos por un cón-
yuge del remanente consorcial se com-
pense con esa adjudicación –a su favor– 
de bienes privativos del otro cónyuge y, 
en otras, simplemente, negocios adicio-
nales a la liquidación, independientes 
jurídicamente de ésta, con su propia 
causa, como es el caso de la compraventa 
con subrogación de hipoteca formalizada 
en el convenio objeto del presente re-
curso.
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Lo anterior ha de tener adecuado re-
flejo documental, siendo preciso en este 
caso formalizarlo en la correspondiente 
escritura pública otorgada por los intere-
sados, lo que expresamente prevé además 
el propio convenio aprobado judicial-
mente, y no pretender su inscripción en 
virtud de un negocio como el contenido 
en el título calificado, que lo es exclusi-
vamente de liquidación de sociedad con-
yugal.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso y confirmar la nota 
de calificación del Registrador en los tér-
minos que resultan de los anteriores pro-
nunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos  325 y  328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 3 de mayo de 2010.–La Direc-
tora General de los Registros y del Nota-
riado, María Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 6 de mayo de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
por el notario de Santa Cruz de Tenerife, 
don Javier Martínez del Moral, contra la 
negativa de la registradora de la propie-
dad de San Miguel de Abona, a inscribir 
una escritura de novación modificativa 
de préstamo hipotecario. («BOE» núm. 
150 de 21 de junio de 2010)

En el recurso interpuesto por el No-
tario de Santa Cruz de Tenerife, don Javier 
Martínez del Moral, contra la negativa de 
la Registradora de la Propiedad de San 
Miguel de Abona, doña María Azucena 
Morales González, a inscribir una escri-

tura de novación modificativa de prés-
tamo hipotecario.

Hechos

I

Mediante escritura otorgada ante el 
Notario de Santa Cruz de Tenerife, don 
Javier Martínez del Moral, el día 21 de 
noviembre de 2008, la entidad Caja In-
sular de Ahorros de Canarias y la sociedad 
«Aplicadora Canaria, S. A.» elevaron a 
público un documento privado que lleva 
fecha de 24 de agosto de 2008, por el que 
formalizaron la novación modificativa de 
un préstamo hipotecario concedido por 
aquélla a ésta mediante otra escritura 
otorgada ante el Notario de dicha capital, 
don Bernardo Saro Calamita, el  24 de 
agosto de 2006. Dicha novación consiste 
en una ampliación del plazo de duración 
del préstamo y en la modificación del 
período de carencia, así como de la refe-
rencia y tipo de interés. Así, respecto de 
los dos primeros extremos, el préstamo 
pasa de tener un plazo de duración de 
veinticinco meses, con los primeros vein-
ticuatro de carencia, a un plazo de dos-
cientos dieciséis meses –contados desde 
el 16 de agosto de 2006–, siendo los pri-
meros treinta y seis meses de carencia.

II

La escritura se presentó telemática-
mente en el Registro de la Propiedad de 
San Miguel de Abona el mismo día de su 
autorización, con asiento  1843 del 
Diario 111; y fue objeto de calificación 
negativa que a continuación se transcribe 
parcialmente, únicamente en cuanto se 
refiere a los dos extremos que son objeto 
del presente recurso: «... Previa califica-
ción de la copia electrónica del docu-
mento que motivó el asiento antes indi-
cado, realizada de conformidad con los 
artículos 18 de la Ley Hipotecaria y 98 
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del Reglamento para su ejecución, La Re-
gistradora que suscribe ha resuelto sus-
pender la inscripción solicitada por apre-
ciar los hechos a los que son de aplica-
ción los siguientes Fundamentos de 
Derecho: 1.º).–…– 2.º).–El día veinti-
cuatro de agosto del año dos mil seis, se 
otorga Préstamo Hipotecario, entre las 
entidades «Aplicadora Canaria, Sociedad 
Anónima», y la «Caja Insular de Ahorros 
de Canarias», autorizada por el notario 
de San Cruz de Tenerife, don Bernardo 
Saro Calamita, protocolo número  2295 
en garantía de la restitución de: Dos-
cientos ochenta y dos mil ochocientos 
euros, en garantía de la devolución del 
capital prestado.–Por intereses remunera-
torios pactados durante un año, calcu-
lados conforme a lo establecido en la 
estipulación cuarta, si bien, a los únicos 
y exclusivos efectos de determinar un lí-
mite máximo de responsabilidad hipote-
caria por intereses, éstos sólo quedarán 
garantizados al tipo máximo del 9,058% 
anual, que asciende a la cantidad de 
veinticinco mil seiscientos dieciséis euros 
con dos céntimos– De hasta un máximo 
de ciento cuatro mil seiscientos treinta y 
seis euros por intereses moratorios, pac-
tados al tipo del 18,50% anual, durante 
dos años– De cuarenta y dos mil cuatro-
cientos veinte euros que se fijan para 
costas y gastos.–Y de la suma de cinco 
mil seiscientos cincuenta y seis euros, en 
garantía de las prestaciones accesorias y 
cuya estipulación Segunda-Plazo seña-
laba: «La duración del préstamo se fija en 
un plazo de veinticinco meses contados 
a partir del día de otorgamiento de la 
escritura de hipoteca». Con fecha vein-
tiuno de noviembre de dos mil ocho, se 
otorga escritura de elevación a público de 
documento privado de fecha veinticuatro 
de Agosto del año dos mil ocho, firmada 
por los representantes del Banco y de la 
mercantil titular del finca; en dicho docu-
mento privado se procede a modificar el 
tipo de interés y se da una redacción to-
talmente distinta a la estipulación Se-
gunda-Plazo, al señalar: «La duración del 

préstamo, se fija en un plazo de dos-
cientos dieciséis (216) meses, contados 
desde el día 24 de agosto de 2006, siendo 
los primera treinta y seis meses de 
carencia.–El período de carencia, finaliza 
el día 24 d e agosto de 2009, iniciándose 
el período de amortización, fijado en 
ciento ochenta meses.–Durante del pe-
ríodo de carencia se amortizarán los in-
tereses devengados por períodos men-
suales» pero sin que pueda acreditarse 
fehacientemente que en realidad fue esa 
la fecha de la firma del ya mencionado 
documento privado ya que el mismo se 
liquidó con la misma fecha de otorga-
miento de la escritura y, de conformidad 
con el artículo 1227 del Código Civil «La 
fecha de un documento privado no se 
contará respecto de terceros sino desde el 
día en que hubiese sido incorporado o 
inscrito en un registro público, desde la 
muerte de cualquiera de los que lo fir-
maron, o desde el día en que se entregase 
a un funcionario público por razón de su 
oficio» por lo tanto teniendo en cuenta 
que según la escritura de constitución de 
hipoteca el plazo era de veinticinco 
meses, contados a partir del día de otor-
gamiento, es decir, el veinticuatro de 
Agosto del año dos mil seis, ya no será 
posible modificar el plazo de una obliga-
ción vencida, lo cual no será posible sino 
con la constitución de una nueva garantía 
dado el carácter accesorio de la hipoteca 
respecto de la obligación principal. En 
este momento, ya extinguida la obliga-
ción por el transcurso del plazo previsto 
para su cumplimiento y sin perjuicio de 
que el acreedor, aún vencido dicho plazo 
se abstenga de reclamar su cumplimiento, 
habida cuenta de que se prevé un amplio 
margen para el ejercicio de la acción hi-
potecaria a contar desde que pudo ser 
ejercitada, no podrá procederse a pro-
rrogar dicha obligación, pues ya está 
vencida.–Artículo  104 LH: La hipoteca 
sujeta directa e inmediatamente los 
bienes sobre que se impone, cualquiera 
que sea su poseedor, al cumplimiento de 
la obligación para cuya seguridad fue 
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constituida.–Artículo 128 LH: La acción 
hipotecaria prescribirá a los veinte años, 
contados desde que pueda ser ejercitada.–
Artículo 12 LH: En la inscripción del de-
recho real de hipoteca se expresará el 
importe del principal de la deuda y, en su 
caso, el de los intereses pactados, o, el 
importe máximo de la responsabilidad 
hipotecaria, identificando las obliga-
ciones garantizadas, cualquiera que sea 
la naturaleza de éstas y su duración.–Las 
cláusulas de vencimiento anticipado y 
demás cláusulas financieras de las obli-
gaciones garantizadas por hipoteca a 
favor de las entidades a las que se refiere 
el artículo 2 de la Ley 2/1981, de 25 de 
marzo, de Regulación del Mercado Hipo-
tecario, en caso de calificación registral 
favorable de las cláusulas de trascen-
dencia real, se harán constar en el asiento 
en los términos que resulten de la escri-
tura de formalización..–Artículo  1857 
Código Civil: Son requisitos esenciales de 
los contratos de prenda e hipoteca: 1). 
Que se constituya para asegurar el cum-
plimiento de una obligación principal. 2). 
Que la cosa pignorada o hipotecada per-
tenezca en propiedad al que la empeña 
o hipoteca.–3).–Que las personas que 
constituyan la prenda o hipoteca tengan 
la libre disposición de sus bienes o, en 
caso de no tenerla, se hallen legalmente 
autorizadas al efecto. Las terceras per-
sonas extrañas a la obligación principal 
pueden asegurar ésta pignorando o hipo-
tecando sus propios bienes.–Las conside-
raciones que se desprenden de la Resolu-
ción de veintisiete de Noviembre de mil 
novecientos noventa y nueve, ya que 
aunque en el Recurso que dio lugar a la 
citada Resolución se alegaba que el Tri-
bunal Supremo había declarado que la 
alteración o prórroga del plazo inicial-
mente señalado no implica novación ex-
tintiva, debe tenerse en cuenta que la 
prórroga supone que aún está vigente la 
obligación aunque el plazo se modifique 
o prorrogue, y no cuando se ha produ-
cido su vencimiento. Debe tenerse en 
cuenta además que en el caso de la reso-

lución se trataba de un supuesto distinto 
pues aquí lo que se modifica es el plazo 
para el cumplimiento de la obligación 
asegurada una vez que el mismo ha trans-
currido en su totalidad que se deriva de 
un contrato de préstamo y no la fijación 
de un día distinto para la fijación del 
saldo de la cuenta corriente. Del mismo 
modo, lleva a esta conclusión, la aplica-
ción por analogía de las disposiciones del 
Código Civil relativas a los contratos, 
entre ellas, dentro del contrato de so-
ciedad estableciendo el artículo 1700 del 
Código Civil que: «La sociedad se ex-
tingue: «1º Cuando expira el término por 
el que fue constituida» y en el 
artículo 1703 que se refiere al supuesto 
de vencimiento del plazo fijado sin que 
quepa en tal caso posibilidad de pró-
rroga.: «Si la sociedad se prorroga des-
pués de expirado el término, se entiende 
que se constituye una nueva sociedad. Si 
se prorroga antes de expirado el término, 
continúa la sociedad primitiva».–3.º).–…– 
4º).–El documento calificado contiene 
además otros pactos, cláusulas y condi-
ciones que, si bien no impiden la inscrip-
ción del título que antecede, su falta de 
acceso al Registro se comunicará cuando, 
una vez subsanado/s el/los defecto/s antes 
apuntado/s, se proceda a la inscripción 
solicitada.–Teniendo en cuenta la natura-
leza subsanable del defecto indicado se 
suspende la inscripción solicitada y no se 
toma anotación preventiva por no ha-
berlo solicitado el presentante del docu-
mento (Art. 65 L.H.).–Contra el presente 
acuerdo de calificación del Registrador, 
los interesados podrán recurrir ante los 
Juzgados de...–Sin perjuicio de ello, tam-
bién podrán acudir, si quieren, a la recla-
mación potestativa y previa a la demanda 
judicial, en el recurso gubernativo ante la 
Dirección General de los Registros y del 
Notariado…– Asimismo puede instarse la 
aplicación del cuadro de sustituciones… 
El asiento motivado por dicho documento 
queda prorrogado por plazo de sesenta 
días contados a partir de la fecha de re-
cepción de esta notificación.–Protección 
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de datos.–… San Miguel de Abona a once 
de Diciembre del año dos mil ocho.–La 
Registradora, Fdo: María Azucena Mo-
rales González.–»

III

La calificación fue notificada al Notario 
autorizante de la escritura el  19 de di-
ciembre de 2008, mediante firma electró-
nica de la Registradora. El  19 de enero 
de 2009 dicho Notario interpuso recurso 
contra la calificación de la Registradora 
en el que, alegó, en síntesis, lo siguiente: 
A.–Respecto de la novación del plazo de 
un préstamo vencido que no afecta a titu-
lares registrales intermedios: 1.º  La califi-
cación se refiere a la elevación a público 
de un contrato privado por el que se mo-
difica un título de préstamo garantizado 
con la hipoteca. Se da la circunstancia de 
que ese pacto privado figura fechado con 
anterioridad al vencimiento de la obliga-
ción novada, pero tiene fecha fehaciente 
del día de su liquidación fiscal –y forma 
de valer desde ese mismo día que coin-
cide con el de su formalización pública– 
que es posterior a su vencimiento. 2.º  Es 
evidente que la elevación a público de un 
contrato privado que carece de fecha fe-
haciente, no retrotrae sus efectos en per-
juicio de tercero al día del contrato. La 
eficacia transubstancial de un contrato no 
es automática y depende de numerosos 
factores subjetivos y objetivos. También es 
evidente que una cosa es la «forma de 
valer» y otra la «forma de ser», categoría 
jurídicas que la calificación confunde 
continuamente. Así, invoca, en primer 
lugar un defecto corte formal al cuestio-
narse la validez o no de un pacto de mo-
dificación de un contrato formalizado en 
escritura pública, que se lleva a cabo, en 
una primera fase, en documento privado. 
Como la elevación a escritura pública se 
realiza después de la fecha de venci-
miento de la obligación, para la Registra-
dora, «... ya no será posible modificar el 
plazo de una obligación vencida, lo cual 
no será posible sino con la constitución 

de una nueva garantía, dado el carácter 
accesorio de la hipoteca respecto de la 
obligación principal...» La vida jurídica es 
independiente de la publicidad tabular, 
de ahí que si se modifica un acto redac-
tado en escritura pública mediante docu-
mento privado, será formalmente eficaz 
ínter partes, pero no respecto de terceros 
y, por tanto, ese documento privado ca-
rece de «forma de valer», no es un título 
de legitimación ad extra, no está dotado 
de autenticidad de fondo (carece de la 
presunción de haberse otorgado conforme 
a las leyes) ni de autenticidad de forma 
(tampoco se presume su contenido veraz 
e íntegro), en consecuencia, también ca-
rece de virtualidad registral (artículo 1280 
del Código Civil). 3.º  Se desconocen las 
razones que llevan a la Registradora a 
entender que no es posible modificar el 
plazo de una obligación vencida, ya sea 
por convenio entre las partes, como auto-
riza el claro tenor del artículo 1203 del 
Código Civil, ya se ordene judicialmente, 
incluso después de optar procesalmente 
el acreedor por la resolución de una obli-
gación recíproca, como faculta el 
artículo  1124.3 del Código Civil. Sor-
prende el razonamiento de la Registra-
dora, en cuya virtud, para novar la obliga-
ción principal es necesario constituir una 
nueva garantía. Justifica esta posición en 
el carácter accesorio de ésta frente a 
aquélla. Lo suyo es que lo accesorio siga 
a lo principal y no a la inversa (Resolución 
de este Dirección General de 24 de julio 
de 2008); esto es, que la hipoteca se ajuste 
a la nueva secuencia temporal, carencia 
y tipo de la obligación que garantiza, 
siempre con el límite de que no entre en 
colisión, en el ámbito adjetivo registral, 
con algún otro derecho anotado o ins-
crito. Y esa neutralidad acontece en este 
caso. En términos generales, la colisión se 
resuelve con la postergación de la prio-
ridad registral de la parte novada, en de-
fecto de convenio con el titular inter-
medio. Sin embargo, en este caso, la co-
lisión se resolvería con la ineficacia de la 
novación, por mor de lo acordado en la 
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disposición cuarta de la escritura califi-
cada, siguiendo lo convenido en la esti-
pulación quinta del documento elevado a 
público, que se expresa como sigue: 
«Cuarto.–La validez y eficacia de lo pac-
tado en la presente escritura, queda some-
tido a la condición suspensiva consistente 
en que, en el momento de presentar para 
su inscripción en el Registro de la Pro-
piedad la presente escritura modificatoria, 
la finca gravada con hipoteca en garantía 
del préstamo de referencia se encuentre 
libre de cualesquiera otras cargas y gravá-
menes, salvo afecciones por Impuestos 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, de forma que si 
existieran cargas que impliquen realiza-
ción de su valor, como otras hipotecas, 
embargos o cualquiera otra de este tipo, 
no tendrá eficacia alguna lo nuevamente 
pactado, quedando vigentes íntegramente 
los pactos de la escritura de préstamo de 
referencia, salvo que sea aceptado expre-
samente por la entidad «Caja Insular de 
Ahorros de Canarias» …» La calificación 
confunde realidad con registro, validez 
con eficacia, pactos obligacionales con 
actos con trascendencia real, obligación 
a plazo con contrato a término, prioridad 
civil con prioridad registral... hasta el 
punto de exigir que se constituya un 
nuevo elemento accesorio del contrato 
para que la obligación pueda modificarse. 
La cuestión es mucho más simple. En tér-
minos generales, si existen asientos inter-
medios entre el de la escritura de consti-
tución de hipoteca y el interesado en el 
título calificado de modificación contrac-
tual, la inscripción de la ampliación del 
plazo, carencia y modificación del tipo de 
interés precisará, o bien el consentimiento 
de los mismos, o bien la declaración re-
gistral de que no les perjudica, no por 
razones sustantivas o civiles (la prioridad 
civil opera por medio de otros meca-
nismos y se tutela extrarregistralmente), 
sino por exigencia adjetiva o hipotecaria, 
ya que las reglas organizativas del proce-
dimiento registral (prioridad/tracto) así lo 
imponen. En este caso, si existieran titula-

ridades intermedias, se produciría el 
evento decisorio de la condición suspen-
siva y la novación no llegaría a nacer, sin 
previa aceptación de la Caja acreedora, 
con lo cual el título notarial no produciría 
efectos y no sería publicable, ya que el 
título no es válido porque se inscriba, se 
inscribe porque es válido. Este es el cri-
terio que late en preceptos como el 
artículo 115 de la Ley Hipotecaria, rela-
tivo al aseguramiento ulterior con hipo-
teca de los intereses vencidos y no satis-
fechos de la obligación principal, que no 
perjudicarán a los titulares de derechos 
inscritos con anterioridad. La ley hipote-
caria lo llama «ampliación de hipoteca» 
inicial. Y este es el mismo criterio que 
baraja el artículo 127 de la Ley Hipote-
caria, cuando reconoce la posibilidad de 
vencimientos parciales de la obligación 
garantizada y, en consecuencia, ejecu-
ciones parciales con subsistencia de la 
hipoteca en garantía del resto de la obli-
gación. Por otro lado, se parte de la evi-
dente hipótesis de que la prórroga de una 
obligación garantizada con hipoteca es 
válida en documento privado aunque in-
eficaz frente a terceros, razón por la cual 
el registro no puede publicar esa reiperse-
cutoriedad inexistente. Pero, una vez que 
la obligación no es sólo valida, sino que 
al constar en escritura pública está dotada 
de autenticidad de forma y de fondo para 
producir efectos erga omnes, a salvo los 
titulares de derechos intermedios que 
puedan quedar afectados, el registro está 
en condiciones de publicar esa titularidad 
modificada sin ninguna objeción (art. 144 
de la Ley Hipotecaria). Cualquier otro re-
proche registral carecería de fundamento 
e impediría que ambas partes, de común 
acuerdo, pudieran hacer constar su nova-
ción contractual para que todos puedan 
tener acceso a su conocimiento esencial. 
A falta de obstáculos regístrales (titulari-
dades intermedias), si la fecha del docu-
mento privado que se eleva a público es 
o no fehaciente, posterior o anterior al 
vencimiento, es algo que el Registrador 
debe limitarse a transcribir en el asiento, 
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tal y como figura en el título (arts 9.8 y 12 
de la Ley Hipotecaria), y dejar para el 
juzgador, en su caso, la decisión que la 
dinámica jurídica pueda precisar. 4.º  La 
construcción jurídica de la Registradora 
parte de la premisa de que el vencimiento 
de una obligación supone su extinción. 
Basta con apreciar que una obligación 
vencida y, por tanto, extinguida, según 
ese criterio registral, determinaría la extin-
ción de la hipoteca, de manera que exis-
tiría un derecho real de garantía de impo-
sible ejercicio, porque sin vencimiento no 
cabe ejecutar una hipoteca, y vencida 
muere la obligación principal extendién-
dose la defunción a la hipoteca, dada su 
naturaleza accesoria, y diga lo que diga 
–o deje de decir– el registro de la pro-
piedad. Es más, todos los prestatarios que 
se vieran asfixiados por la actual crisis 
económica tendrían –con esta doctrina– 
la oportunidad de eliminar su pasivo me-
diante el cómodo expediente de dar por 
extinguidas todas las obligaciones ven-
cidas, estén o no satisfechas. Precisa-
mente, los medios de publicidad se justi-
fican porque ningún sistema jurídico de 
obligaciones en el ámbito nacional e in-
ternacional contempla una previsión 
como la que se analiza. Así, en el derecho 
común español, debemos distinguir entre 
cuestiones sustantivas o civiles y cues-
tiones adjetivas o registrales. Desde el 
punto de vista sustantivo, nos encon-
tramos ante un préstamo concedido por 
una entidad financiera a una sociedad de 
objeto inmobiliario y turístico, que tiene 
naturaleza mercantil (art. 311 del Código 
de Comercio) y que al tiempo de su ven-
cimiento no se puede atender, como es 
frecuente en estas fechas. Es evidente que 
el préstamo no se ha extinguido ni por 
pago, ni por ninguna otra causa de extin-
ción de las obligaciones prevenidas en el 
artículo  1156 el Código Civil, en cuyo 
catálogo, obvio es señalarlo, no se incluye 
el vencimiento como causa de extinción, 
hasta el punto de no existir obstáculo al-
guno a la admisión del préstamo por 
tiempo indeterminado (art. 313 del Có-

digo de Comercio), cuya exigibilidad se 
condiciona al requerimiento notarial de 
devolución de lo prestado o del tan-
tumdem. Si el deudor no puede atender 
el cumplimiento de la obligación a su 
vencimiento, puede generarse una situa-
ción de mora, ya opere automáticamente 
o previa intimación (art. 1100 del Código 
Civil). La obligación está viva y aún cabe 
el cumplimiento, que no por casualidad 
se denomina en la ciencia jurídica «cum-
plimiento moroso». Y el acreedor puede 
ejercitar su poder de agresión frente al 
patrimonio del deudor, conceder una 
quita, una espera o pactar lo que tenga 
por conveniente con el otro contratante. 
El mero hecho de que exista la institución 
romana del cumplimiento moroso ya nos 
ilustra sobre la pervivencia de la obliga-
ción más allá de su vencimiento, sin que 
puedan invocarse construcciones artifi-
ciales analógicas con el contrato asocia-
tivo de sociedad civil, como pretende la 
Registradora, al sustentar su tesis en el 
artículo 1700 del Código Civil, que esta-
blece la extinción de la sociedad cuando 
expira el término por el que fue consti-
tuida, lo que supone meter en el mismo 
saco el vencimiento de un contrato civil a 
término de estructura corporativa-subje-
tiva, con el vencimiento de una obliga-
ción mercantil a plazo de naturaleza fi-
nanciera. Desde el punto de vista adje-
tivo-registral, idéntico reproche merece la 
invocación de la Resolución de 27 de no-
viembre de 1999 que dice lo contrario de 
lo que pretende la Registradora y resuelve 
contra el criterio que maneja, algo que 
ella misma vislumbra al reconocer que la 
resolución trataba un supuesto distinto. 
Esta resolución –con cita de otra de 30 de 
septiembre de 1987, referente a una pró-
rroga de una opción de compra más allá 
cuatro años– advierte la diferencia entre 
validez ínter partes y eficacia frente a 
aquellos terceros que gozan de prioridad 
registral. Una alteración del plazo de du-
ración de una obligación, con estableci-
miento de una carencia e incremento de 
tipo inicial, esté o no vencida (esto es algo 
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absolutamente irrelevante), en la medida 
que extiende la garantía hipotecaria, 
desde el punto de vista temporal, y au-
menta el tipo de interés y la responsabi-
lidad hipotecaria, no puede perjudicar a 
derechos inscritos entre la obligación y su 
novación. En el presente caso no existen 
esos eventuales derechos intermedios ins-
critos, y si existieran operaría la condición 
suspensiva de la escritura calificada, por 
lo que la inscripción de la modificación 
contractual carece de obstáculos o condi-
cionantes registrales. B) Las calificaciones 
por fases están proscritas en el procedi-
miento registral.–Respecto del Funda-
mento de Derecho cuarto, cabe señalar 
dos observaciones: 1ª.–El procedimiento 
registral es el procedimiento administra-
tivo especial para hacer efectivo el de-
recho a la inscripción del título, sujeto a 
las garantías constitucionales que pro-
tegen al administrado. El artículo 19 bis 
de la Ley Hipotecaria (introducido por la 
Ley 24/2001) terminó con la tradicional 
concepción de la calificación registral 
como un procedimiento a desplegar por 
fases, donde los argumentos jurídicos ma-
nejados por el Registrador para suspender 
o denegar el ejercicio del derecho a la 
inscripción del título, no eran conocidos 
hasta un momento posterior a la decisión. 
Los registros de la propiedad también son 
Administración pública, y nuestro con-
texto constitucional impone, como regla, 
la motivación del acto administrativo, con 
fundamento en la existencia de justifica-
ción de los actos de la administración que 
resulta del principio de interdicción de la 
arbitrariedad de los poderes públicos que, 
al más alto rango normativo garantiza el 
artículo 9.3 de la Constitución, y lo im-
pone desde el comienzo, desde el mismo 
momento en que hay «decisión» porque 
el funcionario dice que hay un defecto y 
no inscribe, sin necesidad de esperar un 
plazo adicional, de tener que pedirla o de 
posponerla al instante de la inscripción. 
Por tanto, aquel sistema a desplegar por 
fases simplemente es historia (en este sen-
tido ya se manifestaba el Fundamento II 

de la Resolución de esta Dirección Ge-
neral de 24 de septiembre de 2002, Sis-
tema registral). Desde entonces, se noti-
fica una única calificación, que va habrá 
de recoger «las causas impeditivas, sus-
pensivas o denegatorias y la motivación 
jurídica de las mismas, ordenada en he-
chos y fundamentos de derecho». El 
artículo  19 bis de la Ley Hipotecaria 
obliga inequívocamente al Registrador a 
firmar la calificación cuando fuere nega-
tiva, haciendo constar todas las causas 
impeditivas y su motivación, ordenada en 
hechos y fundamentos de derecho. Nada 
de esto contiene la nota que se recurre, 
salvo la invocación abstracta de una pos-
tergación calificatoria al tiempo de la ins-
cripción; no se definen las cláusulas que 
pueden verse afectadas ni se determina el 
motivo que impedirá su cognoscibilidad, 
causando la más absoluta indefensión del 
ciudadano que no sabe qué pacto no se 
inscribirá y por qué razón. 2ª.–La Regis-
tradora carece de competencia para cali-
ficar otros pactos, cláusulas y condiciones 
del contrato distintas de las enumeradas 
en el artículo 12.1 de la Ley Hipotecaria. 
La segunda objeción es de corte compe-
tencial. La Ley  41/2007, de  7 de di-
ciembre, modificó el artículo 12 de la Ley 
Hipotecaria para excluir de la calificación 
registral las cláusulas de vencimiento an-
ticipado y demás cláusulas financieras de 
la obligación garantizada con hipoteca, 
que se transcribirán sin más en el asiento 
en los términos que resulten de la escri-
tura de formalización. Esta Dirección Ge-
neral ha tenido ocasión de pronunciarse 
de forma vinculante en diferentes resolu-
ciones. Cfr., por todas, la Resolución 
de 24 de julio de 2008 –que se transcribe 
parcialmente–, cuya doctrina es clara.

IV

Mediante escrito con fecha  24 de 
enero de 2009, la Registradora emitió in-
forme y elevó el expediente a este Centro 
Directivo (con registro de entrada el 29 
de enero de 2009).
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Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1156, 1203, 1204, 
1205, 1255, 1257, 1259, 1281, 1283, 
1284, 1285 y 1286, 1851 y 1857 del Có-
digo Civil; 1, 12, 17, 18, 19 bis, 40, 104, 
105, 115, 144, 153, 258.5 y 322 de la Ley 
Hipotecaria; 54, 58 y 59 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común; 
127 del Reglamento Hipotecario; las Sen-
tencias del Tribunal Supremo de  4 de 
abril de 1892, 8 de julio de 1909, 22 de 
junio de 1917, 16 de mayo de 1945 y 19 
de noviembre de 1993; y las Resoluciones 
de 30 de septiembre de 1987, 18 de mayo 
de 1992, 27 de noviembre de 1999, 18 
noviembre 2005, 20 de enero, 1 de marzo 
y 10 y 13 de noviembre de 2006, 31 de 
enero de 2007, 7 de febrero y 21 de mayo 
de 2008 y 13 de marzo y 24 de noviembre 
de 2009.

1.  Respecto del primero de los de-
fectos objeto de impugnación en el pre-
sente recurso, debe determinarse si, 
transcurrido el plazo de duración de un 
préstamo garantizado con hipoteca –que 
vencía el  24 de septiembre de  2008–, 
puede hacerse constar en el Registro de 
la Propiedad la prórroga de dicho plazo 
pactada mediante escritura autorizada el 
día 21 de noviembre de 2008 por la que 
se eleva a público un documento privado 
suscrito con fecha  24 de agosto 
de 2008.

La Registradora suspende la inscrip-
ción de dicha prórroga porque, a su 
juicio, al carecer dicho documento pri-
vado de fecha fehaciente anterior al ven-
cimiento del plazo de duración del prés-
tamo inicialmente acordado, se modifica 
el plazo de una obligación vencida, «lo 
cual no será posible sino con la constitu-
ción de una nueva garantía dado el ca-
rácter accesorio de la hipoteca respecto 
de la obligación principal».

El Notario recurrente alega que en 
nuestro ordenamiento es válida la pró-
rroga de un contrato de préstamo garan-
tizado con hipoteca acordada mediante 
un documento privado anterior a la fecha 
del vencimiento de aquél que posterior-
mente se eleva a público, con eficacia 
«inter partes» desde la fecha de dicho 
documento privado, aunque no se retro-
traigan sus efectos en perjuicio de ter-
ceros –en este caso inexistentes–. Y añade 
que el vencimiento de una obligación a 
plazo no es causa de extinción de la obli-
gación.

2.  La cuestión debatida debe resol-
verse conforme al criterio de esta Direc-
ción General expresado en la Resolución 
de 24 de noviembre de 2009.

Indudablemente, acreedor y deudor 
pueden, «inter partes», acordar la modi-
ficación del plazo de duración de la obli-
gación garantizada aunque la posterior 
formalización de la misma se verifique 
una vez que haya vencido el plazo ini-
cialmente pactado.

En la escritura calificada consta explí-
citamente que la prórroga se ha pactado 
antes del transcurso de ese plazo fijado 
inicialmente. Y, aunque dicho acuerdo 
sólo se hace constar con forma auténtica 
después del vencimiento, el criterio de la 
Registradora no puede ser mantenido si 
se tienen en cuenta las siguientes consi-
deraciones:

a)  Aun en el caso de pactarse dicha 
prórroga después del vencimiento del 
plazo (lo que no acontece en este caso de 
convenio anterior a dicho vencimiento), 
se trataría de una alteración contractual 
que debe calificarse como novación mo-
dificativa, que no da lugar a la extinción 
de la obligación modificada y al naci-
miento de una nueva obligación. Aunque 
el artículo 1156 del Código Civil dispone 
que las obligaciones se extinguen por la 
novación, este precepto debe ser inter-
pretado sistemáticamente en relación 
con los artículos 1203 y 1204 del mismo 
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Código y según la reiterada doctrina del 
Tribunal Supremo (cfr. las sentencias ci-
tadas en los «Vistos», especialmente las 
de  8 de julio de  1909 y  16 de mayo 
de 1945), por lo que, a falta de la termi-
nante declaración de las partes sobre su 
intención de, con la modificación, dar 
por extinguida la anterior obligación, 
debe entenderse que ésta queda subsis-
tente por la modificación del plazo de 
duración de la relación obligatoria, toda 
vez que el carácter extintivo de la nova-
ción no se presume a menos que la obli-
gación resultante de la modificación sea 
de todo punto incompatible con la an-
tigua modificada, lo que no sucede en un 
caso como el presente en el que, además, 
la alteración del plazo se pacta para faci-
litar el cumplimiento de la obligación 
inicial.

b)  En el presente supuesto, no se 
trata de un pacto que modifique una an-
terior cláusula que sujetara a término el 
mismo derecho real de hipoteca (como 
ocurriría, por ejemplo, en el supuesto de 
hipoteca en garantía de cuenta corriente 
de crédito) ni se trata de un plazo de la 
obligación configurado como esencial. 
Se modifica un plazo fijado para la dura-
ción de la obligación garantizada cuyo 
vencimiento no tiene como consecuencia 
la extinción de la misma sino que el in-
cumplimiento de esta obligación deve-
nida exigible puede dar lugar a la efecti-
vidad de la hipoteca si el acreedor no 
reintegrado de su crédito utiliza la acción 
hipotecaria para hacer valer su derecho.

c)  La propia Ley Hipotecaria –cfr. 
artículo  144– admite la posibilidad de 
modificaciones de la obligación garanti-
zada con hipoteca (entre ellas, la espera), 
si bien dispone que no surtirán efecto 
contra tercero, si no se hacen constar en 
el Registro por medio del asiento corres-
pondiente. Por lo demás, la ampliación 
del plazo del préstamo se contempla 
como un supuesto de novación modifica-
tiva en el artículo  4 de la Ley  2/1994, 
de 30 de Marzo, de subrogación y modi-

ficación de préstamos hipotecarios, sin 
que deba decidirse ahora sobre el alcance 
que haya de tener la interpretación de la 
norma del apartado 3 de dicho precepto 
legal relativa al rango de la hipoteca ins-
crita.

3.  El segundo de los defectos a los 
que se limita el recurso consiste en que, 
según la calificación, «El documento ca-
lificado contiene además otros pactos, 
cláusulas y condiciones que, si bien no 
impiden la inscripción del título que an-
tecede, su falta de acceso al Registro se 
comunicará cuando, una vez subsanado/s 
el/los defecto/s antes apuntado/s, se pro-
ceda a la inscripción solicitada».

Según la doctrina reiterada de esta Di-
rección General (vide, por todas, las Re-
soluciones de 20 de enero, 1 de marzo 
y 10 y 13 de noviembre de 2006, 31 de 
enero de 2007, 21 de mayo de 2008 y 13 
de marzo de 2009), el carácter unitario 
que ha de tener la calificación –cfr. artícu
los 258.5 de la Ley Hipotecaria y 127 de 
su Reglamento– exige que se incluyan en 
ella todos los defectos existentes en el 
documento, por lo que no es admisible 
someter dicho título a sucesivas califica-
ciones parciales, de suerte que apreciado 
un defecto no se entre en el examen de 
la posible existencia de otros en tanto 
aquel no sea subsanado.

Una de las razones de la promulgación 
de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y 
de la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
fue inyectar en el sistema registral garan-
tías propias de un procedimiento admi-
nistrativo, como son la necesidad de que 
exista en todo caso calificación por es-
crito, haciendo desaparecer las califica-
ciones verbales; que no existan califica-
ciones sucesivas; que no se traslade la 
calificación a un momento posterior a 
ella misma; que esa calificación se sujete 
a una estructura propia de acto adminis-
trativo –así, que se exprese ordenada en 
hechos y fundamentos de derecho y con 
pie de recurso (párrafo segundo, del 
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artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria)–; 
que esa calificación se motive cuando es 
negativa, de modo igual al que, para los 
actos administrativos, dispone el 
artículo 54 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común; que se 
notifique en los términos de lo dispuesto 
en esta Ley (artículos 58 y 59); y, en suma, 
que con su proceder el Registrador se 
sujete a un procedimiento cuyo cumpli-
miento pueda serle exigible.

En un procedimiento reglado, como es 
el registral, la decisión del Registrador 
acerca del destino del título que se pre-
senta debe ajustarse a las normas estable-
cidas en garantía de los interesados en la 
inscripción (cfr. los artículos 18, 19 bis 
y 322 de la Ley Hipotecaria).

En el presente supuesto, la Registradora 
no sólo suspende la inscripción por los 
defectos expresados en su calificación 
sino que, además anuncia que en una 
ulterior calificación que emitirá una vez 
que sean subsanados tales defectos, espe-
cificará los pactos, cláusulas y condi-
ciones que, si bien no impiden la inscrip-
ción del título, no accederían al Registro. 
Por ello, tales advertencias deben consi-
derarse contrarias a la referida exigencia 
de unidad de la calificación. No obstante, 
si la Registradora lo estima procedente, 
podrá emitir la pertinente calificación en 
la que deberá detallar los obstáculos que 
a su juicio impidan el acceso al Registro 
de las estipulaciones que especifique, si 
bien con cumplimiento de los requisitos 
formales que toda calificación negativa ha 
de contener y sin perjuicio de la eventual 
aplicación de la norma del artículo 127 
del Reglamento Hipotecario (cfr., por 
todas, las Resoluciones de  18 no-
viembre 2005 y 4 de febrero de 2008).

Esta Dirección General ha acordado 
estimar el recurso interpuesto y revocar 
la calificación impugnada, en los tér-
minos que anteceden.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos  325 y  328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 6 de mayo de 2010.–La Direc-
tora General de los Registros y del Nota-
riado, María Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 4 de mayo de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
por don Antonio Ripoll Jaén, notario de 
Alicante, contra la negativa del registra-
dor de la propiedad de Benissa, a inscri-
bir una escritura de compraventa. («BOE» 
núm. 151 de 22 de junio de 2010)

En el recurso interpuesto por don An-
tonio Ripoll Jaén, Notario de Alicante, 
contra la negativa del Registrador de la 
Propiedad de Benissa, don Pedro Fandos 
Pons, a inscribir una escritura de compra-
venta.

Hechos

I

Con fecha 18 de junio de 2008, nú-
mero 129 de protocolo, don Antonio Ri-
poll, Notario de Alicante autoriza escri-
tura de compraventa en ejecución de 
sentencia condenatoria de reclamación 
de cantidad, en la que don Enrique Javier 
Ortola Cerdá, Magistrado-Juez de Pri-
mera Instancia n.º 2 de los de Alicante, 
interviniendo por rebeldía del deman-
dado don J. I. B. vende a don F. C. M. una 
finca.
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II

Presentada la anterior escritura a ins-
cripción en el Registro de la Propiedad de 
Benissa, fue objeto de la siguiente califi-
cación: «Se suspende la extensión del 
asiento solicitado por cuanto: Resulta 
(Hechos) 1.–No se acompaña la sentencia 
judicial como título público que es que 
ha de ser calificado de acuerdo con los 
criterios del artículo 100 del Reglamento 
Hipotecaria, sin que sea suficiente el tes-
timonio en relación notarial, pues la fe 
pública en la esfera judicial corresponde 
al secretario judicial y no al notario auto-
rizante. Siendo de aplicación a mi juicio, 
los siguientes fundamentos jurídicos: 
1.–El artículo  18 de la ley Hipotecaria 
que establece la obligación del Regis-
trador de calificar los títulos presentados 
a inscripción. 2.–En relación con el caso 
concreto el artículo 100 del Reglamento 
Hipotecario. Contra la precedente (...). 
Benissa, siete de mayo del año dos mil 
nueve. El Registrador de la Propiedad. 
Fdo: El Registrador de la Propiedad. Pedro 
Fandos Pons.».

III

Contra la anterior calificación don An-
tonio Ripoll, Notario de Alicante, inter-
pone recurso con sujeción a lo siguiente: 
«Hechos El Instrumento de referencia es 
una escritura de compraventa en ejecu-
ción de pública subasta judicial causada 
por Sentencia condenatoria de reclama-
ción de cantidad. Es de significar que en 
la escritura comparece el Sr. Magistrado, 
por rebeldía de la parte demandada y en 
el ejercicio de su cargo, así como que se 
ha practicado la Notificación prevista en 
el artículo 144 del Reglamento Hipote-
cario. Consta en la escritura de referencia 
diligencia de subsanación en la que, te-
niendo en cuenta que el Notario se des-
plazó al Juzgado para la autorización, 
una vez otorgada la escritura e indagando 
el autorizante a la presencia judicial y del 
adjudicatario, llegó a la conclusión, por 

las declaraciones de estos últimos, que el 
bien adquirido tiene carácter ganancial, 
conclusión esta que fue aceptada por 
todos los comparecientes. El Sr. Regis-
trador considera en su escrito de califica-
ción que es necesaria la aportación de la 
Sentencia que motivó el otorgamiento del 
mencionado Instrumento y alega como 
fundamentos de Derecho el artículo 18 
de la Ley Hipotecaria y el 100 de su Re-
glamento. Vistos el artículo  20 de la 
Constitución Española, artículo  98 
Ley 24/2001, Arts. 609, 1.445 y 1.462 del 
Código Civil, Arts. 2, 3, 18, 328 de la Ley 
Hipotecaria y 100 de su Reglamento, así 
como artículo  1 y  166 del Reglamento 
Notarial, la resolución de  14 de sep-
tiembre de 2.004 y las Sentencias del Tri-
bunal Supremo de 11 de Enero de 2.008 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
sección 6e), de la Audiencia Provincial 
de Almería de 9 de marzo de 2.006 y de 
Málaga de 4 de febrero de 2.009. Funda-
mentos de derecho I.–De los modos de 
adquirir el dominio.–De conformidad 
con lo previsto en el Art 609 del Código 
Civil la propiedad se adquiere por conse-
cuencia de ciertos contratos mediante la 
tradición. En el caso objeto de este re-
curso la Sentencia, cuestionada por el 
funcionario calificador, no es de los tí-
tulos a los que se refiere el artículo 3 de 
la Ley Hipotecaria, pues este precepto ha 
de interpretarse en función del que le 
antecede, el artículo 2. El primero regula 
los títulos sustantivos, el segundo los for-
males. La Sentencia, que admite la de-
manda de reclamación de cantidad y 
condena al demandado, no puede ser un 
título sustantivo de los previstos en el 
artículo  2 de la Ley Hipotecaria, en el 
caso concreto objeto de nuestra atención, 
por lo que, a fortiori, tampoco es uno de 
los títulos formales previstos en el 
artículo 3, en cuanto dicha Sentencia no 
es uno de los títulos que «puedan ser 
inscritos». Extiéndase lo expuesto, como 
lógica consecuencia, a interpretación del 
artículo 100 del Reglamento Hipotecario. 
Objeto de inscripción es la transmisión 

Boletín núm. 2113–Pág. 47



–  1634  –

           

del dominio y el vehículo de la misma es 
la escritura pública que produce efectos 
traditorios, de conformidad con lo pre-
visto en el artículo  1.462 del Código 
Civil. II.–De la interpretación del 
artículo  98 de la Ley  24/2001 Así las 
cosas, las que anteceden, hemos de en-
tender que la Sentencia es un documento 
complementario, que discurre estricta-
mente por el camino del derecho de obli-
gaciones, y como tal queda al arbitrio del 
Notario autorizante, si se protocoliza con 
la matriz o se acompaña a la copia que 
de esta se expida o, como aquí se ha 
hecho, se relaciona, bajo los efectos de 
la fe pública notarial, bien entendido que 
con indicación de la naturaleza de la re-
solución judicial, fecha de la misma y 
autoría, lo que consta en el instrumento. 
La cuestión que la calificación registral 
plantea, adquiere aspectos de especial 
gravedad, pues al comparecer la auto-
ridad judicial por rebeldía de la parte 
demandada, titular registral, en el ejer-
cicio de su cargo, suscribiendo, que no 
otorgando, el Instrumento Público, previa 
lectura del mismo y con cotejo de los 
Autos, el Magistrado asume el contenido 
del mismo como propio, verdadero y au-
téntico. ¿Requeriría el funcionario califi-
cador a la autoridad judicial, para que 
remitiera testimonio de la Sentencia, bajo 
la fe del Sr. Secretario? La respuesta es 
negativa y el requerimiento totalmente 
improcedente. Dice el Sr. Registrador de 
la Propiedad que en la esfera judicial la 
fe pública corresponde al Secretario Judi-
cial. Sin duda está en lo cierto, como 
también lo es que la fe pública de los 
instrumentos públicos corresponde en 
exclusiva al Notario autorizante, así como 
de la copia autorizada, cuyo destino na-
tural, en sede inmobiliaria, es el Registro 
de la Propiedad. ¿Será exigible la decla-
ración notarial de suficiencia de unos 
Autos que el Notario tuvo a la vista y que 
en el momento de la autorización los 
tiene la Autoridad judicial y, siguiendo los 
usos forenses, procede al cotejo con lo 
leído por el Notario? Aunque el Regis-

trador no lo plantea, parece evidente que 
no. La presencia del Magistrado lo suple, 
pues de lo contrario se podría plantear un 
conflicto de competencias aparente entre 
la función judicial y la Notarial, lo que es 
impensable. Lo expuesto hasta ahora lo 
ratifica la resolución citada que aunque 
fue anulada por la sentencia de Almería, 
no altera la doctrina de la Dirección Ge-
neral en este punto y ello por dos razones: 
1.–La Sentencia anula parcialmente la 
resolución, en el tema concreto de la 
aprobación judicial de la partición, por la 
razón de que la competencia para el co-
nocimiento del recurso correspondía, 
conforme a la legislación entonces vi-
gente, al Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña, por razón de la materia, ya que 
se trataba de un caso de Derecho Ca-
talán, la Sentencia mantiene la interpre-
tación que da el Centro Directivo al 
artículo  98 de la Ley  24/2001, pues se 
trataba, y esto es menos grave, de si de-
berían de exhibirse al funcionario califi-
cador la resolución judicial de nombra-
miento de tutor, la aceptación apud acta 
y la inscripción en el Registro Civil, ex-
tremos estos a los que la resolución dio 
una respuesta negativa. La ratio ludís o 
identidad de razón, concurre en el caso 
objeto de la resolución así como en el 
presente. Solo lo expuesto hasta ahora 
hace decaer los fundamentos de Derecho 
que el funcionario calificador alega, pues 
la apoyatura en el artículo 100 del Regla-
mento Hipotecario, es inconsistente ya 
que la Sentencia Judicial no es el titulo 
traslativo del dominio, de conformidad 
con el artículo 2 de la Ley Hipotecaria. 
Presentar como fundamento el artículo 18 
de la Ley Hipotecaria, produce verdadera 
extrañeza y lo examinamos de inmediato. 
2.–La interpretación del precepto invo-
cado, norma estatal, sí es de la compe-
tencia del Centro Directivo, en sede de 
recurso gubernativo. III.–De la califica-
ción registral. El Registrador de la Pro-
piedad es un funcionario público, el Re-
gistro un servicio público, por lo que a la 
función calificadora ha de asignársele na-

Boletín núm. 2113–Pág. 48



           

–  1635  –

turaleza administrativa, es un acto admi-
nistrativo, siempre en interés del servicio 
público y de la tutela de la seguridad del 
tráfico jurídico, así como de la protección 
de posibles terceros hipotecarios, estando 
las garantías en función de dichos inte-
reses y exclusivamente de los mismos. La 
naturaleza jurídica asignada al Regis-
trador de la Propiedad y a su actividad 
calificadora no queda desvirtuada por la 
Sentencia del Tribunal Supremo que se 
mencionó, ya que está referida a la nu-
lidad de actos administrativos en relación 
a cuestiones de personal al servicio de la 
Administración Pública. Adviértase que 
la función calificadora se mueve, de mo-
mento, en el ámbito del Derecho Admi-
nistrativo y teleológicamente en el De-
recho Patrimonial. Manténganse ahí las 
cosas. Esgrimir como fundamento de De-
recho el artículo 18 de la Ley Hipotecaria 
es no decir nada, pues ese precepto es 
genérico y se limita a describir la función 
calificadora, lo que nadie pone en duda, 
se inscriba, se suspenda o se deniegue la 
inscripción solicitada. Adviértase además 
que las calificaciones sin fundamento ju-
rídico suficiente, no obstante la buena fe, 
de la que no se duda, del funcionario 
calificador, presuntamente lesionan tres 
bienes jurídicos, los efectos propios del 
Instrumento público, cuya defensa asume 
el funcionario autorizante del mismo, el 
prestigio profesional del Notario autori-
zante, lo que tiene escasa importancia, y 
el interés del ciudadano que solicita la 
asistencia registral para la practica de un 
asiento de inscripción, lo que sí tiene 
importancia. Y es que así resulta todo ello 
de la Sentencia de la Audiencia de Má-
laga, al considerar la legitimación del 
Registrador de la Propiedad para inter-
poner recurso de apelación contra la re-
solución del Centro Directivo, interpre-
tando así el artículo 328 de la Ley Hipo-
tecaria. Esta Sentencia no altera la 
doctrina del Centro Directivo en cuanto 
al alcance del artículo  98 de la 
Ley 24/2001, pues el caso es distinto, ya 
que el Notario da un testimonio parcial 

de un poder, hoy reglamentariamente 
prohibido (Art. 166 Reglamento Nota-
rial), cuya interpretación no es compar-
tida, en función del acto instrumentado, 
por el funcionario calificador ni por la 
Audiencia Provincial; ni altera asimismo 
la doctrina de dicho Centro en cuanto a 
la facultad indelegable del Notario, no 
asumible por el Registrador, de calificar 
los poderes y documentos complementa-
rios mediante la declaración de sufi-
ciencia, declaración esta que es de com-
petencia exclusiva del Notario autori-
zante. Los hechos que motivan esta 
Sentencia son anteriores a la reiterada 
doctrina del Centro Directivo y a la en-
trada en vigor de la última reforma del 
Reglamento Notarial. La Sentencia del 
Tribunal Supremo de 20 de mayo de 2.008 
desestima el recurso interpuesto contra la 
legalidad del artículo 166 del Reglamento 
Notarial. Pretensión.–Se solicita la admi-
sión del recurso, la declaración de la con-
formidad del titulo con el Ordenamiento 
Jurídico y la práctica de la inscripción. 
Documentos complementarios.–Se 
acompaña copia autentica del título cali-
ficado y testimonio de la nota de califica-
ción. En Alicante, mi residencia, a trece 
de Mayo de nueve. Firma ilegible...».

IV

El Registrador de la Propiedad de Be-
nissa, don Pedro Fandos Pons, emite el 
correspondiente informe con fecha 20 de 
Mayo de  2009 y eleva el expediente a 
este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos  385, 387, 389 
y 919 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
de 1881; artículos 703 y siguientes de la 
Ley  1/2000, de Enjuiciamiento Civil; 
artículos 2, 3 y 18 de la Ley Hipotecaria; 
y artículos 33 y 51 de su Reglamento, así 
como las Resoluciones de este Centro 
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Directivo de 7 de marzo de 2001; 14 de 
Septiembre de  2004; y  8 de Julio 
de 2005.

1.  Presentada en el Registro una escri-
tura en la que el Juez, interviniendo en 
ejercicio de su cargo, por rebeldía del de-
mandado –en procedimiento anterior a la 
vigente Ley de Enjuiciamiento Civil– vende 
una finca, se suspende la inscripción por 
no acompañarse la sentencia judicial, sin 
que el Registrador considere suficiente el 
testimonio notarial en relación consistente 
en reflejar en la escritura los trámites fun-
damentales del procedimiento.

2.  Cuando la sentencia es de con-
dena no dineraria, como en el presente 
caso en que impone una obligación de 
hacer, consistente en emitir una determi-
nada declaración de voluntad negocial, 
no es aquélla título directamente inscri-
bible en el Registro, sino que lo serán los 
actos que en su ejecución se lleven a 
cabo. En este caso la sentencia no es pre-
supuesto directo de su inscripción –pues 
como queda dicho la sentencia no se ins-
cribe– sino de la legitimación del Juez 
para proceder, en ejercicio de su potestad 
jurisdiccional –que se extiende no sólo a 
la de juzgar sino también a hacer ejecutar 
lo juzgado (cfr. artículos 117.3 de la Cons-
titución Española y 2.1 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial)–, a su ejecución espe-
cífica, supliendo la inactividad o resis-
tencia del condenado.

3.  En consecuencia aunque puede 
ser conveniente acompañar testimonio 
de la sentencia y de las principales actua-
ciones procesales llevadas a cabo para 
facilitar la calificación –incluso será ne-
cesario cuando de la escritura no resulten 
los extremos necesarios para calificar y 
practicar la inscripción–, lo cierto es que 
en este caso no se ha señalado en la nota 
de calificación otro defecto que la no 
aportación de la sentencia judicial. De-
fecto que debe ser revocado, toda vez 
que el título inscribible es la escritura de 
compraventa y no la sentencia, bastando 

para la calificación e inscripción en el 
Registro de la Propiedad que el Notario 
relacione los particulares de los autos y 
la sentencia que se ejecuta, que con 
dicha relación quedan bajo la fe pública 
notarial, satisfaciendo con ello la exi-
gencia de documentación auténtica del 
artículo 3 de la ley Hipotecaria.

Esta Dirección General ha acordado 
estimar el recurso y revocar la nota de 
calificación del Registrador en los tér-
minos que resultan de los anteriores pro-
nunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos  325 y  328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 4 de mayo de 2010.–La Direc-
tora General de los Registros y del Nota-
riado, María Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 22 de abril de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
por la Caja de Ahorros y Monte de Pie-
dad de Madrid, contra la nota de califi-
cación de la Registradora de la Propie-
dad de Villaviciosa de Odón, por la que 
se deniega la prórroga de una anotación 
preventiva de embargo. («BOE» núm. 
153 de 24 de junio de 2010)

En el recurso interpuesto por don F. C. 
C., Abogado, en nombre y representación 
de «Caja de Ahorros y Monte de Piedad 
de Madrid», contra la nota de calificación 
de la Registradora de la Propiedad de 
Villaviciosa de Odón, doña Marta Cavero 
Gómez, por la que se deniega la prórroga 
de una anotación preventiva de em-
bargo.
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Hechos

I

Mediante Providencia, de fecha 2 de 
febrero de 2009, dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia número 61 de Ma-
drid, se acordó la prórroga por cuatro 
años más de la anotación de embargo 
letra A, tomo 539, libro 294 de Villavi-
ciosa de Odón, folio 183, finca 14.141.

II

Presentado el correspondiente manda-
miento en el Registro de la Propiedad de 
Villaviciosa de Odón, el  5 de junio 
de  2009, fue calificado de la siguiente 
forma: «Presentado bajo el asiento 428 
del Diario 48, no se practica operación 
alguna por resultar caducada la anota-
ción cuya prórroga se pretende por el 
presente mandamiento. Contra esta cali-
ficación (…) Villaviciosa de Odón, a 12 
de junio de 2009.–La Registradora (firma 
ilegible), Marga Cavero Gómez».

III

Contra la anterior nota de calificación, 
don F. C. C., Abogado, en nombre y re-
presentación de «Caja de Ahorros y 
Monte de Piedad de Madrid», interpone 
recurso en virtud de escrito de fecha 10 
de julio de 2009, en base entre otros a los 
siguientes argumentos: Hechos.– 
Primero.–En el procedimiento ejecutivo 
n.º  336/05, seguido ante el Juzgado de 
Primera Instancia n.º  61 de Madrid en 
interés de «Caja De Ahorros y Monte de 
Piedad de Madrid» frente a «Asia Chip, S. 
A.», se reclama el importe de 137.240,73 
euros más 41.000 de intereses, costas y 
gastos presupuestado, habiendo dictado 
el citado Juzgado, con fecha 19 de abril 
de año 2005, Auto despachando ejecu-
ción que acordaba el embargo, entre 
otras, de la finca n.º 14.141 del Registro 
de la Propiedad de Pozuelo de Alarcón, 

n.º 2. Para la efectividad de los embargos, 
el Juzgado acordó proceder a la anota-
ción preventiva de embargo de la finca 
n.º 14.141, inscrita en el Registro de la 
Propiedad n.º 2 de Pozuelo de Alarcón, 
quedando anotada con fecha 3 de junio 
del citado año 2005 la anotación letra A. 
Segundo.–En fecha 2 de febrero de 2009, 
el Juzgado citado, en virtud de lo dis-
puesto en el artículo 86 de la Ley Hipo-
tecaria, acordó la prórroga por cuatro 
años más, de la anotación de embargo 
sobre la citada finca 14.141 ordenando a 
tal efecto librar el oportuno mandamiento 
por duplicado al Sr. Registrador de la Pro-
piedad n.º 2 de Pozuelo de Alarcón, que 
debía ser entregado en el Registro antes 
de que caducara la anotación el 
día 03/06/09. Tercero.–Si bien el manda-
miento fue remitido en plazo al citado 
Registro de la Propiedad de Pozuelo de 
Alarcón, éste lo devolvió al Procurador 
que tramitó su diligenciamiento con 
fecha 1 de junio de 2006 siendo entre-
gado en las oficinas del referido Procu-
rador como consta en el justificante de 
envío desde el Registro que se acompaña 
como documento n.º 3. El motivo por el 
cual devolvió el Registro de la Propiedad 
n.º 2 de Pozuelo de Alarcón el manda-
miento no es otro que la creación, en el 
mes de octubre de 2008, del Registro de 
la Propiedad de Villaviciosa de Odón, al 
cual pertenece la finca 14.141, cuestión 
ésta de la que ni el Juzgado ni esta parte 
tenía conocimiento. Cuarto.–Siendo en-
tonces conscientes de tal cambio de Re-
gistro, la misma tarde del día 1 de junio 
del presente en que fue recibido se re-
mitió al Registro de la Propiedad de Villa-
viciosa de Odón, a través de correo cer-
tificado urgente, el mandamiento para la 
prórroga de la Anotación de Embargo 
según se acredita con el justificante de 
envío que se acompaña como documento 
n.º 4. El mandamiento, que fue presen-
tado bajo el asiento  428 del Diario  48 
tuvo entrada en el Registro, según se in-
dica en la pegatina que consta en el 
margen del documento, las  10:10 del 
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día 5 de junio de 2009; no siendo practi-
cada la operación «por resultar caducada 
la anotación cuya prórroga se pretende» 
como consta redactado por la Sra. Regis-
tradora en el reverso del mandamiento. 
Como se puede comprobar de lo hasta 
ahora expuesto, el Juzgado de Primera 
Instancia n.º 61 de Madrid expidió erró-
neamente el mandamiento al Registro de 
Pozuelo de Alarcón n.º 2 en lugar de al 
de Villaviciosa de Odón y esta parte hizo 
todo lo que estaba en su mano para sub-
sanar esa cuestión empleando toda la 
diligencia que creyó oportuna en aquel 
momento para en que el mandamiento 
llegara a tiempo al Registro actual de Vi-
llaviciosa de Odón. Hay que tener en 
cuenta que el servicio de Correos tenía 
cuatro días para que le fuera entregado al 
Registro y que la normalidad en este ser-
vicio de Correos, es que un sobre que se 
envía dentro de la misma provincia por 
correo certificado urgente llegue al día 
siguiente. Significar que se está haciendo 
la oportuna reclamación ante el Servicio 
de Correos y Telégrafos de España a fin de 
comprobar que efectivamente el sobre 
que portaba el mandamiento fue entre-
gado el día  5 de junio de  2009 según 
indica el Registro y porqué se empleó ese 
intervalo siendo enviado por correo cer-
tificado urgente. Quinto.–Debe ser tenido 
en cuenta que el mandamiento que con-
tenía la prórroga de la finca n.º 14.141 se 
presentó en plazo aunque se hizo en el 
Registro n.º  2 de Pozuelo que se había 
encargado de esa finca desde su inmatri-
culación hasta hacía escasos meses. En 
consecuencia estimamos, dicho sea con 
los máximos respetos a la Sra. Registra-
dora y exclusivamente en términos de 
defensa, que debiera haberse calificado 
como defecto subsanable dando plazo a 
esta parte para acreditar que el manda-
miento se presentó en plazo en el anterior 
Registro. Sexto.–Los perjuicios que se 
irrogan a esta parte por la negativa de ese 
Registro a anotar la prórroga de embargo 
sobre la finca n.º  14.141 son enormes, 
quebrando seriamente las expectativas de 

cobro que hasta entonces tenía mi repre-
sentada en el procedimiento 336/05 con 
el producto de esta finca. A tal fin, hay 
que tener en cuenta que la titularidad 
registral de finca n.º 14.141 en cuestión 
ya no es de «Asia Chip, S.A.», sino de 
«Corporación Fleder Ibérica, S.L.U.» que 
inscribió la supuesta adquisición por tí-
tulo de compraventa otorgado en escri-
tura de  2/02/05 como así consta en el 
Registro. Precisamente por ese motivo, se 
sigue el procedimiento de tercería 
n.º 1204/05 que está pendiente de resol-
verse en el Juzgado de Primera Instancia 
n.º 61 de Madrid y en el que mi mandante 
se ha opuesto pidiendo asimismo la nu-
lidad del título por considerar que la 
compraventa fue un contrato simulado. 
Por tanto insistimos que las consecuen-
cias que se derivan de la negativa a anotar 
la prórroga del embargo sobre esta finca 
en cuestión son nefastas para las expec-
tativas de cobro de esta parte y que es de 
justicia que se anote la prórroga teniendo 
en cuenta que fue presentada en plazo, 
como se ha demostrado, calificando en 
su caso de subsanable el defecto de su 
presentación en el anterior Registro de la 
Propiedad. Fundamentos de Derecho.–Es 
de justicia material que la anotación que, 
desde el año 2005 figura a favor de «Caja 
de Ahorros y Monte de Piedad de Ma-
drid» sobre la finca 14.141 debe preva-
lecer y mantener su rango por delante de 
otras anotaciones. En el presente caso, la 
titular de la finca vendió a una tercera 
entidad con un claro ánimo defraudatorio 
en orden a impedir a sus acreedores el 
cobro de sus deudas. Muestra de ello es 
que en el procedimiento ejecutivo 
n.º 503/05 seguido en el Juzgado Primera 
Instancia n.º 56 de Madrid a instancias 
también de «Caja de Ahorros y Monte de 
Piedad de Madrid» frente a «Asia Chip, S. 
A.», se presentó tercería de dominio por 
la entidad «Fleder Corporación, S.A.», 
que ha sido rotundamente desestimada 
por Auto de 5/09 dictado por la Audiencia 
Provincial de Madrid en base a consi-
derar que «Fleder Corporación, S.A.», es 
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la misma entidad que «Asia Chip, S.A.». 
Y sobre todas las cuestiones anteriores 
hay que tener en cuenta, en base a este 
principio registral, que el mandamiento 
de prórroga fue presentado en plazo en 
el Registro de la Propiedad de Pozuelo de 
Alarcón y que, por tanto, ha de tenerse en 
cuenta esa fecha a efectos de cómputo 
del plazo para la caducidad de la anota-
ción.

IV

La Registradora emitió informe el 
día 18 de julio de 2009 y elevó el expe-
diente a este Centro Directivo.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 1.2, 77 y 86 de la 
Ley Hipotecaria y 420.2 del Reglamento 
Hipotecario, y las Resoluciones de este 
Centro Directivo de  25 de septiembre 
de 1992; 26, 27, 29 y 30 de junio; 1, 2 
y 30 de julio de 1998; 10 de enero; 19, 
25, y  26 de mayo, y  8 de noviembre 
de 2000; 3 de septiembre de 2002, y 26 
de enero de 2006.

1.  Se debate en este recurso la inscri-
bibilidad de un mandamiento de prórroga 
de una anotación preventiva de embargo, 
siendo así que el mandamiento se pre-
senta en el Registro de la Propiedad com-
petente el 5 de junio de 2009, cuando la 
fecha de la anotación preventiva era de 3 
de junio de 2004, es decir transcurrido el 
plazo de caducidad de cuatro años que 
establece el artículo 86 de la Ley Hipote-
caria.

2.  El recurso debe ser desestimado. 
El artículo 86 de la Ley Hipotecaria deter-
mina que las anotaciones preventivas, 
cualquiera que sea su origen, caducarán 
a los cuatro años de la fecha de la anota-
ción misma, salvo aquellas que tengan 
señalado en la Ley un plazo más breve, 
pudiendo prorrogarse por un plazo de 

cuatro años más, siempre que el manda-
miento ordenando la prórroga sea pre-
sentado antes de que caduque el 
asiento.

Habiendo caducado el asiento, como 
ha declarado reiteradamente esta Direc-
ción General (confrontar los vistos), y 
como así lo dispone expresamente el 
artículo  86 de la Ley Hipotecaria, no 
puede practicarse su prórroga.

3.  La circunstancia de que el manda-
miento se hubiera presentado por error 
en un Registro incompetente, dentro de 
plazo, no altera lo anteriormente ex-
puesto, toda vez que es inexcusable que 
la presentación haya de hacerse en el 
Registro de la Propiedad competente, 
como se deduce del artículo  420.2 del 
Reglamento Hipotecario y 1.2 de la Ley 
Hipotecaria. Todo ello, sin perjuicio de 
que, de conformidad con el artículo 418 
a) del Reglamento Hipotecario, podía 
haberse solicitado, al concurrir razones 
de urgencia, del Registro de la Propiedad 
del distrito en que se hubiere otorgado el 
documento, que se remitieran al Registro 
competente, por medio de telecopia o 
procedimiento similar, los datos necesa-
rios para la práctica en éste del corres-
pondiente asiento de presentación.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso y confirmar la nota 
de calificación de la Registradora en los 
términos que resultan de los anteriores 
pronunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos  325 y  328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 22 de abril de 2010.–La Di-
rectora General de los Registros y del 
Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.
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RESOLUCIÓN de 7 de mayo de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
contra calificación negativa del registra-
dor de la propiedad de la Pobla de Vall-
bona, por la que se deniega la cancela-
ción de determinados asientos con 
ocasión de la expedición de una certifi-
cación de titularidad y cargas. («BOE» 
núm. 153 de 24 de junio de 2010)

En el recurso interpuesto por don A. S. 
N., contra calificación negativa del Regis-
trador de la Propiedad de la Pobla de 
Vallbona, don Domingo Jordán Domingo, 
por la que se deniega la cancelación de 
determinados asientos con ocasión de la 
expedición de una certificación de titula-
ridad y cargas.

Hechos

I

Don A. S. N., en instancia de fecha 23 
de marzo de 2009 dice: «Que conforme 
consta en la certificación registral de la 
finca de mi propiedad (finca nº 8.343 del 
libro 62 de Puebla de Vallbona); aparecen 
anotadas diversas cargas y que conforme 
se indican en dicho documento, se en-
cuentran vigentes; concretamente em-
bargos a favor de: Banco de Sabadell letra 
A prorrogado por la D y otro, letra B pro-
rrogado por la C. Banco Exterior de Es-
paña letra E prorrogado por la G. Al en-
tender de quien suscribe, y bajo la legiti-
midad que me confiere el artículo  76; 
artículo  77 y artículo  82.1.º de la Ley 
Hipotecaria en relación con el artículo 207 
del Reglamento Hipotecario, dichas 
cargas deben ser “canceladas de oficio”. 
Y baso mi petición en la siguiente razón 
o motivo de fondo: 1.º. Banco Exterior de 
España letra E prorrogado por la G. Para 
la correcta explicación de lo que consti-
tuye el cuerpo fáctico de este escrito, de-

bemos partir de la premisa conceptual (y 
dado que en materia registral rige el prin-
cipio de rogación), de considerar las ano-
taciones de embargo, como actos proce-
sales dotados de individualidad; de tal 
forma, que cada anotación responde (y 
en cuanto a su nacimiento) a una petición 
de parte, mediante la cual, se solicita del 
Juzgado ordene anotar el embargo res-
pecto de una finca determinada. Ante 
ello, se debe determinar de forma clara y 
nítida, la actividad de la parte al solicitar 
el embargo; ya que y por lo que posterior-
mente se indicará puede darse el caso de 
que inicialmente se solicite el embargo 
respecto de una finca determinada, y que 
ante la calificación del Registrador de 
que dicha finca ha sido objeto de agrupa-
ción, se vuelva a solicitar y como una 
actividad procesal “nueva” y “distinta” de 
la ya solicitada un nuevo embargo res-
pecto de otra finca, en este caso, de la 
finca resultante de la referida agrupación. 
En este caso, convergen en un mismo 
proceso 2 solicitudes de embargo, una, 
que en supuestos normales se realiza al 
inicio de la ejecución; y otra, que se so-
licita durante el curso de la misma vía 
Mejora de Embargo. Lo que significa, que 
el ejecutante solicita el embargo sobre 2 
fincas distintas; (petición que debe dar 
lugar a  2 anotaciones independientes 
entre sí; una; respecto de la finca inicial-
mente interesada, y otra e independiente 
y diferente de la anterior de la finca pos-
teriormente solicitada (que a los efectos 
aquí indicados, deberá ser de la resul-
tante de la agrupación practicada). Par-
tiendo de tal apreciación, debo mani-
festar que la carga Banco Exterior de Es-
paña letra E prorrogado por la G, afecta 
de forma indebida la finca de mi pro-
piedad finca registral n.º 8.343, ya que el 
Banco Exterior de España, nunca em-
bargó tal finca. Para exponer tal afirma-
ción resulta necesario indicar que la finca 
hoy de mi propiedad, en su día se agrupó 
a la número 458 inscrita al tomo 1.265, 
libro 95 de Puebla de Vallbona, folio 113; 
dando como resultado tal agrupación la 
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finca registral n.º  6.889 tomo  1.411, 
libro 129 de La Eliana. Dado que sobre la 
n.º 458 existía constituida una hipoteca 
de máximo a favor del BBVA; la misma 
fue ejecutada, adjudicándose dicha finca 
el citado banco; y como consecuencia de 
ello, quedó sin efecto la agrupación indi-
cada, y asimismo, se debieron cancelar 
cuantas cargas afectaban a la finca ejecu-
tada (como antes he dicho, a la n.º 458; 
mas en este supuesto en donde ha trans-
currido sobradamente el plazo de 6 meses 
desde que en el proceso de ejecución se 
dictara el auto de aprobación de remate 
una vez consignado el precio por el ad-
judicatario). 1.1.º  El embargo que dio 
lugar al nacimiento de la mencionada 
carga a favor del Banco Exterior, se or-
dena en providencia de 19 de diciembre 
de 1.995 dando lugar a la letra E (anota-
ción de fecha 6 de marzo de 1.996); pro-
rrogada posteriormente por la letra G. 
Procede del J..º de 1ª Instancia n .º 4 de 
Valencia, ejecutivo n.º 632/95; en dicho 
proceso el ejecutante, Banco Exterior de 
España, solicitó de forma expresa, se em-
bargara la finca registral n.º 458 inscrita 
en este Registro al tomo 1.265, libro 95, 
folio 113. Finca que el Juzgado declaró 
embargada, según providencia, que tal y 
como consta en la anotación de embargo, 
data de 19 de diciembre de 1.995; y que 
originó la anotación preventiva de fecha 6 
de marzo de 1.996 y en el que de forma 
expresa se indica que “el embargo debe 
recaer sobre a finca registral n.º  458”. 
Posteriormente, y respecto de esta finca, 
la Audiencia de Valencia Sección 9.º por 
proveído de  2 de diciembre de  1.999, 
acuerda prorrogar la anotación de em-
bargo ordenada el  19 de diciembre 
de 1.995 es decir, vuelve a incidir en cual 
es la finca sobre la que el juzgador or-
denó de forma expresa su embargo, y que 
no es otra que la registral n.º 458. Acom-
paño, fotocopia del escrito solicitando 
dicho embargo; el edicto publicado 
donde se notifica y determina dicho em-
bargo y la providencia de la Audiencia 
acordando su prórroga. Por tanto, y con-

forme la nota registral que acompaño, la 
carga que se dice encontrarse vigente es 
la: “ordenada en providencia de  19 de 
diciembre de 1.995 dando lugar a la letra 
E, anotación de fecha  6 de marzo 
de 1.996, prorrogada por la G, ordenada 
por el J..º de 1..º Instancia n.º 4 de Va-
lencia, ejecutivo número 632/95”. Razón 
que nos permite hoy solicitar “la cance-
lación de la que se encuentra vigente 
sobre la finca de mi propiedad finca 
nº 8.343.” 1.2.º.–Así pues, una vez que la 
agrupación quedó sin efecto por razón de 
la ejecución hipotecaria a la que se vio 
afecta la finca n.º 458, por una parte; se 
cancelaron las cargas que pesaban sobre 
dicha finca (y que por lo aquí indicado y 
acreditado, debió cancelarse la que aún 
hoy consta inscrita a favor del Banco Ex-
terior de España, procedente del Juzgado 
de 1ª Instancia n.º 4 de Valencia). Y por 
otra parte, debieron pasar a afectar a la 
finca registral n.º 8343; hoy de mi pro-
piedad; solo las que de forma inicial tra-
baron dicha finca; ya que la misma, tuvo 
y tiene perfecta delimitación y opera 
como finca independiente, y clara y ne-
tamente diferenciada del resto de fincas 
registrales. Por tanto, si alguna carga 
debió arrastrase sobre la finca hoy de mi 
propiedad, debieron ser única y exclusi-
vamente las que de forma individuali-
zada, determinada y expresa afectaron a 
la citada finca registral (n.º 8.343). Pero 
no de la anotada a favor del Banco Exte-
rior de España, ya que volvemos a reiterar 
que la finca n.º 8.348 nunca fue embar-
gada por dicho banco. 1.3.º  El embar-
gante, nunca solicitó de forma expresa 
embargar la finca n.º 8.343 finca hoy de 
mi propiedad y aún así, sigue pesando 
sobre la misma el embargo referenciado. 
2.º.–Banco de Sabadell letra A prorro-
gado por la D y otro, letra B prorrogado 
por la C. Damos por reproducidos todo 
lo alegado para solicitar la cancelación 
de la carga de la que es titular Banco 
Exterior de España. Pero también indica-
remos que todas las anotaciones en este 
apartado reseñado, proceden de fecha 
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anterior a los últimos 4 años (obsérvese 
como se hace referencia a ejecuciones 
del año 1.995, es decir de hace casi 15 
años); y aunque es cierto que consta 
como solicitada la prórroga de las inicial-
mente anotadas con las letras A, B y E; 
tales anotaciones (que no la acción de la 
que dimanan) deben asimismo conside-
rarse “caducadas” por el transcurso de 4 
años desde que se anotó su “prórroga” (la 
anotación letra D data de 1.999, la letra 
C de 1.998 y la G de 1.999). Puesto que 
después de ello, los ejecutantes ninguna 
actividad han llevado a la práctica para 
preservar su derecho de embargo; por lo 
que si bien es cierto que puede prede-
cirse que la acción para recuperar el de-
recho que les reconoce la ejecutoria se 
encuentra “vigente” (artículo  239 de la 
L.E.C.); las actuaciones dimanantes de la 
misma, deben considerarse caducadas 
por el transcurso del tiempo, Además que 
de que el actual artículo  86 de la Ley 
Hipotecaria debe interpretarse de confor-
midad con el artículo 3 del C. civil (“… 
aplicación de las normas en relación con 
la realidad social del tiempo atendiendo 
fundamentalmente al espíritu y finalidad 
de aquellas…) y en especial, con relación 
a la disposición transitoria 5ª y 6ª de la 
actual LEC, en cuanto a que fijan el mo-
mento “preclusivo” en que debe ser de 
aplicación, dicha ley (momento de apli-
cación a los litigios de los que dimana las 
cargas que afectan a dicha finca). Este 
criterio, viene aceptándose paulatina-
mente por la Dirección General de Regis-
tros y Notariado. Por lo que este argu-
mento debe prevalecer también para so-
licitar la cancelación de oficio de tales 
anotaciones, ya que los procesos ejecu-
tivos de referencia, adolecen de la “ex-
cepción de caducidad”, ya que concurre 
en todos ellos la razón alegada para in-
vocar tal causa de oposición. Por todo 
ello: suplico al Registrador de la Pro-
piedad de la Pobla de Vallbona; admita el 
presente escrito, y por las razones de 
hecho y de derecho alegadas y bajo la 
legitimidad que me confiere ser el propie-

tario de la finca registral n.º  8.343, 
acuerde de oficio cancelar las cargas que 
gravan la finca registral de mi propiedad 
(finca n.º 8.343 del libro 62 de Puebla de 
Vallbona). Otro sí digo: Que una vez re-
suelta la cuestión de derecho aquí plan-
teada, interesa se nos expida certificación 
literal del estado de cargas que afectan a 
la finca nº 3.843. Pobla de Vallbona a 23 
de marzo de 2.009.»

II

Presentado el anterior escrito en el Re-
gistro de La Pobla de Vallbona fue objeto 
de la siguiente nota de calificación nega-
tiva: «… Fundamentos de derecho: La 
finca 8343, hoy sita en el municipio de 
La Eliana –Registro de la Propiedad de 
Lliria–, perteneció inicialmente al tér-
mino municipal de la Pobla de Vallbona 
–Registro de la Pobla de Vallbona–, por 
cuanto la Eliana no existió como pobla-
ción o entidad administrativa distinta del 
municipio de la Pobla de Vallbona, hasta 
primeros de los años 60, cuando se se-
gregó del término municipal de la Pobla 
de Vallbona, siendo municipio o entidad 
administrativa independiente, con su tér-
mino municipal y libros registrales pro-
pios. Por tanto si pertenece actualmente 
la finca 8343 al término municipal de la 
Eliana y no al de la Pobla de Vallbona, 
procede solicitar su traslado de confor-
midad con el artículo 3 RH, al Registro de 
la Propiedad de Lliria, en cuya demarca-
ción registral o distrito hipotecario se en-
cuentra el término municipal de la Eliana, 
pues conforme artículo 1.2 LH, las ins-
cripciones, anotaciones y cancelaciones 
se harán en el Registro en cuya circuns-
cripción territorial radiquen los inmue-
bles, no siendo este Registro de la Pro-
piedad de la Pobla de Vallbona el compe-
tente para realizar inscripciones fuera o 
en otro distrito hipotecario. En el supuesto 
de no solicitar ni justificar o cumplirse lo 
dispuesto en el artículo  3 RH, para el 
traslado de finca a su correspondiente 
ubicación se procede a decidir sobre lo 
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solicitado: Como antecedente, destacar 
que la finca n.º 8343 junto con otra finca 
la registral  458, se agruparon. De esta 
unión, se formó una nueva finca registral 
la 6889 inscrita en el Registro de Lliria y 
que posteriormente por una ejecución 
hipotecaria que recaía sobre la finca 458, 
tuvo lugar la desagrupación no volun-
taria, volviendo cada finca a su primitivo 
folio. Así, la finca 8343 regresó a su an-
tiguo folio e historial registral –retornó al 
Registro de la Pobla de Vallbona–. De 
acuerdo con lo expuesto basa el solici-
tante, para cancelarlas las cargas –anota-
ciones de embargo prorrogadas–, en dos 
argumentos: en cuanto a la anotación de 
embargo decretada por el Juzgado n.º 4 
de Valencia, juicio ejecutivo n.º 632/1995, 
a favor del Banco Exterior de España, letra 
E, prorrogada por la G, se aduce que el 
Juzgado ordenaba el embargo sobre la 
finca  458, y no sobre la resultante –la 
registral 6889– consecuencia de la agru-
pación de la 458 con la 8343, y por lo 
tanto, después de la ejecución de una 
hipoteca que pesaba sobre la finca 458, 
al producirse la desagrupación de las dos 
fincas –la  458 y  8343–, el embargo a 
favor del Banco Exterior de España no 
podía trasladarse ala finca  8343, exis-
tiendo en su apreciación, un error que 
debe rectificarse. A pesar de haber sido 
prorrogadas todas las anotaciones rese-
ñadas, deben entenderse caducadas, 
siendo procedente su cancelación por 
interpretación de la nueva redacción del 
artículo 86 LH, tras la entrada en vigor de 
la LEC, conforme artículo 3 CC, criterio 
que la DGRN viene aceptando, según 
afirmación del solicitante. En cuanto al 
primer argumento, baste reseñar que no 
procede lo solicitado por lo siguiente: los 
asientos, una vez practicados están bajo 
la salvaguarda de los Tribunales, y para 
rectificarlos, debe observarse lo dispuesto 
en el artículo 40 LH y 211 y siguientes de 
la Ley Hipotecaria y Artículos 314 y si-
guientes RH. Así pues, practicada la ano-
tación de embargo y su prórroga sobre la 
finca resultante de la agrupación 6889, y 

no sobre la 458, si existe error o inexac-
titud debe rectificarse por los cauces pre-
vistos. Pero, en realidad no existe tal 
error, como se indicará a continuación. 
No obstante, se indica en la instancia que 
se acompaña fotocopia del escrito por el 
que se solicitaba el embargo, el edicto 
publicado donde se notifica y la provi-
dencia de la Audiencia acordando la pró-
rroga, pero no es así, pues no existe do-
cumento alguno adjunto con la instancia. 
Es enteramente indudable que la finca 
embargada y sobre la que el Juzgado nº 4 
de Valencia, procedimiento  623/1995, 
ordenó anotar el embargo, es la finca 6889 
–la unión de la 458 y 834–, y no la 458. 
Pues si bien es cierto, que el procedi-
miento 623/1995 seguido en el Juzgado 
de Primera Instancia n.º  4 de Valencia, 
ordenó anotación de embargo inicial-
mente sobre la finca 458 cuando ésta ya 
no existía por haberse agrupado con 
la  8343 y formar una nueva la regis-
tral  889, no es menos cierto, como así 
resulta de los asientos registrales, que por 
este motivo se suspendió la anotación 
solicitada por mandamiento judicial de 
fecha 19 de diciembre de 1995, por ir el 
procedimiento contra una de las fincas 
agrupadas y no solicitarse la anotación 
sobre la finca resultante de la agrupación, 
tomándose en su lugar anotación de sus-
pensión del embargo letra A. Posterior-
mente dicha anotación de suspensión 
letra A se convirtió en definitiva anota-
ción –letra B– por haberse subsanado el 
defecto, ya que en virtud de mandamiento 
adicional de fecha 23 de abril de 1996, 
se ordenó anotar el embargo sobre la 
finca resultante de la agrupación 
–la  6889–; por tanto se embargaba el 
total inmueble formado por la unión de 
las originales fincas 458 y 8343, de ahí 
que al desagruparse o desunirse ambas se 
trasladara a cada finca originaria, las 
cargas del total inmueble –la finca 688– y 
esa es la razón que justifica la existencia 
de la anotación sobre la finca 8343. Pos-
teriormente se ordenó con fecha  2 de 
diciembre de 1999, la prórroga de dicha 
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anotación de embargo, practicándose la 
misma por presentarse dentro de los  4 
años, así la anotación de suspensión del 
embargo letra A, convertida en definitiva 
por la letra B, fue prorrogada por la letra 
G. Según manifiesta el solicitante, en-
tiende que el mandamiento de prórroga 
ordenaba prorroga, la que se decretó 
el 19 de diciembre 1995, y por tanto la 
que recaía sobre la finca 458, no sobre 
la 6889, pero se olvida que, como se ha 
dicho anteriormente, en virtud de man-
damiento adicional de fecha 23 de abril 
de 1996, se ordenó el embargo sobre la 
finca 6889 y no sobre la 458. Aún así, 
obsérvese que el efecto de la anotación 
de prórroga, es prolongar en el tiempo los 
efectos de la anotación prorrogada, 
RDGRN  23-1-2002, porque en tal pró-
rroga no hay ni debe haber un acto de 
disposición modificativa del derecho 
anotado, sino que lo que acontece, no es 
más que un simple acto de ejercicio por 
el acreedor –titular de la anotación– de 
una de sus facultades que ostenta con-
forme a ley, con el fin de evitar que la 
vinculación o afección de a finca al pro-
ceso, pierda la cobertura registral que le 
hace oponible a terceros. La prórroga la 
pide el acreedor y la decreta el órgano 
judicial, y que por tanto la anotación de 
suspensión que existía, la cual una vez 
subsanado el defecto se convirtió en de-
finitiva, no cabe duda alguna que recaía 
sobre la finca agrupada –6889–, pues me-
diante una interpretación lógica y siste-
mática del resto del mandamiento, aten-
didas las reglas del sano juicio (Res 19-6-
1990, 25-6-2001, 21-11-2001, 
18-6-2002, 12-9-2005 y  23-7-2005), 
RDGRN 16-7-2007, junto que en materia 
de anotaciones se aplican de forma 
flexible los términos de los artículo 72,73 
y 75 LH quedando bien identificado el 
procedimiento y Juzgado –RDGRN  20 
junio 2003–, es obvio que lo que se pre-
tendía era prorrogar la medida de publi-
cidad tomada, tendente a dar efectos más 
allá del proceso al embargo, a esa anota-
ción de embargo inicialmente decretada 

para a finca 458, y que por subsanación 
pasó a la finca 6889. Pues de no ser así, 
el órgano judicial o el propio deudor, 
podía, y debían haber obrado en conse-
cuencia, cuando, primeramente en el 
mandamiento ordenando la anotación se 
hacía constar que la finca embargada era 
la 6889 y no la 458, y también se le re-
mitió el mandamiento de prórroga despa-
chado con la nota de calificación hacién-
dose constar la fecha, la prórroga practi-
cada y la finca sobre la que se anota la 
prórroga, la 6889, y no la 458. En cuanto 
a las anotaciones a favor del Banco Saba-
dell SA, letras A prorrogada por la D y la 
anotación letra B prorrogada por la C, da 
por reproducidos los mismos argumentos, 
pero adviértase que la situación no es la 
misma por cuanto dichos embargos ya 
existían sobre la finca registral  8343, 
antes de su agrupación, y por tanto, estas 
cargas siempre han pertenecido a la 
finca  8343, estas cargas son exclusiva-
mente, de forma individualizada, deter-
minada y de forma expresa recayentes 
inicialmente sobre la finca 8343 y por eso 
todavía subsistentes a día de hoy, porque 
han sido prorrogadas bajo la vigencia del 
artículo 199.2 RH. Y en consecuencia las 
prorrogas de anotaciones practicadas con 
anterioridad a la entrada en vigor de la 
nueva redacción del artículo  86 LH –8 
enero 2001– no cabe su cancelación por 
caducidad por no ser de aplicación retro-
activa el nuevo artículo 86 LH, como se 
hará constar a continuación. En cuanto al 
segundo argumento, de que en todo caso 
dichas anotaciones han caducado porque 
es aplicable la nueva redacción del 
artículo 86 LH, conforme al artículo 3 CC 
en relación disposición transitoria 5ª y 6ª 
LEC, criterio que según el solicitante, 
viene aceptándose por la Dirección Ge-
neral de los Registros y del Notariado 
tampoco es admisible esta argumenta-
ción porque las leyes no tienen carácter 
retroactivo, y por consiguiente la nueva 
redacción del artículo 86 LH dada por la 
LEC, que entró en vigor el  8 de enero 
de  2001, no procede aplicarse a situa-
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ciones anteriores, y debe estarse a lo dis-
puesto en el artículo 199.2 RH. Que este 
es el argumento legal, y es el que aplica 
la DGRN, es incuestionable por cuanto: 
la propia DGRN ha hecho constar expre-
samente que las anotaciones preventivas 
prorrogadas antes de la nueva Ley de En-
juiciamiento Civil, están sometidas a la 
prórroga indefinida ex artículo 199-2 RH. 
No cabe su cancelación por caducidad. 
Así lo manifiesta en RDGRN 21, 23 fe-
brero  2006, 23 de febrero, 4 de 
marzo 2006, previamente así lo aseveró 
en la Instrucción de  12 de diciembre 
de  2000. Y adviértase que conforme 
artículo 327 LH y RDGRN 22 septiembre 
de  2005 las resoluciones de la DGRN, 
tienen carácter vinculante para todos los 
registradores mientras no se anulen por 
los Tribunales. Así pues no es necesario 
interpretar una norma cuando la propia 
DGRN sobre interpretación del artículo 86 
de la Ley Hipotecaria en la nueva redac-
ción dada por la disposición novena de 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuicia-
miento Civil, ha declarado que: “el prin-
cipio general del Derecho de carácter no 
retroactivo de las normas salvo que en 
ellas se disponga lo contrario, exige que 
las anotaciones preventivas prorrogadas 
en virtud de mandamiento presentado en 
el Registro de la Propiedad antes de la 
entrada en vigor de la LEC 1/2000, esto 
es, antes del 8 de enero del 2001, deben 
regirse por la legislación anterior. Si es 
presentado después, caducarán automá-
ticamente una vez transcurrido el plazo 
por el que se haya ordenado la prórroga 
computado desde la fecha de la anota-
ción misma de prórroga, pudiendo prac-
ticarse sucesivas ulteriores prorrogas en 
los mismos términos. Con relación a las 
anotaciones preventivas prorrogadas 
antes de la entrada en vigor de la 
LEC 1/2000, no será necesario, por tanto, 
ordenar nuevas prorrogas, ni procederá 
practicar asiento alguno en el Registro de 
la Propiedad, caso de que a pesar de todo 
se libre mandamiento de prórroga. Las 
anotaciones preventivas que fueron ob-

jeto de prórroga con anterioridad a la 
entrada en vigor de la nueva redacción 
del artículo 86 de la Ley Hipotecaria (8 
de enero de 2001) quedan sometidas a 
prórroga indefinida en los términos del 
artículo  199.2 del Reglamento Hipote-
cario, de manera que no cabe la cance-
lación por caducidad de las mismas”. No 
se expide la certificación de dominio y 
cargas solicitada por cuanto, al no ad-
mitir los argumentos no procede la can-
celación de dichas cargas y, no se puede 
expedir la certificación sin las cargas so-
licitadas, no obstante, si fuera de interés, 
por así convenirle, se expedirá la certifi-
cación de dominio y cargas con dichos 
gravámenes si así reitera se su petición. 
Contra la presente calificación (...) La 
Pobla de Vallbona a 31 de marzo de 2009. 
Firma ilegible».

III

Don A. S. N. interpone recurso contra 
la anterior calificación, que basa en los 
siguientes hechos o consideraciones jurí-
dicas: «A los efectos que determina el 
artículo  326 c) de la Ley Hipotecaria, 
concentra su recurso en lo que constituyó 
el punto 1..º de su instancia (Banco Exte-
rior de España letra E prorrogado por la 
G). Y ello porque conforme consta en la 
certificación registral de la finca de mi 
propiedad (finca n.º 8.343 del libro 62 de 
Puebla de Vallbona); aparecen anotadas 
diversas cargas y que conforme indica 
dicho documento se encuentran “vi-
gentes”. Concretamente embargos a favor 
de: Banco de Sabadell letra A prorrogado 
por la D y otro, letra B prorrogado por la 
C Banco Exterior de España, letra E pro-
rrogado por la G. Al entender de quien 
suscribe, y bajo la legitimidad que me 
confiere el artículo  76: artículo  77 y 
artículo 82-1º de la Ley Hipotecaria en 
relación con el artículo  207 del Regla-
mento Hipotecario, el mantener la anota-
ción respecto de dicha carga (Banco Ex-
terior de España letra E prorrogado por la 
G), obedece a un “error material” que 
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debe ser subsanado, y con ello, debe ser 
“cancelada de oficio”. El error material 
que padece este asiento, no viene provo-
cado por la actuación del órgano judicial 
que ordenó el embargo; sino por la actua-
ción del Registrador; y ante ello, resulta 
de aplicación el artículo 213 de la Ley 
Hipotecaria; puesto que se está solici-
tando la rectificación de un error material 
de los conceptuados en el artículo 212, y 
que se encuentra en la situación de via-
bilidad que autoriza el artículo 213-1..º 
de la Ley Hipotecaria. 1..º Para la correcta 
explicación de lo que constituye el cuerpo 
fáctico de este escrito, debemos partir de 
la premisa conceptual (y dado que en 
materia registral rige el principio de roga-
ción), de considerar las anotaciones de 
embargo, como actos procesales dotados 
de individualidad y sujetas al principio de 
especialidad; de tal forma, que cada ano-
tación responde (y en cuanto a su naci-
miento) a una petición de parte, mediante 
la cual, se solicita ante el Juzgado ins-
tructor, ordene anotar el embargo res-
pecto de una “finca determinada”. Por 
tanto, debe quedar ya fijo y patente que: 
el embargo nace de una “acto de parte”. 
Responde a una “petición concreta y de-
terminada”. Debe recaer sobre la finca 
que el juzgador ordena (respondiendo a 
la rogación de la parte interesada). y que 
ante ello, no existe ninguna petición de 
parte, ni tampoco ninguna orden o man-
dato judicial relativo a que debe anotarse 
orden de embargo sobre la finca registral 
n.º 8.343 del libro 62 de Puebla de Vall-
bona. Y es mas, si que el ejecutante hu-
biera querido extender el embargo res-
pecto de todos los bienes del deudor, 
podría haber utilizado la prerrogativa que 
le concede el artículo 73 de la Ley Hipo-
tecaria: (“todos los bienes de una per-
sona...”); pero no lo hizo así, delimitando 
su petición, única y exclusivamente al 
embargo de la finca registral n.º 453. Ante 
ello, se debe estudiar, para con ello cali-
ficar de forma clara y determinada, la 
actividad de la parte al solicitar el em-
bargo. Partiendo de tal apreciación, debo 

reiterar que la carga, Banco Exterior de 
España –letra E prorrogado por la G–, 
afecta de forma indebida la finca de mi 
propiedad finca registral n.º  8.343, ya 
que el Banco Exterior de España, nunca 
embargó tal finca. 2.º Para exponer tal 
afirmación resulta necesario hacer men-
ción al artículo  46, y en especial el 
artículo 48 del Reglamento Hipotecario: 
“… La inscripción correspondiente se 
practicará… sin alterar su numeración… 
y la procedencia de las unidas, con las 
cargas que les afecten…” Expresando el 
artículo  51-7.º.del Reglamento Hipote-
cario: “las cargas relacionadas en el título 
que no resulten inscritas o anotadas no se 
harán constar en la inscripción…” Tras 
ello, hay indicar que la finca hoy de mi 
propiedad, en su día se agrupó a la 
n.º 458 inscrita al tomo 1.265, libro 95 
de Puebla de Vallbona, folio 113; dando 
como resultado: la finca registral 
n.º 6.889, tomo 1.411, libro 129 de La 
Eliana La n.º  458 tuvo y tiene perfecta 
identidad; y sobre la misma existía cons-
tituida una hipoteca de máximo a favor 
del BBVA, además de otros embargos que 
se fueron anotando. La finca indicada fue 
objeto de ejecución hipotecaria, adjudi-
cándose dicha finca el citado banco; y 
como consecuencia de ello, quedó sin 
efecto la agrupación indicada, y asi-
mismo, se debieron cancelar cuantas 
cargas afectaban a la finca ejecutada 
(concretamente a la n.º  458). 2.1.º.–El 
embargo que dio lugar al nacimiento de 
la mencionada carga a favor del Banco 
Exterior, se ordena en providencia dic-
tada por el Juzgado de 1ª Instancia n.º 4 
de Valencia el 19 de diciembre de 1.995 
dando lugar a la letra E –(anotación de 
fecha 6 de marzo de 1.996)–; prorrogada 
posteriormente por la letra G– Procede 
del Juzgado de Instancia indicado, y se 
dicta dentro del proceso juicio ejecutivo 
n.º  632/95. En dicho proceso el ejecu-
tante, Banco Exterior de España, “solo” 
solicitó de forma expresa, el embargo 
sobre la finca registral n.º 458. (inscrita en 
este Registro al tomo  1.265, libro  95, 
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folio 113) Finca que el Juzgado declaró 
embargada, según providencia (que tal y 
como consta en la anotación de em-
bargo), data de 19 de diciembre de 1.995; 
y que originó la anotación preventiva de 
fecha 6 de marzo de 1.996 y en el que de 
forma expresa se indica que “el embargo 
debe recaer sobre a finca registral 
n.º  458”. Posteriormente, y respecto de 
esta finca, la Audiencia de Valencia Sec-
ción 9ª, por proveído de 2 de diciembre 
de 1.999, acuerda prorrogar la anotación 
de embargo ordenada el 19 de diciembre 
de  1.995 –es decir, vuelve a incidir en 
cual es la finca sobre la que el juzgador 
ordenó de forma expresa su embargo, y 
que no es otra que la registral n.º 458– Se 
acompañó al escrito inicial, fotocopia del 
escrito solicitando dicho embargo; el 
edicto publicado donde se notifica y de-
termina dicho, embargo y la providencia 
de la Audiencia acordando su prórroga. 
(Documentos que se vuelven a acom-
pañar con este recurso). Por tanto, la 
carga que consta vigente es la: “ordenada 
en providencia de  19 de diciembre 
de 1.995 dando lugar a la letra E, anota-
ción de fecha 6 de marzo de 1.996, pro-
rrogada por la G, ordenada por el Juz-
gado de 1ª Instancia n.º  4 de Valencia, 
ejecutivo n.º  632/95”–. Razón que nos 
permite hoy solicitar “la cancelación de 
la que se encuentra vigente sobre la finca 
de mi propiedad”. Y ello, porque aún 
pudiendo valorarse lo que el Registrador 
nos indica, respecto de la agrupación re-
sultante; y con ello, lo relativo a la indi-
cación del Juzgado instructor de que el 
embargo se extiende a la resultante de la 
agrupación; lo cierto es que nunca se 
interesó el embargo sobre la finca, hoy de 
mi propiedad, n.º  8.348; y en conse-
cuencia, al quedar sin efecto la agrupa-
ción, cada finca debe arrastrar las cargas 
“de origen”, y por ello, la interesada por 
el Banco Exterior debió quedar afecta a 
la n.º 458 (la que por razón de la ejecu-
ción hipotecaria, quedó cancelada por 
ley; ya que dicha ejecución solo se cons-
triñó sobre la n.º 458). Entender lo con-

trario, implicaría; por una parte “enri-
quecer injustamente” al ejecutante, con-
cediéndole un privilegio registral que él 
no ha interesado. Y por otra, se extiende 
una anotación de embargo “sobre” y “a” 
una finca no interesada; pues aún admi-
tiendo que con la agrupación se arrastren 
las cargas de cada finca originaria, una 
vez queda sin efecto la misma, y las fincas 
vuelven a su estado originario, cada finca 
debe arrastrar las de origen; y en este caso 
concreto, la finca n.º 8.348, nunca quedó 
afecta por el embargo del Banco Exterior. 
2.2º Así pues, una vez que la agrupación 
quedó sin efecto por razón de la ejecu-
ción hipotecaria a la que se vio afecta la 
finca n.º 458, por una parte; se debieron 
cancelar “todas las cargas posteriores que 
pesaban “de origen” sobre dicha finca” (y 
que por lo aquí indicado y acreditado, 
debió cancelarse la que aún hoy consta 
inscrita a favor del Banco Exterior de Es-
paña, procedente del Juzgado de 1ª Ins-
tancia n.º 4 de Valencia). Y por otra parte, 
“solo” debieron pasar a afectar a la finca 
registral n.º 8.343; hoy de mi propiedad; 
las que de forma “expresa” trabaron de 
origen dicha finca o nacieron al mundo 
jurídico “tras la agrupación”; ya que la 
misma, tuvo y tiene perfecta identidad, 
independencia, delimitación y opera 
como finca netamente diferenciada del 
resto de fincas registrales; y además, 
cuando nació el embargo cuestionado, la 
agrupación no existía como finca regis-
tral, y por ello, el embargo o traba “solo” 
afectó a las fincas que el ejecutante de-
signó de forma libre, voluntaria y espon-
tánea. Por tanto, si alguna carga debió 
arrastrase sobre la finca hoy de mi pro-
piedad, debió ser única y exclusivamente 
las que de forma individualizada, deter-
minada y expresa afectaron de origen a 
la citada finca registral (n.º 8.343). Pero 
no la anotada a favor del Banco Exterior 
de España, ya que volvemos a reiterar que 
la finca n.º 8.348 nunca fue embargada 
por dicho banco  2.3.º El ejecutante, 
nunca solicitó de forma expresa embargar 
la finca n.º  8.343; y aún así, sigue pe-
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sando sobre la misma el embargo referen-
ciado.»

IV

El Registrador emite el correspondiente 
informe el 11 de mayo de 2009 y eleva el 
expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitu-
ción Española, 1, 3, 20, 39, 40, 66, 83, 
211 a 220, 224 y 228 de la Ley Hipote-
caria, 314 y siguientes del Reglamento 
Hipotecario y Resoluciones de la Direc-
ción General de los Registros y del Nota-
riado de  2 de octubre de  2007, 23 de 
diciembre de  2008 y  5 de enero 
de 2010.

1.  En el supuesto de hecho objeto de 
recurso el titular registral de la finca re-
gistral 8343 de la Pobla de Vallbona soli-
cita se expida certificación literal del es-
tado de cargas de dicha finca, previa 
cancelación de oficio de las anotaciones 
de embargo que la gravan, concreta-
mente: letra A prorrogada por la D, letra 
B prorrogada por la C a favor de Banco 
de Sabadell y letra E prorrogada por la G 
a favor del Banco Exterior de España. 
Funda su solicitud de cancelación en dos 
motivos: en el caso de la anotación letra 
E prorrogada por la G, manifiesta el recu-
rrente que afectan a su finca de forma 
indebida porque el Banco Exterior de Es-
paña nunca embargó tal finca, existiendo 
un error que debe rectificarse, razón que 
le permite solicitar la cancelación; y 
porque a pesar de haber sido prorrogadas 
todas las anotaciones, deben conside-
rarse caducadas, por el transcurso de 4 
años desde que se anotó su prórroga pro-
cediendo su cancelación. El Registrador 
no expide la certificación por dos ra-
zones: no ser posible expedirla sin las 
cargas, porque los asientos, una vez prac-

ticados están bajo la salvaguarda de los 
Tribunales, y para rectificarlos, debe ob-
servarse lo dispuesto en el artículo  40 
y 211 y siguientes de la Ley Hipotecaria, 
y artículo  314 y siguientes del Regla-
mento Hipotecario. Además se deniega la 
expedición de certificación porque no es 
procedente la aplicación de la nueva re-
dacción del artículo 86 de la Ley Hipote-
caria por haberse prorrogado con anterio-
ridad a la reforma de la Ley de Enjuicia-
miento Civil. Éste último defecto no se 
recurre.

2.  El único defecto que es objeto de 
recurso debe ser confirmado. La anota-
ción preventiva se practicó por resolu-
ción judicial sobre una finca procedente 
por agrupación de otras dos, a pesar de 
que inicialmente se dirigiera sobre una de 
las agrupadas, lo que motivó manda-
miento judicial subsanatorio. Ello condi-
ciona que al producirse posteriormente la 
desagrupación de la finca debe produ-
cirse un arrastre de la carga a las dos 
fincas resultantes, una de ellas la finca a 
la que se refiere la solicitud de certifica-
ción. En este sentido es principio registral 
esencial que los asientos, una vez practi-
cados, están bajo la salvaguardia de los 
Tribunales (artículo 1 de la Ley Hipote-
caria) y producen todos sus efectos mien-
tras no se declare su inexactitud en los 
términos establecidos en la propia Ley. A 
tal fin es necesario como regla general el 
consentimiento de todos sus titulares o en 
su defecto, resolución judicial firme dic-
tada en procedimiento dirigido contra 
tales titulares, y sin que en ningún su-
puesto baste una simple instancia privada 
por ser también principio básico de 
nuestro Derecho hipotecario que sólo la 
documentación auténtica y pública 
puede tener acceso al Registro. Por eso 
mismo, el recurso ante esta Dirección 
General no es el cauce adecuado para las 
pretensiones formuladas.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso y confirmar la nota 
de calificación del Registrador en los tér-

Boletín núm. 2113–Pág. 62



           

–  1649  –

minos que resultan de los anteriores pro-
nunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos  325 y  328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 7 de mayo de 2010.–La Direc-
tora General de los Registros y del Nota-
riado, María Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 17 de mayo de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
contra la negativa de la registradora de 
la propiedad nº 39 de Madrid, a practicar 
una anotación preventiva de crédito re-
faccionario. («BOE» núm. 162 de 5 de 
julio de 2010)

En el recurso interpuesto por don J. M. 
G. V., en nombre y representación de 
doña M. C. S. G., contra la negativa de la 
Registradora de la Propiedad de Madrid 
número 39, doña María Josefa C. Pérez 
Martín, a practicar una anotación preven-
tiva de crédito refaccionario.

Hechos

I

Mediante escrito presentado en el ci-
tado Registro de la Propiedad el veinti-
nueve de octubre de dos mil nueve, doña 
M. C. S. G. solicitó la práctica de una 
anotación preventiva de crédito refaccio-
nario sobre determinadas fincas, sobre la 
base de que el veintitrés de abril de dos 
mil tres, dicha señora había ingresado en 
la Cooperativa «El Balcón de O’Donnell», 

con la finalidad de obtener una vivienda 
de protección pública de las que aquélla 
promocionaba, siendo la empresa «Ges-
pozuelo, S. L.», la que promovía esa Coo-
perativa. Manifestaba la solicitante que 
con el dinero que aportó en su día se 
compraron determinadas fincas regis-
trales inscritas en dicho Registro a nombre 
de la citada Cooperativa, que detalla, 
aclarando que dichos terrenos se com-
praron con las aportaciones de los socios 
y no con el capital social en los años 2005 
y 2006, por lo que solicitaba la «anota-
ción preventiva del crédito refaccionario 
sobre el proyecto de construcción de la 
vivienda en su apartado de compra de 
terrenos por importe de  48.874,04 
euros».

II

Dicho documento fue objeto de califi-
cación negativa que a continuación se 
transcribe:

«... Previa calificación del precedente 
documento, no se practica la anotación 
del crédito refaccionario en él solicitada 
en base a los siguientes hechos y funda-
mentos de derecho:

Hechos. El veintinueve de octubre de 
dos mil nueve, a las 12:50 horas, se pre-
senta, en el asiento 1668 del diario 28, 
una solicitud de anotación preventiva de 
crédito refaccionario, a solicitud de doña 
M. C. S. G. Dicha solicitud se basa en que 
el veintitrés de abril de dos mil tres de-
cidió ser parte de la Cooperativa ‘‘El 
Balcón de O’Donnell  S. C. M. V, para 
obtener una vivienda de protección pú-
blica, y que la empresa que promueve 
esa Cooperativa es Gespozuelo, S. L. 
Según la solicitante con el dinero que 
aportó se compraron las fincas regis-
trales 6286 (en realidad la 6268) y 14284 
(aclarando que dichos terrenos se com-
praron con las aportaciones de los socios 
y no con el capital social en los años 2005 
y 2006).
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A dicha instancia se acompañan los 
siguientes documentos:

1.º  Un escrito de fecha 18 de febrero 
de 2009, del Consejo Rector de la Coo-
perativa El Balcón de O’Donnell S. C. M. 
V., en el que se comunica la cantidad 
aportada por doña M. C. S. G. a la Coo-
perativa; la fecha en la cual el Consejo 
aceptó y calificó su baja como voluntaria, 
Acta de  15 de septiembre de  2008, el 
artículo 14 de los estatutos que prevén las 
consecuencias de la baja y los reem-
bolsos que deben producirse.

Dicho escrito no tiene las firmas legiti-
madas.

2.º  Contrato de inscripción en el 
Balcón de O’Donnell S. C. M. V., con 
número de socio 169, promoción entrega 
del Sur-Este de Vicálvaro, Madrid 
(UZP  2.01, UZP  2.02; UZP  2.03; 
UZP 2.04), de fecha 23 de abril de 2003 
(con el anexo donde constan las canti-
dades entregadas), suscrito entre la soli-
citante de la anotación y la Cooperativa 
representada por don L. E. C. V., doña M. 
I. G. H. y don J. G. M., en calidad de 
Presidente, Vicepresidente y Secretario 
de la Cooperativa. Así como la memoria 
de calidades.

Dicho documento se encuentra com-
pulsado con el original por el Secretario 
del Ayuntamiento de Navalcarnero el 
día  26 de octubre de  2009. Pero en el 
documento original las firmas no están 
legitimadas.

3.º  Modificación al contrato de ins-
cripción antes citado, de fecha  26 de 
marzo de 2008, suscrito por las mismas 
partes. Se modifica la vivienda a adquirir, 
que pasa a ser de 90 metros cuadrados y 
cuatro dormitorios y adquiere un número 
distinto de cooperativista, el nú-
mero 250.

Dicho documento se encuentra com-
pulsado con el original por el Secretario 
del Ayuntamiento de Navalcarnero el 
día  26 de octubre de  2009. Pero en el 

documento original las firmas no están 
legitimadas.

La situación de las fincas sobre las que 
se solicita la anotación, registrales 6268 
y 14284: La 6268 figura inscrita a favor de 
la Cooperativa El Balcón de O’Donnell, 
Sociedad Cooperativa Madrileña de Vi-
viendas, en pleno dominio, en cuanto a 
una participación del cincuenta por 
ciento, y dicha participación además de 
las notas de afección al Impuesto de la 
inscripción 3.ª, y la de estar incluida en la 
Junta de Compensación del UZP. 2.04 
Desarrollo Este. Los Berrocales, quedando 
afecta al cumplimiento de las obliga-
ciones inherentes al sistema de compen-
sación o expropiación en caso de propie-
tarios no adheridos, habiéndose expedido 
la certificación de dominio y cargas, apa-
rece gravada con una hipoteca a favor de 
la Caja de Ahorros del Mediterráneo, que 
causó la inscripción 7.ª, respondiendo la 
citada participación de esta finca de un 
principal de doscientos mil euros, más 
responsabilidades accesorias; y la 
finca 14284, aparece inscrita en su tota-
lidad a favor de la Cooperativa El Balcón 
de O’Donnell, Sociedad Cooperativa Ma-
drileña de Viviendas, en pleno dominio, y 
además de las notas de afección al Im-
puesto de la inscripción 1.ª y 6.ª, y la de 
estar incluida en la Junta de Compensa-
ción del UZP. 2.04 Desarrollo Este. Los 
Berrocales, quedando afecta al cumpli-
miento de las obligaciones inherentes al 
sistema de compensación o expropiación 
en caso de propietarios no adheridos, ha-
biéndose expedido la certificación de do-
minio y cargas, aparece gravada con una 
hipoteca a favor de la Caja de Ahorros del 
Mediterráneo, que causó la inscrip-
ción 6.ª, respondiendo de un principal de 
dos millones novecientos setenta y nueve 
mil trescientos dieciocho euros, con cin-
cuenta y cinco céntimos, más presta-
ciones accesorias.

Fundamentos de Derecho: No se prac-
tica la anotación de crédito refaccionario 
solicitada habida cuenta de que dicha 
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anotación debe practicarse cuando el cré-
dito que garantiza tenga ese carácter de 
crédito refaccionario, carácter que no es 
a la legislación hipotecaria a la que co-
rresponde definir (lo que debe entenderse 
por crédito refaccionario), sino a la legis-
lación civil sustantiva, perteneciendo a la 
legislación hipotecaria solo el ámbito de 
la publicidad en materia inmobiliaria.

Se trata, pues, de dilucidar «si los re-
embolsos» de las aportaciones hechas 
por un socio de una cooperativa de vi-
vienda que ha causada baja justificada en 
la misma tienen o no el carácter de cré-
dito refaccionario.

La doctrina, ya que no hay un con-
cepto establecido legalmente de refac-
ción sino que el código se limita a esta-
blecer su preferencia en relación con 
otros créditos, ha ido perfilando junto 
con la jurisprudencia los contornos del 
concepto; refacción quiere decir etimo-
lógicamente acción de hacer o reparar 
una cosa, pero hoy es mantenido casi 
unánimemente que debe ser interpretado 
en un sentido amplio y que podría abarcar 
desde la reconstrucción de un edificio, la 
rehabilitación, mejora, e incluso la cons-
trucción ex novo.

También es cierto que es unánime la 
doctrina y la jurisprudencia al interpretar 
que el crédito refaccionario no nace ne-
cesariamente de un préstamo en el sen-
tido técnico jurídico que ha de darse a 
dicho contrato, sino también de aquellos 
otros que hayan contribuido de modo 
directo al resultado de una construcción, 
reparación, conservación o mejora de un 
inmueble, refiriéndolo a toda relación 
jurídica que implique un adelanto por el 
contratista al propietario.

No parece estar restringido el privilegio 
exclusivamente a un contrato de préstamo 
ya fuere de dinero o de efectos, sino que 
privilegia al que tuviere un crédito, de 
cualquier tipo, derivado de haber inver-
tido en la construcción o conservación de 
una cosa que sin su actividad no estaría 

en el patrimonio del deudor (así, la Ley 
Hipotecaria habla de cantidades «que de 
una vez o sucesivamente se anticiparen»). 
En definitiva, cualquier contrato por el 
que se pretenda financiar tiene por causa 
conceder crédito sin necesidad de fingir 
que se constituye un préstamo.

Por último es claro que el fundamento 
del privilegio refaccionario es el aumento 
de valor del bien refaccionado introdu-
cido por el acreedor en el patrimonio del 
deudor, pero también parece claro que 
siempre referido a una construcción ya 
sea su realización, modificación, mejora, 
rehabilitación, etc.

Según la sentencia del Tribunal Su-
premo de  21 de mayo de  1987, serán 
refaccionarios todos los créditos surgidos 
como consecuencia, directa o indirecta, 
de un contrato de obra, de modo que 
cualquier financiación de una obra con-
sistente en construir, repara, mejorar, o 
conservar, será refaccionario.

No existen pronunciamientos jurispru-
denciales, al menos que me consten, que 
traten sobre la adquisición de terrenos 
para construir (ni en el ámbito cooperati-
vista) como créditos refaccionarios, y lo 
que sí remarca toda la jurisprudencia es 
que el concepto amplio de crédito refac-
cionario no autoriza su extensión indis-
criminada a todo el que tenga origen en 
un suministro de bienes o servicios que 
guarden cualquier tipo de relación con 
bienes inmuebles.

Ciñéndonos al caso que nos ocupa hay 
que apreciar:

1.º  Que los bienes sobre los que se 
pide la refacción son fincas a nombre de la 
Cooperativa El Balcón O’Donnell, una de 
ellas en cuanto a la participación del cin-
cuenta por ciento, pero que se trata de 
fincas rústicas (aunque inmersas en una 
actuación urbanística por compensación).

2.º  Que sobre dichas fincas no existe 
ninguna declaración de obra nueva, ni en 
construcción ni terminada.

Boletín núm. 2113–Pág. 65



–  1652  –

           

3.º  Que solamente existe una adqui-
sición de los terrenos (en los que posible-
mente se pretenda edificar). Que dicha 
adquisición no se puede determinar –es 
una cuestión de prueba– (que el regis-
trador no está legitimado para apreciar de 
la documentación aportada) si se realizó 
o no con el capital social de la coopera-
tiva, aunque el solicitante de la anotación 
asevera que fue con las aportaciones de 
los socios y no con el capital social. Cues-
tión difícil de entender si se tiene en 
cuenta que según el artículo 49 de la Ley 
de Cooperativas de Madrid (4/1999, de 30 
de marzo) que el capital social está cons-
tituido por las aportaciones obligatorias y 
voluntarias de sus socios y en su caso 
asociados, y el artículo 45 de la Ley de 
Cooperativas (Ley 27/1999, de 16 de julio) 
que viene a establecer lo mismo, y que 
conforme a los artículos 7 de ambas Leyes: 
La Cooperativa desde el momento de su 
inscripción tiene personalidad jurídica.

No parece que haya refacción, un au-
mento del valor de bien como conse-
cuencia de las obras, (reparación, mejora 
rehabilitación o construcción) en el patri-
monio del deudor (hasta ahora solo ha 
habido la adquisición del terreno), ya que 
como antes decía las fincas siguen califi-
cadas como rústicas y no existe declara-
ción de obra nueva.

Por otro lado, los artículos 15.4 de la 
Ley Estatal y 55.5 de la Ley Autonómica 
fijan la responsabilidad del socio que 
causa baja en la cooperativa. «Respon-
derá personalmente de las deudas so-
ciales… durante cinco años desde la pér-
dida de su condición de socio de las 
obligaciones contraídas por la coopera-
tiva con anterioridad a su baja hasta el 
importe... Parece el criterio establecido 
en estos preceptos contrario a la idea del 
privilegio que otorga la refacción. Puesto 
que hace responsable al cooperativista 
que causa baja de las deudas contraídas 
por la cooperativa. Parece colocar en si-
tuación más privilegiadas a los acree-
dores de la cooperativa que al propio 

cooperativista. La resolución de la Direc-
ción General de los Registros de  6 de 
abril de 2006 ratifica los criterios mante-
nidos en esta nota. En materia estricta-
mente hipotecaria se aprecia también 
una serie de defectos conforme a los 
artículos 42.8, 55, 59 a 64, 68.2, 92 y 93, 
95 de la Ley Hipotecaria, y antes  155 
a 160, 166-7, 197.5 y 206.8 del Regla-
mento Hipotecario.

El artículo 155 exige para solicitar la 
anotación la comparecencia de todos los 
interesados en la anotación, ya sea perso-
nalmente o debidamente representados. 
Salvo que las firmas estén legitimadas no-
tarialmente (cuestión que no se da en el 
presente supuesto). Es decir, haría falta o 
bien la comparecencia de ambas partes 
de la forma determinada en el artículo 155, 
es decir que haya acuerdo entre el deudor 
y el acreedor para solicitar la anotación 
(o que al menos el deudor titular registral 
tenga conocimiento de que se va a prac-
ticar la anotación, desde mi punto de 
vista, si admitiéramos que el crédito es 
refaccionario, véase artículo 55 del Re-
glamento Hipotecario, que exige al Juez 
la audiencia de todo el que tenga inte-
reses en contradecir la anotación), o bien 
solicitarlo por vía judicial, recomendando 
al interesado que anote preventivamente 
la demanda que entable para conseguir 
anotación del artículo 42.8 de la Ley Hi-
potecaria.

Existe, además, sobre las fincas una 
hipoteca inscrita, con lo cual el supuesto 
se desplazaría al artículo 61 del Regla-
mento Hipotecario, que exige convenio 
unánime en escritura pública o una pro-
videncia judicial.

Conforme al artículo 63, faltaría deter-
minar el valor de las fincas refaccionadas 
antes de empezar las obras. «Choca este 
precepto de nuevo con la calificación de 
este crédito como refaccionario», puesto 
que se habría incrementado el patrimonio 
del deudor como consecuencia de la ad-
quisición de los terrenos, pero no se ha 
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producido un incremento de valor de los 
terrenos como consecuencia de la refac-
ción.

Por los argumentos expuestos:

La dudosa clasificación del crédito 
como crédito refaccionario, ya que la 
prestación no parece haberse invertido 
inmediatamente en la refacción (mejora, 
construcción, rehabilitación, etc de una 
obra); Preceptos de la Ley de Coopera-
tivas que hacen responsable al socio que 
ha causado baja de las deudas de la coo-
perativa frente a otros acreedores (a los 
que sí parece atribuirles preferencia frente 
al socio); Calificación de terrenos como 
rústicos, inexistencia de declaración de 
obra nueva; Falta de fijación del valor 
inicial de las fincas objeto de refacción; 
Y falta del convenio unánime en escritura 
pública o providencia judicial; el Regis-
trador que suscribe deniega la anotación 
preventiva solicitada.

Contra el acuerdo de calificación an-
terior, que se comunica al presentante, 
podrán los interesados reclamar potesta-
tivamente o ante la...

Madrid, 16 de noviembre de 2009.–EL 
REGISTRADOR. [Firma ilegible y sello 
con el nombre y apellidos de la Registra-
dora]».

III

El representante de la solicitante de la 
anotación preventiva interpuso recurso 
contra la anterior calificación, alegando, 
en síntesis:

1.  Que es suficiente un contrato en 
el que figure el compromiso de financiar 
para que el mismo sea considerado cré-
dito refaccionario, pues es evidente la 
voluntad de financiar la vivienda con el 
mismo, toda vez que la solicitante de la 
anotación aportó las cantidades que en el 
contrato se indican. Por ello, ha de enten-
derse que simplemente las aportaciones 
de cantidad a una promoción son causa 
directa para ser considerado aquel como 

préstamo refaccionario. Además, en este 
caso se compraron terrenos rústicos y se 
convirtieron en urbanos realizándose una 
mejora de los mismos.

2.  Que en línea con la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 21 de mayo de 1987, 
son créditos refaccionarios todos los sur-
gidos como consecuencia, directa o indi-
recta, de un contrato de obra, de modo 
que cualquier financiación de una obra 
consiste en construir, reparar, mejorar o 
conservar será refaccionario, y precisa-
mente lo presentado al Registro es un 
contrato de obra concertado entre la so-
licitante y la Cooperativa, para realizar 
una vivienda, no para comprar una par-
cela, aunque esto último sea necesario 
para el resultado final perseguido.

En todo caso se muestra la confor-
midad con la nota, en el sentido que se 
exija por la Registradora la concurrencia 
de la solicitante y de la Cooperativa, toda 
vez que el crédito debe de ser inscrito 
con la aportación de legitimidad de las 
firmas de ambas partes –sic–; estando 
también conforme con la aplicación del 
artículo 61 del Reglamento Hipotecario, 
«pero sobre las fincas que se compra con 
el dinero puesto para el proyecto con el 
Cam es decir a las posteriores al 2005» 
–sic–.

3.  Que sólo el hecho de la firma de 
un contrato de construcción es suficiente 
causa para ser considerado como crédito 
refaccionario, independientemente de 
que el promotor o la cooperativa «se lo 
gaste en tierras, licencias o lo que sea», 
pues la calificación jurídica se da con 
independencia de que la vivienda se rea-
lice o no.

IV

Mediante escritos de 30 de noviembre 
de 2009, la Registradora de la Propiedad 
elevó el expediente a este Centro Direc-
tivo (con registro de entrada el día 3 de 
diciembre de 2009).
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Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos  1923 del Código 
Civil; 15 y 51 de la Ley 27/1999, de 16 de 
julio, de Cooperativas; 23.1, 49 y 55 de la 
Ley 4/1999, de 30 de marzo, de Coope-
rativas de la Comunidad de Madrid; 42, 
55, 59 a 64 y 92 a 95 de la Ley Hipote-
caria; 18, 20 a 23, 26, 27 y 35 de la Ley 
de  21 de agosto de  1893, de Hipoteca 
Naval; 90.1.3º y 90.2 de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal; 155 a 160, 166, 
197 y 206 del Reglamento Hipotecario; 
las Sentencias del Tribunal Supremo de 19 
de abril de 1975, 21 de mayo de 1987, 30 
de marzo de 1990, 5 de julio de 1990, 9 
de julio de 1993, 22 de julio de 1994, 21 
de julio de 2000 y 6 de febrero de 2006; 
y las Resoluciones de este Centro Direc-
tivo de 14 de junio de 1899, 9 de junio 
de  1911, 29 de marzo de  1954, 10 de 
diciembre de 1999, 12 de marzo de 2004 
y 6 de abril de 2006.

1.  En el presente recurso debe deci-
dirse si puede o no considerarse como 
crédito refaccionario, susceptible de ano-
tación preventiva en el Registro de la Pro-
piedad, el originado por la aportación 
que de una determinada cantidad de di-
nero ha realizado una persona al ingresar 
como cooperativista en una cooperativa 
de viviendas de la que posteriormente 
causa baja.

El solicitante de dicha anotación alega 
que con el dinero que aportó se com-
praron las fincas inscritas en dicho Re-
gistro a nombre de la citada cooperativa, 
para construir viviendas de protección 
pública, y que dichos terrenos se com-
praron con las aportaciones de los socios 
y no con el capital social de dicha en-
tidad.

La Registradora de la Propiedad de-
niega la práctica de la anotación preven-
tiva solicitada por entender, en esencia, 
que el eventual derecho de reembolso de 
la aportación en su día realizada no tiene 

la cualidad de crédito refaccionario. Con-
sidera que la adquisición de terrenos para 
construir no da lugar al nacimiento de 
créditos refaccionarios y que, además, en 
el Registro únicamente consta la mera 
adquisición de los terrenos, sin que figure 
ninguna declaración de obra nueva y sin 
que se pueda apreciar de la documenta-
ción aportada si se realizó o no con el 
capital social de la cooperativa.

2.  En nuestro ordenamiento jurídico 
no existe norma alguna que defina el cré-
dito refaccionario. El Código Civil se li-
mita a establecer determinada preferencia 
legal en favor de los créditos refacciona-
rios sobre los inmuebles que hubiesen 
sido objeto de la refacción, distinguiendo 
según consten o no en el Registro de la 
Propiedad (cfr. artículo 1923, números 3 
y 5). La Ley Hipotecaria dispone que el 
acreedor refaccionario puede exigir ano-
tación preventiva –con los efectos de la 
hipoteca– sobre la finca refaccionada (cfr. 
artículo  59 en relación con los artícu
los 42.8.º, 60 a 65 y 92 a 95). Asimismo, 
se regula la preferencia del crédito refac-
cionario en la Ley de Hipoteca Naval (cfr. 
artículos 18, 20 a 23, 26, 27 y 35) y en la 
Ley Concursal (artículos 90.1.3.º y 90.2).

Para la Real Academia Española de la 
Lengua, el calificativo «refaccionario», 
referido a un crédito, viene a indicar que 
procede de dinero invertido en fabricar o 
reparar algo, con provecho no solamente 
para el sujeto a quien pertenece, sino 
también para otros acreedores o intere-
sados en ello.

Puede afirmarse que se considera cré-
dito refaccionario el contraído en la cons-
trucción, conservación, reparación o me-
jora de una cosa, generalmente un in-
mueble. Tradicionalmente se ha exigido 
a la figura del acreedor refaccionario una 
colaboración personal en las tareas vin-
culadas a la cosa refaccionada. Y, según 
la evolución jurisprudencial, el crédito 
deriva de la anticipación de dinero, ma-
terial o trabajo con dicha finalidad.
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En efecto, la más reciente jurispru-
dencia del Tribunal Supremo (cfr. la Sen-
tencia de 21 de julio de 2000 y las demás 
citadas en los «Vistos» de la presente Re-
solución), a la hora de proporcionar rasgos 
definitorios de esta figura, ha puesto de 
manifiesto que el crédito refaccionario no 
nace necesariamente de un préstamo, en 
el sentido técnico-jurídico que ha de 
darse a dicho contrato, sino también de 
aquellos otros contratos que hayan contri-
buido, de modo directo, al resultado de 
una construcción, reparación, conserva-
ción o mejora de un inmueble, refirién-
dolo a toda relación jurídica que implique 
un adelanto por el contratista al propie-
tario. Se entiende igualmente que la pa-
labra «anticipar», empleada por el 
artículo  59 de la Ley Hipotecaria para 
anotar las cantidades entregadas de una 
vez o de modo sucesivo, ha de entenderse 
de modo amplio y comprensivo del ade-
lanto que el contratista ha de hacer para 
ejecutar la obra, siendo el término «can-
tidad» una referencia a la valoración y 
determinabilidad a que alude el 
artículo 1273 del Código Civil, máxime 
cuando el artículo 60 de aquella ley se 
refiere al «dinero o efectos en que con-
sistan los mismos créditos». Todo ello, 
superando anteriores pronunciamientos 
del mismo Tribunal Supremo que habían 
aplicado el que se podría calificar como 
concepto estricto de crédito refaccionario, 
ciñéndolo al derivado de un contrato de 
préstamo de dinero destinado a la cons-
trucción o reparación de un edificio.

Ahora bien, en dicha jurisprudencia 
también se pone de relieve que tal «con-
cepto amplio de crédito refaccionario no 
autoriza, empero, su extensión indiscri-
minada a todo el que tenga su origen en 
el suministro de bienes o servicios que 
guarden cualquier tipo de relación con 
bienes inmuebles». Y es que, en aquellos 
casos también calificados como su-
puestos de crédito refaccionario por el 
Alto Tribunal, se desprendía que el 
acreedor había ejecutado la propia obra 

del edificio o bien había suministrado 
elementos, integrados de forma fija en el 
inmueble en cuestión.

3.  En el caso del presente recurso, y 
como acertadamente pone de relieve la 
Registradora en su calificación (que da 
perfecta cuenta de los antecedentes de 
hecho del caso y del contenido de los 
libros del Registro), a la vista de la preten-
sión de la solicitante de la anotación no 
puede afirmarse que estemos en pre-
sencia de una refacción, de un aumento 
de valor del bien como consecuencia de 
las obras, puesto que las fincas sobre las 
que pretende la anotación siguen califi-
cadas como rústicas y no existe declara-
ción de obra nueva sobre las mismas, 
debiendo recordarse, de nuevo, que es la 
incorporación del valor en el bien objeto 
de refacción –y no en el patrimonio del 
deudor– lo que tradicionalmente ha ve-
nido a justificar la preferencia reconocida 
en favor del crédito refaccionario y, por 
ende, la posibilidad de practicar la ano-
tación preventiva del mismo.

Por lo demás, también deben compar-
tirse los razonamientos que la Registra-
dora expresa en su nota al interpretar el 
alcance de los artículos  15.4 de la 
Ley 27/1999, de 16 de julio, de Coopera-
tivas Estatal, y  55.5 de la Ley  4/1999, 
de 30 de marzo, de Cooperativas de la 
Comunidad de Madrid, pues tales pre-
ceptos determinan la responsabilidad del 
socio que causa baja en la cooperativa, 
estableciendo que aquél responderá per-
sonalmente de las deudas sociales (obli-
gaciones contraídas por la cooperativa 
con anterioridad a su baja y previa exclu-
sión del haber social), durante cinco años 
desde la pérdida de su condición de socio 
y hasta el importe reembolsado, por lo 
que resulta evidente que al hacer respon-
sable al cooperativista con esa extensión, 
coloca a los acreedores sociales en situa-
ción más privilegiada que a aquél, lo cual 
se opone al privilegio que otorga la refac-
ción.
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Añádase a lo anterior para concluir, y 
como refuerzo de la consideración de 
mera pretensión personal que tiene el de-
recho de reembolso del socio, que el Tri-
bunal Supremo ha encuadrado la acción 
para reclamarlo en el ámbito del 
artículo 1964 del Código Civil (plazo de 
prescripción de las acciones personales 
que no tengan fijado un término espe-
cial).

4.  Por último, tampoco cabe olvidar 
las objeciones formales que se contienen 
en la parte final de la nota de calificación 
y que el recurrente admite en su escrito, 
por lo cual queda reforzada, aun más, la 
negativa a la práctica de la anotación 
pretendida.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso y confirmar la cali-
ficación impugnada.

Contra esta resolución, los legalmente 
legitimados, pueden recurrir mediante 
demanda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos  325 y  328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 17 de mayo de 2010.–La Di-
rectora General de los Registros y del 
Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 19 de mayo de 2010, de 
la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, en el recurso interpuesto 
por Villaricos, S.L. contra la negativa del 
registrador de la propiedad de Cuevas 
del Almanzora, a la inscripción de una 
reparcelación urbanística. («BOE» 
núm. 162 de 5 de julio de 2010)

En el recurso interpuesto por don E. A. 
M., Abogado, en nombre y representa-
ción de la entidad «Villaricos, S.L.», 

contra la negativa del Registrador de la 
Propiedad de Cuevas del Almanzora, don 
Íñigo Mateo Villa, a la inscripción de una 
reparcelación urbanística.

Hechos

I

Se presenta en el Registro certificación 
administrativa del acuerdo del Ayunta-
miento de Cuevas del Almanzora en la 
que se recoge la aprobación definitiva del 
Proyecto de Reparcelación del Sector Vi-
llaricos I NNSS 94 del término municipal 
de Cuevas del Almanzora.

II

El Registrador deniega la práctica de 
las correspondientes operaciones regis-
trales en méritos dé la siguiente nota de 
calificación: «Registro de la Propiedad de 
Cuevas del Almanzora. Hechos. Presen-
tado en este Registro de la Propiedad Pro-
yecto de Reparcelación del Plan Parcial 
VI-1 en Villaricos: T.M. Cuevas del Al-
manzora (Almería), Texto Refundido 
(Subsanación de deficiencias), el Regis-
trador de la Propiedad que suscribe, de 
conformidad con el artículo 18 de la L. 
H. ha procedido a la calificación de este 
documento, de acuerdo con los siguientes 
hechos y fundamentos de derecho: Fun-
damentos de hecho y de derecho. 1. En 
cuanto a la finca 16404, el citado docu-
mento presentado señala que la cabida 
actual es de 802.017 metros cuadrados si 
bien en el año dos mil uno se practicó 
una segregación sobre la mentada finca 
quedando ésta con una superficie 
de 792.017 metros cuadrados por lo que 
resulta físicamente imposible practicar 
una segregación de 793.233 metros cua-
drados sobre la misma unidad registral. 
En consecuencia, para lograr el fin de-
seado resulta imprescindible la cons-
tancia del exceso de cabida sobre la finca 
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matriz para, posteriormente, proceder a 
la segregación de la misma y dar lugar a 
la finca de origen de conformidad con los 
artículos  7.2, y.3, y  8.1 del Real De-
creto  1093/1997; 2 Se hace precisa la 
determinación de las fincas de origen 
(artículo 7.4 RD y 101.2b LOUA 7/2002) 
de acuerdo con «las superficies o aprove-
chamientos aportados» y no sólo me-
diante la determinación del número de 
finca registral de origen así como su co-
rrelativa finca de resultad sin que sea su-
ficiente una mención genérica a la finca 
de origen; 3. Es precisa la adecuada des-
cripción de las construcciones que se 
mantienen en la Unidad de Ejecución 
(vid. artículo 7.7 RD); 4. En consecuencia, 
y sin perjuicio de lo dicho más arriba, es 
necesario el total cumplimiento de las 
prescripciones contenidas en el artículo 7 
RD; 5. No se hace constar el valor de las 
fincas regístrales (vid. artículos  254 LH 
y  102 LOUA  7/2002; 6. No se hacen 
constar las circunstancias personales de 
los adjudicatarios en los términos de los 
artículo 9 de la Ley Hipotecaria y 51 de 
su Reglamento; 7. No se hacen constar, 
para el caso de adjudicación en comu-
nidad romana (vid. artículos  392 y ss. 
CC), las cuotas correspondientes a cada 
uno de los comuneros (vid. artículo 45, 
párrafo tercero, del Reglamento Hipote-
cario y Resolución de la Dirección Ge-
neral de los Registros y del Notariado de 
fecha dieciséis de mayo de mil nove-
cientos setenta y nueve y sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo  13 RD), de-
biendo sumar la totalidad de las cuotas el 
cien por ciento de la titularidad salvo 
causa justificada; 8. En cuanto a la en-
tidad Zafiro Murcia, S.L., debe justificarse 
y hacerse constar el cambio de denomi-
nación que eventualmente sufrió la ci-
tada sociedad tal y como se manifiesta en 
el documento presentado de conformidad 
con los artículos 9 y 51 de la Ley y Regla-
mento Hipotecario, respectivamente, 2 
y 71 de la Ley 2/1995, de 23 de marzo, 
de Sociedades de Responsabilidad Limi-
tada, 115 del Real Decreto 1784/1996, 

de 19 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro Mercantil; 9. En 
cuanto a la firma del acuerdo de Repar-
celación por el Presidente de la Junta 
(firma ilegible), debe acreditarse la iden-
tidad del firmante, su calidad de presi-
dente así como la adecuada constitución 
mediante inscripción de la Junta de Com-
pensación, la intervención o no de la to-
talidad o parte de los propietarios afec-
tados así como la participación en la 
gestión del sistema mediante adhesión en 
la Junta de Compensación y, en caso ne-
gativo, el ejercicio o respeto de sus res-
pectivos derechos, la validez de los 
acuerdos que motivan la conformidad de 
la reparcelación y el nombramiento de su 
Presidente así como su coincidencia con 
quien firma el presente proyecto (vid. 
artículos 107, 111, 129, 130 con excep-
ción de su apartado a), 134, 135 y 136.2); 
10. Por último, el Plan de Ordenación del 
Territorio Levante Almeriense (en ade-
lante, POTALA) señala que «en octubre 
de 2001, el Ciemat comunicó al Consejo 
de Seguridad Nuclear que el inventario 
radiológico de los terrenos afectados por 
el accidente aéreo del  17 de enero 
de 1966 era significativamente superior 
que el estimado previamente y que los 
cambios que se estaban produciendo en 
el uso del suelo podían incrementar el 
riesgo radiológico de parte de la pobla-
ción, debido a u incremento en la incor-
poración de actividad por inhalación...el 
presente plan tiene en cuenta las zonifi-
caciones establecidas por el Plan de In-
vestigación Energética y Medioambiental 
del CIEMAT para estos ámbitos»; que 
como consecuencia de ello el artículo 79 
del POTALA relativo a los riesgos catas-
tróficos en su punto tercero señala que 
«en la zona afectada por el accidente 
nuclear de 1966 se establecerán las res-
tricciones de uso establecidas por el Plan 
de investigación energética y medioam-
biental del CIEMAT, de manera que el 
planeamiento urbanístico clasificará 
como suelo no urbanizable de especial 
protección por contaminación radioló-
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gica, los terrenos afectados residualmente 
por contaminación hasta la recuperación 
ambiental de los mismos que se delimitan 
en el Plano de Protección y Mejora de los 
Recursos Naturales y Riesgos»; que el 
mismo POTALA aporta planos indicativos 
de cuál es el área de especial protección 
por los motivos citados y que la misma 
coincide parcialmente con la Unidad de 
Ejecución del Plan de Reparcelación ob-
jeto de esta calificación; que el POTALA 
señala en su artículo 1.2 que tiene por 
objeto «establecer los elementos básicos 
para la organización y estructura del te-
rritorio de su ámbito y ser el marco de 
referencia territorial para el desarrollo y 
coordinación de las políticas, planes, 
programas y proyectos de las Administra-
ciones y Entidades Públicas, así como 
para las actividades de los particulares»; 
que el artículo 79 párrafo tercero preci-
tado tiene el carácter de «directriz» y que 
de conformidad con el artículo  3 del 
mismo POTALA supone que se trata de 
una determinación vinculante en cuanto 
a sus fines. Sigue la norma diciendo que 
«con sujeción a ellas, los órganos com-
petentes de las Administraciones Públicas 
a quienes corresponda su aplicación es-
tablecerán las medidas concretas para la 
consecución de dichos fines...»; que, en 
consecuencia, debe denegarse la práctica 
de la inscripción solicitada por hallarse la 
Unidad de Ejecución Urbanística en un 
área considerada como suelo no urbani-
zable de especial protección por conta-
minación radiológica, siendo este defecto 
el único insubsanable de todos los ex-
puestos. Resolución – Ha decidido de-
negar la inscripción solicitada por las ci-
tadas faltas subsanables (1 a 9) e insubsa-
nables (10). Contra esta calificación (…) 
Cuevas del Almanzora, a nueve de oc-
tubre de dos mil nueve. El Registrador.»

III

La entidad mercantil anteriormente ex-
presada impugna la calificación ale-
gando: que únicamente recurre los de-

fectos número 5 (no hacerse constar el 
valor de las fincas registrales, artícu
los 254 de la Ley Hipotecaria y 102 de la 
Ley de Ordenación Urbanística de Anda-
lucía, Ley 7/2002), y 10 (haber sido de-
clarada parte de la zona que comprende 
la reparcelación como suelo no urbani-
zable de especial protección por conta-
minación radiológica).

En cuanto al primero de los defectos 
recurridos alega el recurrente que los pre-
ceptos que se citan no imponen la obli-
gación de hacer constar el valor de las 
fincas, ni las aportadas al Proyecto de 
Reparcelación, ni las resultantes del 
mismo, en primer lugar, porque las ope-
raciones correspondientes están exentas 
del pago de los Impuestos de Transmi-
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados y, en segundo, porque el 
artículo  102 de la Ley de Ordenación 
Urbanística de Andalucía sólo contiene 
los criterios de valoración que se han de 
tener en cuenta en la elaboración de los 
proyectos de reparcelación, pero no esta-
blece la obligación de que en el proyecto 
correspondiente sea necesario determinar 
el valor de cada parcela resultante.

En cuanto al defecto número  10, la 
calificación del Registrador manifiesta 
que si bien es cierto que el Plan de Orde-
nación del territorio del Levante Alme-
riense (POTALA), aprobado por De-
creto 26/2009 de la Junta de Andalucía, 
contempla un área de especial protec-
ción por contaminación radiológica que 
coincide parcialmente con la unidad de 
ejecución y que está calificado como 
suelo no urbanizable, el Registrador se 
excede en su calificación pues tal califi-
cación, según el artículo  18 de la Ley 
Hipotecaria debe limitarse a lo que surja 
de los documentos presentados y de los 
asientos del Registro, siendo el artículo 79 
del POTALA, no una norma de aplicación 
directa, sino una directriz, correspon-
diendo su aplicación solamente a los ór-
ganos competentes de las Administra-
ciones Públicas a quienes corresponde su 
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aplicación y no a los particulares. Por 
otro lado, el Plan Parcial aplicable, que 
permite una actuación como la presente, 
fue aprobado por el Pleno de Cuevas del 
Almanzora y publicado en el Boletín Ofi-
cial de la Provincia, por lo que está ple-
namente vigente, siendo su aplicación 
preferente al Plan General.

Del expediente resultan comunica-
ciones de la Consejería de Vivienda y 
Ordenación del Territorio de la Junta de 
Andalucía y del Centro de Investigaciones 
Energéticas, Medioambientales y Tecno-
lógicas (CIEMAT) del Ministerio de 
Ciencia e Innovación.

IV

El Registrador revocó el primero de los 
defectos recurridos, manteniendo su cri-
terio respecto del último de ellos, y en-
viando el expediente a este Centro Direc-
tivo con fecha 1 de diciembre de 2009.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos  1 y  18 de la Ley 
Hipotecaria; 21.3 de la Ley 1/1994, de 
Ordenación del Territorio de Andalucía; 
130 de la Ley 62/2003, de Medidas Fis-
cales, Administrativas y del Orden Social; 
70 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de 
Bases del Régimen Local; 41 de la 
Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Or-
denación Urbanística de Andalucía, y 79 
del Plan de Ordenación del Territorio del 
Levante Almeriense aprobado por De-
creto 26/2009, de 3 de febrero.

1.  El único problema que plantea el 
presente recurso es el de dilucidar si debe 
inscribirse una reparcelación aprobada 
por un Ayuntamiento y que está de 
acuerdo con el Plan Parcial, pero que 
infringe tanto el Plan General que declara 
parte del terreno ocupado por la reparce-
lación como no urbanizable como los 
Acuerdos del Consejo de Ministros dic-

tados en ejecución del artículo 130 de la 
Ley de Medidas Fiscales, Administrativas 
y del Orden Social.

2.  Alega el recurrente que el Regis-
trador se excede en la calificación ya que 
tiene en cuenta circunstancias (los condi-
cionamientos urbanísticos) que no 
constan ni en el título presentado ni en el 
Registro. Olvida que, según la doctrina 
más autorizada, calificar es determinar si, 
conforme a la Ley (y en el concepto de 
Ley está cualquier norma jurídica apli-
cable y los Planes de ordenación lo son, 
y por ello constan publicados en el Bo-
letín Oficial correspondiente), procede o 
no practicar el asiento sobre el hecho 
cuya registración se solicita. En otras pa-
labras, calificar supone contrastar si el 
hecho cuya inscripción se solicita se 
adecua a la legalidad aplicable y para tal 
juicio de valor el Registrador cuenta con 
unos medios que son los documentos 
presentados y los asientos del Registro, 
los cuales ha de enjuiciar si se adecúan a 
la normativa correspondiente, entre la 
cual, por supuesto, están los Planes de 
Ordenación. Por todo ello, el Registrador 
en ningún momento se ha excedido en su 
función calificadora.

3.  Alega el recurrente que la reparce-
lación que se pretende inscribir está re-
cogida en el Plan Parcial correspondiente 
y éste debe prevalecer sobre el Plan Ge-
neral, por lo que la reparcelación objeto 
de este recurso debe ser inscrita.

4.  Del principio de jerarquía norma-
tiva se deriva con claridad lo siguiente: el 
artículo 130 de la Ley 62/2003, de Me-
didas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social dispone que el Gobierno 
establecerá un plan de vigilancia radioló-
gica. En desarrollo de esta disposición, y 
como consecuencia del accidente que 
tuvo lugar en Palomares en  1966, dos 
Acuerdos del Consejo de Ministros esta-
blecieron que una parte del terreno ocu-
pado por la reparcelación cuya inscrip-
ción se pretende es terreno no urbani-
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zable por tener riesgo radiológico. Por 
tanto, un Acuerdo del Consejo de Minis-
tros que desarrolla una Ley debe preva-
lecer sobre un Plan Parcial.

El Plan General aplicable (Plan Ge-
neral de Ordenación Urbana de Cuevas 
del Almanzora) recoge el carácter de no 
urbanizable de la zona anteriormente ex-
presada, siendo esta caracterización 
igualmente vinculante (vid. artículo 41 de 
la Ley de Ordenación Urbanística de An-
dalucía). Por ello es incorrecto afirmar 
que el Plan General de Cuevas del Al-
manzora establece simplemente una di-
rectriz que no es norma de aplicación 
directa «independientemente de las ac-
tuaciones que deban llevarse a cabo para 
la consecución de los objetivos estable-
cidos», pues, precisamente, y como con-
secuencia de la aplicación de una ley, 
una de las actuaciones que corresponde 
realizar es la de considerar no urbani-
zable la zona anteriormente repetida, 
perteneciente a la reparcelación, como 
consecuencia del peligro para las per-
sonas que podría significar la urbaniza-

ción antes de que el Estado lleve a cabo 
la ocupación de dichos terrenos con ob-
jeto de realizar las actuaciones de ca-
rácter científico que eliminen dicho 
riesgo.

Frente a ello no puede alegarse una 
supuesta permisibilidad de un Plan Par-
cial que ignora las obligaciones que 
vienen impuestas por una normativa su-
perior, como es la derivada de una Ley.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos  325 y  328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 19 de mayo de 2010.–La Di-
rectora General de los Registros y del 
Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.
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ministerio de justicia

Creadas 150 nuevas unidades judiciales 
para 2010 y los primeros 50 jueces 
de adscripción territorial

La inversión en las nuevas plazas • 
tendrán un presupuesto de 32,3 millones 
de euros. 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
un Real Decreto por el que se constituyen 
para este año 150 nuevas unidades judi-
ciales, de las que 134 son nuevos juz-
gados y 16 corresponden a plazas de 
magistrado en Tribunales Superiores de 
Justicia y Audiencias Provinciales. 
Además, se ponen en marcha las primeras 
50 plazas de Juez de Adscripción Territo-
rial, una figura de nueva creación estable-
cida en el Plan Estratégico de Moderniza-
ción de la Justicia (2009-2012), aprobado 
por el Consejo de Ministros el 18 de sep-
tiembre de 2009. Con estas 150 unidades 
judiciales más y las 50 nuevas plazas de 
jueces, el Ministerio de Justicia cumple 
con el compromiso adquirido en el ci-
tado plan para la creación de 200 uni-
dades judiciales en el presente año, cuyo 
presupuesto asciende a 32,3 millones de 
euros.

Puesta en marcha de los primeros • 
jueces de adscripción territorial. Los 
nuevos jueces de adscripción territorial 

estarán adscritos a los Tribunales Supe-
riores de Justicia y ejercerán sus funciones 
jurisdiccionales en las plazas que se en-
cuentren vacantes, como refuerzo de ór-
ganos judiciales, o en aquellas plazas 
cuyo titular se prevea que estará ausente 
por más de tres meses o, excepcional-
mente, por tiempo superior a un mes. Las 
cincuenta plazas de este tipo que ahora 
se crean contribuirán a reducir la interi-
nidad en el ejercicio de las funciones 
jurisdiccionales, potenciando su desem-
peño por miembros de la carrera judicial. 
Todo ello redundará en la agilización de 
la justicia y la mejora de los estándares 
de calidad del servicio público. Estas pri-
meras cincuenta plazas se han distribuido 
por comunidades autónomas de la si-
guiente forma: Andalucía (9), Aragón (1), 
Asturias (1), Illes Balears (2), Canarias (4), 
Cantabria (1), Castilla y León (2), Castilla-
La Mancha (2), Cataluña (7), C. Valen-
ciana (5), Extremadura (2), Galicia (2), 
Madrid (6), Murcia (2), País Vasco (3) y La 
Rioja (1).

Diez nuevos Juzgados de lo Mer-• 
cantil. Se crean con carácter provincial 
uno para Asturias y dos para Barcelona, y 
se trasforman otros siete de primera ins-
tancia ya existentes en Almería, Córdoba, 
Granada, Santander, León, Girona y Ta-
rragona. Con esta importante ampliación 
de la planta mercantil, unida a los planes 
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consejo de ministros

Viernes, 25 de junio de 2010
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de refuerzo puestos en marcha, se paliará 
el incremento de la litigiosidad derivada 
de la crisis económica. 

Diez nuevos Juzgados de lo Social.•   
Se pondrán en marcha nuevos juzgados 
en Las Palmas de Gran Canaria, San-
tander, Benidorm, Badajoz, Santiago de 
Compostela, Ourense, Pontevedra, Ma-
drid, Cartagena y Murcia. La ampliación 
de la planta en el orden social, al igual 
que en el caso de los juzgados mercan-
tiles, también supone una respuesta a la 
repercusión de la crisis económica en la 
justicia. 

Tres nuevos Juzgados exclusivos de • 
Violencia sobre la Mujer. Se crean en 
Alcobendas, Alcorcón y Gijón, tres par-
tidos judiciales donde hasta ahora no 
había un órgano judicial dedicado en ex-
clusiva a los asuntos de violencia contra 
las mujeres.

DISTRIBUCIÓN DE LOS NUEVOS JUZGADOS 

37 nuevos Juzgados de Primera 
Instancia 

Número 9 de Almería

Número 11 de Córdoba

Número 19 de Granada

Número 8 de Marbella

Número 5 de Fuengirola

Números 20 y 21 de Zaragoza

Número 24 de Palma

Número 12 de Santander

Número 10 de León

Número 9 de Salamanca

Número 15 de Valladolid

Número 7 de Albacete

Número 7 de Guadalajara

Número 8 de Terrassa

Número 8 de Lleida

Número 9 de Tarragona

Número 13 de Alicante

Número 4 de Benidorm

Número 6 de Denia

Número 7 de Elche

Número 6 de Orihuela

Número 4 de Torrevieja

Número 9 de Castellón

Número 6 de Gandía

Número 6 de Torrent

Número 7 de Badajoz

Número 13 de A Coruña

Número 14 de Vigo

Números 97, 98, 99, 100 y 101 de 
Madrid

Número 6 de Fuenlabrada

Número 14 de Murcia

Número 7 de Logroño

7 nuevos Juzgados de Instrucción 

Número 8 de Córdoba

Número 5 de Badalona

Número 5 de Mataró

Número 8 de A Coruña

Número 6 de Alcalá de Henares

Número 6 de Fuenlabrada

Número 6 de Móstoles

44 nuevos Juzgados de Primera 
Instancia e Instrucción 

Número 5 de Ayamonte

Número 5 de Linares

Número 2 de Fraga

Número 2 de Barbastro

Número 5 de Huesca

Número 4 de Siero

Número 8 de Inca

Boletín núm. 2113–Pág. 76



–  1663  –

           

Número 8 de Manacor

Número 9 de Arrecife

Número 8 de San Bartolomé de Tira-
jana

Número 8 de Telde

Número 9 de Arona

Número 5 de La Orotava

Número 7 de Palencia

Número 6 de Segovia

Número 6 de Zamora

Número 7 de Ciudad Real

Número 7 de Toledo

Número 4 de Torrijos

Número 8 de Manresa

Número 6 de Blanes

Número 3 de Balaguer

Número 4 de Amposta

Número 5 de Tortosa

Número 4 de Novelda

Número 4 de Vila Joyosa

Número 5 de Nules

Número 7 de Alzira

Número 5 de Carlet

Número 7 de Lliria

Número 4 de Massamagrell

Número 7 de Paterna

Número 4 de Quart de Poblet

Número 4 de Betanzos

Número 4 de Aranjuez

Número 8 de Collado-Villalba

Número 8 de Getafe

Número 8 de Majadahonda

Número 6 de Navalcarnero

Número 9 de Torrejón de Ardoz

Número 7 de Lorca

Número 7 de San Javier

Número 5 de Tudela

Número 4 de Tolosa

Número 4 de Pozuelo de Alarcón

1 nuevo Registro Civil Exclusivo 

Número 1 de Tarragona

18 nuevos Juzgados de lo Penal 

Número 2 de Motril

Número 14 de Málaga

Número 15 de Sevilla

Número 28 de Barcelona

Número 4 de Vilanova i la Geltrú

Número 6 de Girona

Número 5 de Tarragona

Número 4 de Orihuela

Número 4 de Pontevedra

Números 5 y 6 de Alcalá de Henares

Número 5 de Getafe

Números 33, 34, 35, 36 y 37 de Ma-
drid

Número 6 de Móstoles

5 nuevos Juzgados de lo Contencioso-
Administrativo 

Número 4 de Valladolid

Número 2 de Ciudad Real

Números 33 y 34 de Madrid

Número 6 de Bilbao

10 nuevos Juzgados de lo Social 

Número 10 de Las Palmas de Gran 
Canaria

Número 6 de Santander

Número 2 de Benidorm
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Número 4 de Badajoz

Número 3 de Santiago de Compos-
tela

Número 4 de Ourense

Número 4 de Pontevedra

Número 41 de Madrid

Número 3 de Cartagena

Número 8 de Murcia

Número 5 de Donostia-San Sebastián

4 nuevos Juzgados de Vigilancia 
Penitenciaria 

Número 10 de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, con sede en El Puerto 
de Santa María

Número 11 de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, con sede en Sevilla

Número 5 de la Comunitat Valenciana, 
con sede en Valencia

Número 3 de la Comunidad Autónoma 
de Galicia, con sede en Lugo

3 nuevos Juzgados de lo Mercantil

Números 9 y 10 de Barcelona

Número 3 de Asturias

3 nuevos Juzgados de Violencia 
sobre la Mujer

Número 1 de Gijón

Número 1 de Alcobendas

Número 1 de Alcorcón

PLAZAS DE MAGISTRADO 

En el Real Decreto aprobado hoy se 
recoge la dotación de dieciséis nuevas 
plazas de magistrado tanto en Tribunales 
Superiores de Justicia como en las Au-
diencias Provinciales.

Cuatro nuevas plazas de magistrados 
en Tribunales Superiores de Justicia

Un magistrado para la Sala de lo Con-
tencioso-administrativo del Tribunal Su-
perior de Justicia de Cataluña. 

Un magistrado para la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de la Ca-
taluña. 

Dos magistrados para la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Galicia. 

Doce nuevas plazas de magistrado 
en Audiencias Provinciales 

Un magistrado para la sección 1.ª de 
la Audiencia Provincial de Almería. 

Un magistrado para la sección 5.ª de 
la Audiencia Provincial de Granada. 

Un magistrado para la sección 2.ª de 
la Audiencia Provincial de Santa Cruz de 
Tenerife. 

Un magistrado para cada una de las 
secciones 15.ª , 20.ª y 22.ª de la Au-
diencia Provincial de Barcelona. 

Un magistrado para la sección 1.ª de 
la Audiencia Provincial de Girona. 

Un magistrado para cada una de las 
secciones 1.ª, 2.ª y 3.ª de la Audiencia 
Provincial de Navarra. 

Un magistrado para la sección 6.ª de 
la Audiencia Provincial de Vizcaya. 

Un magistrado para la Audiencia Pro-
vincial de Alicante y se crea la Sección 
10.ª de la Audiencia Provincia de Ali-
cante, cuya composición será de un pre-
sidente y dos magistrados. 

Transformación de Juzgados 
de Primera Instancia en Mercantil 

Además, y para aliviar los efectos de la 
crisis en el ámbito de la Justicia, los Juz-
gados de Primera Instancia número 7 de 
Almería, número 9 de Córdoba, número 14 
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de Granada, número 10 de Santander, nú-
mero 8 de León, número 6 de Girona y 
número 7 de Tarragona, en funcionamiento, 
se transforman en Juzgados de lo Mercantil 
número 1 de Almería, número 1 de Cór-
doba, número 1 de Granada, número 1 de 
Santander, número 1 de León, número 1 de 
Girona y número 1 de Tarragona. 

NUEVAS UNIDADES JUDICIALES 

2010

Plazas de Magistrado TSJ ............. 4

Plazas de Magistrado Audiencias. 12

Juzgados de Primera Instancia .....  37

Juzgados de Instrucción ............... 7

Juzgados de Primera Instancia e 
Instrucción ...............................

45

Juzgados de lo Penal .................... 18

Juzgados de Primera Instancia ..... 37

Registro Civil Exclusivo ................ 1

Juzgados de lo contencioso-Admi-
nistrativo ..................................

5

Juzgados de lo Social ................... 11

Juzgados de Vigilancia Penitencia-
ria ............................................

4

Juzgados de lo Mercantil ............. 3

Juzgados de Violencia sobre la 
Mujer .......................................

3

      Total .................................. 150

DISTRIBUCIÓN TOTAL POR COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS MÁS LAS 50 PLAZAS DE JUEZ 

DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL

COMUNIDAD 
O CIUDAD AUTÓNOMA

Unidades 
(plazas 

de Magistrado 
en órganos 
colegiados 
y Juzgados

Jueces 
de Adscripción 

Territorial

Andalucía ............ 15 9

Aragón ................. 5 1

COMUNIDAD 
O CIUDAD AUTÓNOMA

Unidades 
(plazas 

de Magistrado 
en órganos 
colegiados 
y Juzgados

Jueces 
de Adscripción 

Territorial

Asturias ................ 3 1

Illes Balears .......... 3 2

Canarias ............... 7 4

Cantabria ............. 2 1

Castilla y León ...... 7 2

Castilla-La Mancha. 6 2

Cataluña .............. 23 7

Comunidad Valen-
ciana ................

22 5

Extremadura ......... 2 2

Galicia ................. 11 2

Comunidad de Ma-
drid ..................

30 6

Región de Murcia. 5 2

Comunidad Foral de 
Navarra .............

4 0

País Vasco ............. 4 3

La Rioja ................ 1 1

    Total .............. 150 50

 
Medio Ambiente, y Medio Rural 

y Marino

INFORME SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY 
DE RESIDUOS Y SUELOS CONTAMINADOS 

Modernizará la legislación para ha-• 
cerla más ambiciosa y eficaz. 

La nueva política deberá orientarse • 
conforme al principio de jerarquía y ga-
rantizar la protección de la salud humana 
y del medio ambiente, maximizando el 
aprovechamiento de los recursos y mini-
mizando los impactos de su producción 
y gestión. 
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El Consejo de Ministros ha recibido un 
informe de la Ministra de Medio Ambiente, 
y Medio Rural y Marino sobre el Antepro-
yecto de la Ley de Residuos y Suelos Con-
taminados por el que se transpone una 
Directiva comunitaria de 2008 y se actua-
liza la legislación tras la experiencia ad-
quirida en más de diez años de aplicación 
de la primera ley general de residuos.

La nueva política de residuos deberá 
orientarse conforme al principio de jerar-
quía y garantizar la protección de la salud 
humana y del medio ambiente, maximi-
zando el aprovechamiento de los recursos 
y minimizando los impactos de su pro-
ducción y gestión.

Con el nuevo texto se moderniza el 
régimen jurídico de la producción y ges-
tión de los residuos, sistematizando y 
clarificando obligaciones y simplificando 
trámites administrativos, de modo que se 
garantice la trazabilidad en las opera-
ciones de gestión. Se clarifican, asimismo, 
las competencias de las entidades locales 
en relación con los residuos generados en 
los municipios.

Por primera vez se incorporan explíci-
tamente los conceptos de fin de la condi-
ción de residuo y de subproducto, facili-
tando el aprovechamiento de los recursos 
y suprimiendo cargas innecesarias.

El nuevo texto obliga a las Administra-
ciones Públicas a elaborar programas de 
prevención de residuos y a elaborar 
planes y programas de gestión en el ám-
bito de sus respectivas competencias. 

Recogida separada de residuos 
antes de 2015 

Conforme a lo que establece la legisla-
ción comunitaria, antes de 2015 se estable-
cerá la recogida separada de distintos ma-
teriales procedentes de residuos, así como 
un objetivo para los domésticos y similares 
del 50 por 100 de preparación para la reuti-
lización y reciclado antes de 2020. En el 

mismo año, los residuos de construcción y 
demolición deberán alcanzar un objetivo 
del 70 por 100 en reutilización, reciclado 
y valorización material. Por primera vez se 
regularán los biorresiduos al objeto de fo-
mentar su reciclado y aprovechar de forma 
óptima sus recursos.

Esta regulación prevé que los produc-
tores de productos que con su uso se 
convierten en residuos se involucren en 
la prevención y gestión de los mismos. 
Para los sistemas que se creen con este fin 
se establece un procedimiento coordi-
nado de autorización para armonizar su 
funcionamiento en todo el Estado.

Por otro lado, se regularán las obliga-
ciones de información sobre la gestión de 
los residuos al objeto de disponer de 
datos precisos y fiables, básicos para el 
control de la gestión y la evaluación de 
la eficacia de la aplicación de las polí-
ticas de residuos. Además se creará una 
Comisión Técnica de residuos como ór-
gano de cooperación y colaboración 
entre las autoridades competentes en ma-
teria de residuos.

Suelos contaminados 

Se mantiene el régimen aplicable a los 
suelos contaminados de la Ley de resi-
duos de 1998, y se matizan, entre otros, 
aspectos relacionados con la responsabi-
lidad de la contaminación de los suelos. 

El nuevo texto refuerza las funciones de 
vigilancia, inspección y control, en conso-
nancia con la supresión de determinadas 
autorizaciones y su sustitución por comu-
nicaciones. Asimismo, se ha clarificado y 
completado el régimen sancionador. 

Para la elaboración de esta propuesta 
se han mantenido reuniones con Comu-
nidades Autónomas, Entidades Locales y 
Consejo Asesor de Medio Ambiente. El 
trámite de información pública se inició 
el 14 de junio mediante su inclusión en 
la web del Ministerio y estará a disposi-
ción del público hasta el 31 de agosto.
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Viernes, 2 de julio de 2010

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

Creado el Observatorio 
del Empleo Público

El Consejo de Ministros ha aprobado un 
Real Decreto que tiene por objeto la crea-
ción, composición y régimen de funciona-
miento del Observatorio del Empleo Pú-
blico. Este órgano es una herramienta de la 
Planificación Estratégica de Recursos Hu-
manos, que recogerá, analizará y difundirá 
información sobre la situación actual del 
empleo en las Administraciones Públicas, y 
diseñará modelos prospectivos que sitúen al 
empleo público en condiciones de encarar 
adecuadamente las necesidades futuras.

Entre sus funciones destacan las de la 
realización de diagnósticos en materia de 
recursos humanos o el seguimiento de la 
calidad de los servicios y del empleo pú-
blico. Se encargará de analizar y formular 
propuestas y recomendaciones sobre el 
empleo público del conjunto de las Ad-
ministraciones Públicas y será un foro de 
intercambio y de comunicación de infor-
mación al respecto entre las mismas.

Con ello, el Observatorio permitirá rea-
lizar un diagnóstico en profundidad de la 
situación del empleo en las Administra-
ciones Públicas y determinar de qué manera 
se puede obtener el mejor rendimiento del 
capital humano que trabaja en las Adminis-
traciones, en interés de los ciudadanos.

El Observatorio del Empleo Público es 
un órgano colegiado interministerial, ads-
crito al Ministerio de la Presidencia, a 
través de la Secretaría de Estado para la 
Función Pública, y cuenta con un Pleno 
con representantes de la Administración 
General del Estado, de las Comunidades 
Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y 
Melilla y de las Entidades Locales, a través 
de la Federación Española de Municipios 
y Provincias. Además, participan represen-
tantes de las Organizaciones Sindicales 

presentes en la Mesa General de Negocia-
ción de las Administraciones Públicas.

La composición y funcionamiento del 
Observatorio permitirá conformar tam-
bién grupos de trabajo para facilitar su 
operatividad.

La creación de un Observatorio de esta 
naturaleza ha sido una demanda en los 
últimos años, que fue recogida en el 
Acuerdo Gobierno-Sindicatos para la 
Función Pública en el marco del diálogo 
social 2010-2012, de 25 de septiembre 
de 2009. Con la creación de este órgano 
se da cumplimiento a ese compromiso.

Fusionadas las Direcciones Generales 
de Cooperación Jurídica 
y de Relaciones con las Confesiones 
en el Ministerio de Justicia

El Consejo de Ministros ha aprobado un 
Real Decreto por el que se fusionan en una 
las Direcciones Generales de Cooperación 
Jurídica Internacional y de Relaciones con 
las Confesiones. La nueva Dirección Ge-
neral pasa a denominarse Dirección Ge-
neral de Cooperación Jurídica Internacional 
y de Relaciones con las Confesiones.

Al frente de la misma ha sido nom-
brada Aurora Mejía Errasquín, hasta ahora 
directora general de la primera de las dos 
citadas direcciones.

La unificación es consecuencia de la 
decisión del Consejo de Ministros del pa-
sado 30 de marzo de reducir el número 
de altos cargos y racionalizar la Adminis-
tración General del Estado.

Reducción del máximo de vacantes 
en los organismos de la Administración 
General del Estado

El Consejo de Ministros ha aprobado un 
Acuerdo mediante el que se establece que 
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el máximo de vacantes a disposición de los 
Departamentos y organismos de la Admi-
nistración General del Estado se reduce del 
8 al 5 por 100. Esta limitación, que evitará 
desviaciones al alza en sus masas salariales, 
se realizará a través de la amortización o 
supresión de vacantes de puestos de sus 
RPT (Relación de Puestos de Trabajo).

La medida afecta a departamentos, or-
ganismos, entidades gestoras y servicios 
comunes de la Administración del Estado, 
Seguridad Social, Agencias Estatales, 
entes públicos y entidades públicas em-
presariales. Quedarán exceptuados las 
Fuerzas Armadas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado, la Administración de Justicia 
y Centros Penitenciarios, y los servicios 
periféricos del Servicio Público de Em-
pleo Estatal y controladores aéreos.

Este Acuerdo se enmarca dentro de las 
medidas de austeridad y eficiencia en 
materia de empleo público aprobadas 
por el Gobierno, y la limitación se man-
tendrá durante todo el período de aplica-
ción del Programa de Estabilidad, que se 
prolonga hasta 2013.

MINISTERIO DE JUSTICIA

Creadas 85 plazas de Fiscales Decanos 
de secciones especializadas 

El Consejo de Ministros ha aprobado un 
Real Decreto por el que se fija en 85 el 
número máximo de fiscales decanos de 
secciones especializadas y se establece su 
distribución en todo el territorio nacional.

La figura del fiscal decano, cuya fun-
ción es la de dirigir las secciones especia-
lizadas creadas dentro de las fiscalías que 
lo precisen para su correcto funciona-
miento, teniendo en cuenta el tamaño de 
las mismas, posibilita la especialización 
del Ministerio Público que exige la cre-
ciente complejidad del trabajo.

Al mismo tiempo, el trabajo de estos 
fiscales decanos, que serán elegidos 

entre aquellos que ocupen plaza de co-
ordinación, salvo supuestos excepcio-
nales debidamente justificados que no 
podrán exceder del 10 por 100, permi-
tirá una mejor organización y coordina-
ción de los fiscales que se encargan de 
las distintas especialidades con que 
cuentan las fiscalías, como son violencia 
de género, menores, medioambiente, 
siniestralidad laboral, seguridad vial o 
extranjería.

Con esta norma se culmina y completa 
la organización del Ministerio Fiscal y se 
contribuye decisivamente a la especiali-
zación del Ministerio Público, mejorando 
su capacidad para asumir las tareas que, 
en defensa de la legalidad y de los dere-
chos de los ciudadanos, puedan enco-
mendarle futuras reformas legislativas en 
materia de investigación criminal.

La distribución de fiscales decanos por 
Comunidades Autónomas es la siguiente:

Comunidad Autónoma de Anda-• 
lucía: 18 

Comunidad Autónoma de Aragón: 1 • 

Comunidad Autónoma del Princi-• 
pado de Asturias: 1 

Comunidad Autónoma de Canarias: 7 • 

Comunidad Autónoma de Can-• 
tabria: 1 

Comunidad Autónoma de Castilla y • 
León: 2 

Comunidad Autónoma de Cataluña: • 
12 

Comunidad Autónoma de Galicia: 4 • 

Comunidad Autónoma de las Illes • 
Balears: 2 

Comunidad Autónoma de Madrid: 17 • 

Comunidad Autónoma de la Región • 
de Murcia: 2 

Comunidad Autónoma del País • 
Vasco: 1 

Comunitat Valenciana: 17• 
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MINISTERIO DE JUSTICIA

Aprobado el Proyecto de Ley 
de reforma de arbitraje

Establece un procedimiento arbitral • 
para resolver las controversias jurídicas 
relevantes que puedan surgir entre la Ad-
ministración General del Estado y sus 
Organismos Públicos, o entre dos o más 
de ellos. 

Las funciones de apoyo y control • 
judicial del arbitraje se atribuyen a las 
Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tri-
bunales Superiores de Justicia, que hoy 
corresponden a los Juzgados de Primera 
Instancia y de lo Mercantil. 

Reducirá carga de trabajo y costes a • 
los tribunales. Reforzará la posición inter-
nacional de España como Corte Arbitral, 
sobre todo con los países iberoameri-
canos. 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
la remisión a las Cortes Generales del 
Proyecto de Ley para la reforma de la Ley 
de Arbitraje y de Regulación del Arbitraje 
Institucional en la Administración Ge-
neral del Estado de 2003, que se acom-
paña de un Proyecto de Ley Orgánica 
complementaria por la que se modifica la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de 1995, 
en lo que se refiere a las funciones de 
apoyo al arbitraje de los tribunales, Pro-
yecto de Ley que también se remite a las 
Cortes Generales.

La finalidad de esta norma es impulsar 
los sistemas alternativos de resolución de 
conflictos o controversias, reduciendo así 
la carga de trabajo de los tribunales a la 
vez que los costes. Asimismo, otorga 
mayor rapidez y conformidad con la re-
solución por laudo, al haber sido dictado 
por árbitros designados por las partes. 
Con la reforma se pretende potenciar el 
uso del arbitraje y reforzar la posición 
internacional de España como corte de 

arbitraje, sobre todo en relación con los 
países iberoamericanos.

Principales modificaciones

Las funciones de apoyo y control • 
judicial del arbitraje se atribuyen a las 
Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tri-
bunales Superiores de Justicia, que in-
cluye el nombramiento judicial de los 
árbitros, el conocimiento de la acción de 
anulación del laudo y el exequátur de 
laudos extranjeros, que hoy corresponden 
a los juzgados de primera instancia y de 
lo mercantil. Se eleva, por tanto, el nivel 
de los órganos judiciales que realizan 
tales funciones y se potencia la unifor-
midad de criterio, lo que redunda en una 
mayor previsibilidad de las decisiones. 
Internacionalmente, esta medida es valo-
rada muy positivamente pues atribuir las 
decisiones jurisdiccionales derivadas del 
arbitraje, en especial el reconocimiento 
de laudos extranjeros a tribunales supe-
riores, supone elevar de rango la institu-
ción arbitral. 

Se modifica el tratamiento judicial • 
de la existencia de una cláusula arbitral, 
la cual deja de ser una falta de jurisdic-
ción o competencia que haya de ponerse 
de manifiesto mediante declinatoria, para 
tratarse como una excepción procesal, 
cuya tramitación resulta más funcional 
para los arbitrajes tanto nacionales como 
internacionales. 

Sin perjuicio de otras posibilidades • 
en el ámbito societario, se explicita la 
posibilidad del arbitraje en materia de 
impugnaciones sociales, reconociendo el 
arbitraje estatutario para las sociedades 
de capital. 

Se refuerzan la capacidad, la res-• 
ponsabilidad y las incompatibilidades de 
los árbitros, así como el papel de las ins-
tituciones arbitrales, en aras a potenciar 
su independencia y la transparencia de su 
labor. La reforma respeta el régimen de 

Viernes, 2 de julio de 2010 
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los arbitrajes de consumo, a los que las 
previsiones de la Ley de Arbitraje se 
aplican tan sólo supletoriamente. 

Se introducen modificaciones de • 
carácter formal en los laudos, en los 
cuales desaparece la mención a los votos 
particulares y se pasa a exigir en todo 
caso la motivación de los laudos. 

Se simplifica la tramitación de la • 
acción de anulación de los laudos defini-
tivos establecida en la vigente Ley de Ar-
bitraje y se incorpora como novedad una 
solución rápida a los supuestos de extra-
limitación parcial del laudo. 

También se incorporan las entidades • 
públicas a los sistemas alternativos de 
resolución de controversias con renuncia 
a cualquier otra vía jurisdiccional o ad-
ministrativa. A través de una disposición 
adicional, con la rúbrica de «Controver-
sias jurídicas en la Administración Ge-
neral del Estado y sus Organismos pú-
blicos» se establece un procedimiento 
arbitral para resolver las controversias ju-
rídicas relevantes que puedan surgir entre 
la Administración General del Estado y 
sus Organismos Públicos, o entre dos o 
más de ellos. Asimismo, el procedimiento 
será de aplicación a las sociedades mer-
cantiles estatales y fundaciones del sector 
público estatal con sus organismos de 
tutela o matrices. 

Quedan fuera de este procedimiento • 
las cuestiones de naturaleza penal, res-
ponsabilidad contable, conflictos de atri-
buciones y las cuestiones derivadas de las 
actuaciones de la Intervención General 
del Estado.

Por último, se modifica la vigente regla 
de nulidad del convenio arbitral en caso 
de concurso de acreedores por la de su 
vigencia, sin perjuicio de que el juez del 
concurso pueda anularlo en caso de per-
juicio para los acreedores. 

Regulada la aplicación de los procesos 
europeos monitorio y de escasa cuantía

Agilizará el cobro de deudas ante • 
los tribunales, de especial utilidad para 
las operaciones comerciales que afectan 
sobre todo a pequeños y medianos em-
presarios. 

Se eleva de novecientos a dos mil • 
euros la cantidad para la que no es pre-
cisa la intervención de abogado y procu-
rador en los procesos civiles. 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
la remisión a las Cortes Generales del 
Proyecto de Ley de modificación de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, para facilitar 
la aplicación en España de los procesos 
europeos monitorio y de escasa cuantía.

Esta reforma supone una aproximación 
a los instrumentos que, con igual propó-
sito de tutelar los créditos, se han ido 
implantando en la Unión Europea du-
rante estos últimos años a través de lo que 
la doctrina califica como un derecho pro-
cesal europeo. Asimismo, se han introdu-
cido en el derecho interno algunos prin-
cipios que inspira el derecho comunitario 
con el propósito de aproximar la legisla-
ción nacional a la europea.

En este sentido, se destaca que se ha 
elevado en el juicio verbal la cuantía para 
la que no es precisa la intervención de 
abogado y de procurador, que pasa de 
novecientos a dos mil euros, en conso-
nancia con la cantidad del proceso 
europeo de escasa cuantía.

En la legislación comunitaria, el pro-
ceso monitorio europeo aprobado por un 
Reglamento comunitario de 2006, apa-
rece como una vía de reclamación trans-
fronteriza de créditos pecuniarios no im-
pugnados, y el proceso europeo de es-
casa cuantía aprobado por otro 
Reglamento de 2007 permite cualquier 
tipo de demanda cuando su valor, ex-
cluidos los intereses, gastos y costas, no 
rebase los dos mil euros.
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Sólo asuntos civiles y mercantiles

Ambos procesos comprenden única-
mente reclamaciones en asuntos civiles y 
mercantiles, de acuerdo con las normas 
de la Unión Europea, con inclusión del 
contrato de trabajo dentro del ámbito del 
proceso monitorio europeo, que en el 
derecho español no se incluye dentro del 
Derecho Civil o Mercantil.

Los procesos europeo monitorio y de 
escasa cuantía tienen aplicación única-
mente en litigios transfronterizos. Sin em-
bargo, sí se ha pretendido equiparar cual-
quier reclamación de índole similar al 
margen de que se trate de un litigio na-
cional o transfronterizo, situando al 
mismo nivel a cualquier acreedor que 
reclame su deuda en España, tanto si re-
side en España, como si lo hace en otro 
país de la Unión Europea.

MINISTERIO DE TRABAJO E INMIGRACIÓN

Aprobado el Proyecto de Ley 
de economía social

Configura un marco jurídico único • 
para un sector que representa el 3 por 
100 del PIB y que se sitúa en torno a 
1.350.000 empleos. 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
la remisión a las Cortes Generales del 
Proyecto de Ley de Economía Social, con 
la que se reconoce como tarea de interés 
general la promoción, estímulo y desa-
rrollo de las entidades de la economía 
social y de sus organizaciones más repre-
sentativas.

La economía social es el ejercicio de 
actividad económica y empresarial en el 
ámbito privado mediante la asociación 
de personas que, conforme a unos prin-
cipios participativos y sociales, enca-
minan su acción al interés colectivo de 
sus miembros; pero también, en su caso, 

al interés general, tanto económico como 
social.

El objetivo básico de la Ley es confi-
gurar un marco jurídico que suponga el 
reconocimiento y mejor visibilidad de la 
Economía Social, otorgándole una mayor 
seguridad jurídica, sin pretender sustituir 
la normativa vigente de cada una de las 
entidades que conforman el sector.

Primacía del fin social sobre el capital

Estas organizaciones están formadas 
por un conjunto de entidades y empresas 
que actúan en la actividad económica 
mediante los siguientes principios: pri-
macía de las personas y del fin social 
sobre el capital; aplicación de los resul-
tados en función del trabajo y servicio 
prestado por los socios, y, en el caso de 
empresas que presten servicios sociales, 
los resultados se dirigen a intensificar di-
chas acciones; compromiso con el desa-
rrollo local, la cohesión y la estabilidad, 
y, por último, independencia del sector 
respecto a los poderes públicos.

Se trata de empresas que, en el ámbito 
de la Unión Europea, se agrupan en Coo-
perativas, Mutualidades, Asociaciones y 
Fundaciones y que, en España, se con-
cretan básicamente en:

Cooperativas, en sus distintas modali-
dades: de trabajo asociado, de consumi-
dores y usuarios, agrarias, de viviendas, 
de servicios, de transportes, de crédito, 
de enseñanza, etcétera. 

Mutualidades de previsión social. • 

Sociedades Laborales. • 

Empresas de inserción social. • 

Centros especiales de empleo. • 

Fundaciones sociales, laborales, et-• 
cétera. 

Asociaciones de discapacitados. • 

Cofradías de pescadores. • 

Sociedades agrarias de transforma-• 
ción. 
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Representatividad

En cuanto a la representatividad, el 
Proyecto de Ley reconoce la importancia 
de la existencia de asociaciones que re-
presenten a la Economía Social y da un 
papel destacado a las Confederaciones 
Intersectoriales de ámbito estatal repre-
sentativas, que serán aquellas que:

agrupen a la mayoría de tipos de • 
entidades como las reflejadas con ante-
rioridad. 

tengan, al menos, el 25 por 100 del • 
total de las entidades o empresas aso-
ciadas directamente o a través de organi-
zaciones intermedias de las confedera-
ciones de economía social que concurran 
al procedimiento de representatividad. 

reúnan, al menos, al 15 por 100 de • 
entidades asociadas a las diferentes orga-
nizaciones de cada tipo señalado. 

Estos criterios serán desarrollados re-
glamentariamente.

Asimismo, se crea el Consejo para el 
Fomento de la Economía Social, órgano 
asesor consultivo para las actividades re-
lacionadas con el sector, en el que es-
tarán representadas paritariamente las 
Administraciones públicas y las entidades 
de la economía social, por medio de la 
confederación intersectorial más repre-
sentativa, así como aquellas representa-
tivas del sector no integradas en dicha 
Confederación, además de contar con 
cinco expertos de reconocido prestigio.

Importante participación en la creación 
de empleo

Desde el punto de vista económico, 
esta Ley permite el reconocimiento de los 

valores de la Economía Social, reforzando 
el desarrollo de las distintas fórmulas de 
empresa que se acogen bajo los princi-
pios que la inspiran, sin olvidar su impor-
tante participación en la creación de em-
pleo y en el PIB nacional.

El impacto en creación de empleo se 
sitúa en torno a 1.350.000 empleos, 
teniendo en cuenta diversos estudios 
realizados para considerar el empleo en 
otras entidades de la Economía Social, 
caso de asociaciones, fundaciones, em-
presas de inserción social, centros es-
peciales de empleos, etcétera, además 
de incluir el de cooperativas y socie-
dades laborales. Según datos de la Se-
guridad Social, a 31 de marzo de 2010 
había 376.569 personas dadas de alta 
en 38.505 cooperativas y sociedades 
laborales.

En cuanto al PIB, según datos fiscales 
de la memoria de la Agencia Tributaria 
del año 2007, las Cooperativas y Socie-
dades Laborales declararon una pro-
ducción de 64.614,5 millones de euros, 
generando un valor añadido de 11.817,6 
millones de euros. Incorporando otros 
datos económicos del resto de las fi-
guras de la Economía Social, se podría 
concluir que esta representa el 3 
por 100 del PIB.

La aprobación del Proyecto supone, 
además, cumplir con un compromiso del 
Presidente del Gobierno para dar res-
puesta a una de las demandas históricas 
del sector, la homogeneización mediante 
una norma de los principios básicos del 
sector, pero desde el respeto a la diver-
sidad de entidades que conviven bajo ese 
denominador común.
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MINISTERIO DE JUSTICIA

El CGPJ premia a la dirección general 
de Modernización del Ministerio de Jus-
ticia (06)

La dirección general de Moderniza-
ción del Ministerio de Justicia ha recibido 
uno de los galardones de la primera edi-
ción de los Premios Calidad de la Justicia 
2010, instaurado este año por el Consejo 
General del Poder Judicial y que esta 
tarde se han hecho entrega en la sede del 
órgano de los jueces. 

La dirección general de Moderniza-
ción ha sido distinguida en reconoci-
miento a su labor para desplegar  en la 
Administración de Justicia la aplicación 
Lexnet, el sistema de gestión de notifica-
ciones por correo electrónico protegido. 
El premio fue recogido por los jefes de 
servicio Antonio Rielo y José Antonio 
Huertas. 

El CGPJ también galardonó, entre 
otros, al departamento de Justicia de la 
Generalitat de Cataluña, la Audiencia 
Provincial de Huesca y al Gabinete de 
Comunicación del Tribunal Superior de 
Justicia de Aragón, la Consejería de Pre-
sidencia y Justicia del Gobierno de Can-
tabria y el Tribunal Superior de Justicia de 
la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia. 

En la entrega de premios, además del 
presidente del CGPJ, Carlos Dívar, y el 
fiscal General del Estado, Cándido Conde-
Pumpido, también participó el secretario 
de Estado de Justicia, Juan Carlos Campo, 
quien se felicitó por la idea del CGPJ de 
establecer estos premios, ya que, según 
afirmó, suponen transmitir a la sociedad 
el mensaje de «que todos remamos en la 
misma dirección por modernizar la Jus-
ticia y elevar este servicio a la altura de 
lo que los ciudadanos demandan».    

El Ministerio de Justicia y el Tribunal  
Supremo firman un acuerdo 

para reducir  a cero los asuntos 
pendientes  

El plan, con una inversión de 12 • 
millones de euros, marca el  objetivo de 
resolver los asuntos en el mismo año de 
su recepción.  

Entre las medidas para conseguirlo • 
figura la eliminación del papel  a través 
de la implantación del sistema de digita-
lización de  documentos y el expediente 
electrónico, además de una  reorganiza-
ción interna del Alto Tribunal. 

Para alcanzar sus resultados, el • 
acuerdo fija como fecha límite  2012, año 
en que se conmemorará el bicentenario 
de la creación del  Tribunal Supremo, 

actualidad
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nacido de la Constitución de Cádiz 
de 1812.   

El ministro de Justicia, Francisco Ca-
amaño, y el  presidente del Tribunal Su-
premo y del Consejo General del Poder  
Judicial, Carlos Dívar, han firmado hoy 
el III Plan de Actualización del  Tribunal 
Supremo para el periodo 2010-2012, 
cuyo objetivo es resolver  los asuntos en 
el mismo año de su recepción y lograr la 
pendencia cero.  Para conseguir sus resul-
tados, el plan tiene una fecha límite: 
2012, año  en que se conmemora el bi-
centenario del Alto Tribunal, surgido de 
la  Constitución de Cádiz, de 1812.  

 El acuerdo, con una inversión de 12 
millones de euros, prevé una serie de  
medidas dirigidas a la modernización 
tecnológica del tribunal Supremo,  como 
la implantación del sistema de digitaliza-
ción de documentos y el  expediente 
electrónico, que permitirán una gestión 
documental integral,  mediante la agiliza-
ción de la tramitación de expedientes y 
la eliminación  del papel físico.  

 El plan hoy firmado también establece 
el fortalecimiento interno del Alto  Tri-
bunal a través de su reorganización admi-
nistrativa, para poner a su  disposición los 
medios y elementos necesarios para 
hacer frente a su  carga de trabajo y evitar 
planes puntuales de refuerzo. Las actua-
ciones,  en ese sentido, van orientadas a 
la mejora del gabinete técnico, el  des-
pliegue de la Nueva Oficina Judicial en 
el Tribunal Supremo y a la  catalogación 
de documentos y creación de un archivo 
histórico.  

 La planificación del acuerdo para re-
ducir los tiempos de resolución de  
asuntos y descongestionar el importante 
volumen de asuntos pendientes  (pen-
dencia) registrados queda evaluada de la 
siguiente forma:  

–  La sala 1.ª de lo Civil  procurará 
examinar alrededor de 4.400 asuntos  
anuales en fase de admisión y resolver 
800 asuntos al año en fase de  decisión, 

mediante la correspondiente sentencia. 
De esta forma, a 30 de  junio de 2012, la 
pendencia de la Sala Primera rondaría los 
3.000  asuntos, dado que su evolución en 
el último quinquenio ha permitido  pasar 
de los 14.152 asuntos pendientes, en 
2005, a los 4.512 del año  2009, con una 
reducción del 68,11%.  

–  La sala 2.ª de lo Penal  procurará 
resolver, bien por auto de inadmisión,  
bien por sentencia, 4.500 asuntos anuales, 
lo que al final del periodo de  duración 
del presente plan conllevará que la pen-
dencia se reduzca a una  cifra cercana a 
los 1.800 asuntos.  

–  La sala 3.ª de lo Contencioso-Admi-
nistrativo  intentará examinar  alrededor 
de 10.000 asuntos anuales en fase de 
admisión, de los que  previsiblemente se 
dictarán 5.000 autos de inadmisión, y 
resolver 8.500  asuntos al año en fase de 
decisión, mediante la correspondiente  
sentencia. De esta forma, a 30 de junio 
de 2012 la pendencia de la Sala  Tercera 
se aproximaría a los 10.000 asuntos.  

–  La sala 4.ª de lo Social  procurará 
resolver, bien por auto de inadmisión  o 
por sentencia, 5.200 asuntos anuales, 
para alcanzar al final del Plan de  re-
fuerzo una pendencia aproximada de 
3.000 asuntos.  

–  Gabinete Técnico.  Se llevará a cabo 
un estudio técnico que realice un  diag-
nóstico sobre su organización y funcio-
namiento en el contexto de una  Nueva 
Oficina Judicial en el Tribunal Supremo, 
que se orientará a la  creación de servi-
cios comunes y a la revisión y adecua-
ción de las  Relaciones de Puestos de 
Trabajo (RPTs) del Tribunal Supremo. 
Dentro  de esta área se creará un Archivo 
Histórico que permitirá aglutinar en un  
único punto todo el acervo documental 
con relevancia histórica del  Tribunal Su-
premo. 

 Proyecto de modernización tecnoló-
gica y organizativa del TS  El elemento 
central del proyecto de modernización 
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tecnológica y  organizativa del TS es la 
gestión integral del expediente judicial en  
formato electrónico, es decir, desde su 
entrada en el registro hasta el  cierre de 
cada uno de los expedientes. Para ello se 
creará una oficina  general de entrada de 
documentación encargada del registro, la  
clasificación y el reparto de los docu-
mentos. Además, todos los  documentos 
presentados en formato papel serán ob-
jeto de catalogación y  digitalización.  

 Se creará igualmente un gestor docu-
mental que permitirá la incorporación  de 
contenidos de gran variedad de formatos 
multimedia tales como vídeo  y audio, 
ofreciendo la posibilidad de incluir, en el 
propio expediente, las  grabaciones de 
los juicios hechas en las salas. Final-
mente, la tramitación  digital permitirá 
aprovechar el sistema de notificaciones y 
comunicaciones  Lexnet, ya en funciona-
miento.  

 Todo este proceso de modernización 
tecnológica del TS se llevará a cabo  con 
estricto respeto a las previsiones conte-
nidas en el test de  compatibilidad del 
CGPJ y de acuerdo con los principios 
establecidos por  EJIS (Esquema Judicial 
de Interoperabilidad y Seguridad de la 
Justicia), a  fin de garantizar la adecuada 
compatibilidad e interoperabilidad entre  
todos los sistemas  

La RCLUE acuerda incorporar 
materias de  Derecho de la familia 
y Administrativo a las  consultas 

entre Estados miembro  

Esta es una de las conclusiones de la re-
unión mantenida ayer, que  fue clausura-
da por la subsecretaria del Ministerio de 
Justicia,  Purificación Morandeira, e in-
augurada por el secretario general  téc-
nico, Santiago Hurtado 

La Red de Ministerios de Justicia de la 
Unión  Europea (RCLUE) celebró ayer su 
reunión anual, en Madrid, en su  segundo 

año de existencia, con la asistencia de la 
práctica totalidad de  sus miembros (26 
países). Este foro, que se ha celebrado en 
el marco de  la presidencia española de 
la Unión Europea, se centró en los  me-
canismos de cooperación legislativa de 
los Ministerios de Justicia y  durante el 
mismo se adoptaron los siguientes 
acuerdos:  

–  La entrada en la RCLUE de Irlanda, 
por lo que tan sólo quedaría la  incorpora-
ción de Alemania, que asistió ayer la re-
unión, con el fin de que  estuvieran repre-
sentados todos los miembros de la UE.  

–  La apertura de la web de la RCLUE 
a los Ministerios de Justicia, y no  sólo a 
los corresponsales, a los que se propor-
cionará una clave para que  puedan ac-
ceder a la información.  

–  Aumentar las materias que se po-
drán consultar añadiendo el Derecho  de 
familia y cuestiones de Derecho adminis-
trativo.  

–  Presentar el trabajo de la RCLUE al 
premio balance de cristal, que  otorga el 
Consejo de Europa.  

–  Constituir un grupo de trabajo para 
la mejora de la web y para el estudio  de 
su posible articulación con e-justice, que 
permita también una  cofinanciación de 
la actividad de la RCLUE, que hasta ahora 
ha llevado a  FAX: 91 390 22 44  cabo 
Francia en solitario, si bien diversos países 
–entre ellos España- han  sido patrocina-
dores.  

– Y por último, mejorar el mecanismo 
de respuesta a las peticiones de  informa-
ción dando un plazo que oscilará entre 
15 y 30 días, al tiempo que  quien emite 
esa petición se obligará a hacer un re-
sumen-estudio de la  cuestión sobre la 
que se ha pedido información y su trata-
miento en lo  distintos países.  

Clausura 

La subsecretaria del Ministerio de Jus-
ticia, Purificación Morandeira,  destacó 
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en el acto de clausura que «España in-
siste en que los Estados  miembro cola-
boremos en el marco de la construcción 
del espacio de  libertad, seguridad y jus-
ticia». Además, añadió que es impres-
cindible que  los Estados hagan una in-
terpretación adecuada de las normas  
comunitarias para evitar una aplicación 
desigual de las mismas, sobre  todo 
desde la entrada en vigor del Tratado de 
Lisboa.  En este ámbito de la transposi-
ción e interpretación uniforme del  De-
recho comunitario, insistió la subsecre-
taria, «la RCLUE ha servido  para inter-
cambiar información sobre los sistemas 
jurídicos incluso más  allá de las mate-
rias sometidas a la regulación comuni-
taria, y ha  permitido a sus miembros 
conocer algunos interesantes estudios 
de  Derecho comparado, haciendo gala 
de la transparencia que debe  reinar en 
todos los ámbitos de la integración eu-
ropea».  

Inauguración

 Por la mañana, la reunión fue inaugu-
rada por el secretario general técnico  del 
Ministerio de Justicia, Santiago Hurtado, 
quien destacó el éxito de la  RCLUE «gra-
cias tanto a la curiosidad o necesidad de 
conocer distintas  respuestas legislativas a 
realidades o problemas comunes como al 
interés  de todos por atender las peticiones 
recibidas».  La RCLUE, añadió el secre-
tario general técnico, «nos ha permitido 
dar  solución a la necesidad de saber que 
están haciendo otros Estados en  relación 
con determinado problema. Nos ha abierto 
a soluciones que en  no pocas ocasiones 
no nos habíamos planteados. Nos sirve 
para  comprobar si nuestras leyes están a 
línea con lo que se legisla en buena  parte 
de nuestro continente y para aprender, 
rectificar y mejorar nuestro  servicio a los 
ciudadanos, que han de encontrar en 
nuestras leyes  seguridad y la primera ga-
rantía de sus derechos».
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Anuncios

RESOLUCIÓN de 8 de junio de 2010 de la 
Agencia Española de Protección de Datos, 
por la que se anuncia la adjudicación de-
finitiva del expediente de contratación 
56/2010 «Desarrollo de las nuevas fun-
cionalidades para el control de las san-
ciones en el sistema Sigrid 2».(Publicada 
en el «BOE» núm. 151 de 22 de junio 
de 2010.)

Resoluciones

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial del Acuerdo de Apertura 
del Período de Información Pública. Nú-
mero de expediente TI/00051/2010. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 151 de 22 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial del Acuerdo de Apertura 
del Período de Información Pública. Nú-
mero de expediente TI/00060/2010. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 151 de 22 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial del Acuerdo de Apertura 
del Período de Información Pública. Nú-
mero de expediente TI/00049/2010. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 151 de 22 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto del 
acuerdo de inicio del procedimiento san-
cionador por imposibilidad de notificación 
en su domicilio PS/00239/2010. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 151 de 22 de junio 
de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
PS/00019/2010. (Publicada en el «BOE» 
núm. 153 de 24 de junio de 2010.)

agencia española de protección de datos
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RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto del 
acuerdo de inicio del procedimiento san-
cionador por imposibilidad de notificación 
en su domicilio PS/00223/2010. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 154 de 25 de junio 
de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial del Acuerdo de 
Apertura del Período de Información Pú-
blica. Núm. expediente TI/00087/2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 154 de 25 
de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a 
la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento 
TD/01563/2009. (Publicada en el «BOE» 
núm. 155 de 26 de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento 
E/02227/2009. (Publicada en el «BOE» 
núm. 155 de 26 de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
PS/00661/2009. (Publicada en el «BOE» 
núm. 155 de 26 de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
PS/00173/2005. (Publicada en el «BOE» 
núm. 155 de 26 de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
PS/00158/2010. (Publicada en el «BOE» 
núm. 155 de 26 de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
PS/00157/2010. (Publicada en el «BOE» 
núm. 155 de 26 de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto del 
acuerdo de inicio del procedimiento san-
cionador por imposibilidad de notificación 
en su domicilio PS/00144/2010. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 155 de 26 de junio 
de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto del 
acuerdo de inicio del procedimiento san-
cionador por imposibilidad de notificación 
en su domicilio PS/00288/2010. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 155, de 26 de 
junio de 2010.)
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RESOLUCIÓN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial de extracto de la Reso-
lución del procedimiento TD/01125/2009. 
(Publicada en el «BOE» núm. 155 de 26 de 
junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento 
E/00693/2010. (Publicada en el «BOE» 
núm. 155 de 26 de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial del Acuerdo de 
Apertura del Período de Información Pú-
blica. Núm. Expediente TI/00047/2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 155 de 26 
de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial del Acuerdo de 
Apertura del Período de Información Pú-
blica. Núm. Expediente TI/00050/2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 155 de 26 
de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial del Acuerdo de 
Apertura del Período de Información Pú-
blica. Núm. Expediente TI/00062/2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 155 de 26 
de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial del Acuerdo de 
Apertura del Período de Información Pú-
blica Núm. Expediente TI/00088/2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 155 de 26 
de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
Resolución del procedimiento sancionador 
PS/00012/2010. (Publicada en el «BOE» 
núm. 157 de 29 de junio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial del Acuerdo de 
Apertura del Período de Información Pú-
blica. Núm. Expediente TI/00089/2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 159 de 1 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial de extracto de la Reso-
lución del procedimiento TD/01268/2009. 
(Publicada en el «BOE» núm. 159 de 1 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto del 
acuerdo de inicio del procedimiento san-
cionador por imposibilidad de notificación 
en su domicilio PS/00550/2009. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 159 de 1 de julio 
de 2010.)
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RESOLUCIÓN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial de extracto de la resolu-
ción del procedimiento E/02627/2009. 
(Publicada en el «BOE» núm. 162 de 5 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de Pro-
tección de Datos por la que se procede a la 
publicación oficial de extracto de la resolu-

ción del procedimiento TD/00190/2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 162 de 5 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto del 
acuerdo de inicio del procedimiento san-
cionador, por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio, PS/00182/2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 162 de 5 de 
julio de 2010.)
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SECRETARÍA GENERAL

ACUERDO de la Secretaría General del 
Consejo General del Poder Judicial, de 2 
de julio de 2010, por el que se modifica la 
fecha del acto público de apertura de 

ofertas económicas del procedimiento 
abierto para la contratación de los tra-
bajos necesarios para la elaboración de un 
Plan de Sistemas de Información para el 
Consejo. (Publicado en el «BOE» núm. 164 
de 7 de julio de 2010.)

SUBSECRETARÍA (06)

RESOLUCIÓN de 29 de junio de 2010 de 
la Subsecretaría de Justicia por la que se 
hace publica la adjudicación definitiva por 
procedimiento negociado de las obras de 
reparación de tapia histórica en los Juz-
gados de Salamanca. (Publicada en el 
«BOE» núm. 160 de 2 de julio de 2010.)

RESOLUCIÓN de 29 de junio de 2010, de 
la Subsecretaría de Justicia, por la que se 
hace publica la adjudicación definitiva por 
procedimiento abierto de las obras de mo-
dificación de circulares, señalética y varios 
en el Palacio de Justicia de Badajoz. (Pu-

blicada en el «BOE» núm. 161 de 3 de 
julio de 2010.)

ANUNCIO de la Junta de Contratación por el 
que se adjudica definitivamente el con-
trato de un servicio de mantenimiento de 
equipos APPLERA instalados en los labo-
ratorios de biología del Instituto Nacional 
de Toxicología y Ciencias Forenses. (Publi-
cado en el «BOE» núm. 163 de 6 de julio 
de 2010.)

ANUNCIO de la Junta de Contratación por 
el que se adjudica definitivamente el con-
trato de un servicio de mantenimiento de 
equipos VARIAN y AGILENT instalados en 
los laboratorios de química del Instituto 

CRÓNICA

CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL

ministerio de justicia
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Nacional de Toxicología y Ciencias Fo-
renses. (Publicado en el «BOE» núm. 163 
de 6 de julio de 2010.)

CENTRO DE ESTUDIOS JURÍDICOS

RESOLUCIÓN de la Dirección del Centro de 
Estudios Jurídicos por la que se adjudica 
provisionalmente el contrato de servicio 
de agencia de viajes en el CEJ. (Publicada 
en el «BOE» núm. 161 de 3 de julio 
de 2010.)

MUTUALIDAD GENERAL JUDICIAL (02)

RESOLUCIÓN de la Mutualidad General 
Judicial por la que se hace pública la 
adjudicación definitiva del contrato del 
servicio de limpieza de la sede central de 
la Mutualidad General Judicial. (Publicada 
en el «BOE» núm. 161 de 3 de julio 
de 2010.)

ORDEN DE SAN RAIMUNDO 
DE PEÑAFORT

CONDECORACIONES DE LA ORDEN DE SAN 
RAIMUNDO DE PEÑAFORT, CONCEDIDAS 
CON MOTIVO DE ONOMÁSTICA DE S.M. 

EL REY - 24 DE JUNIO DE 2010

Cruz Honor

Aguiló Monjo, Pedro Antonio

Angulo Martín, Antonio

Blanco Peñalver, Aurelio

Casado González, José María

Cotta Henríquez de Luna, Fernando

Ganzenmüller Roig, Carlos

García Hernández, Gemma

García Varela, Román

Gil Muñoz, Ana Belén

Jiménez-Villarejo Fernández, Fran-
cisco

Navarro Valls, Rafael

Parra Llonch, José María

Rubio Ramos, Rosa

Salazar Larracoechea, Adrián

Uriarte Valiente, Luis María

Cruz Distinguida de 1.ª Clase

Albiol Montesinos, Ignacio

Álvarez Gándara, Alfonso

Arimany Manso, Josep

Arteche Gil, Cipriano

Castells Masana, Juan

Ceballos-Escalera y Gila, Alfonso

Clèries Nerín, Núria

Cruz Barney, Oscar

Fornés de la Rosa, Juan

Giménez-Salinas Colomer, Sílvia

Gómez Arroyo, José Luis

Gómez Ruiz de Almodóvar, Gabriel

González Velasco, Julián Pedro

Ledesma Muñiz, Ramón

López Izquierdo, Carlos

López del Barrio, Fernando

López-Galiacho Gallego, José María

Martín de los Ríos, Mercedes

Menchén Herreros, Pedro Narciso

Molina Aldareguia, Ana Isabel

Moreno Chamorro, Ismael

Pérez Álvarez, Miguel Ángel

Rubio Antonio, Carmen

Sequeros Sazatornil, Fernando Javier
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Zapater Ferrer, José Vicente

Cruz Distinguida de 2.ª Clase

Amez Martínez, Elicio

Arqué Bescós, Julián Carlos

Barrau Moreno, Alfredo José Gregorio

Beltrán Gras, Juan

Cadelo Rivera, José Ángel

Calatayud Sierra, Adolfo

Cano Reverte, José María

Castañeda Bocanegra, Salvador

Cossío Blanco, Emilio de

Dominguez Plata , Manuel

Dorrego Vieitez, Manuel

Gabaldón Gabaldón, Ricardo

Galán Ortega, Francisco Manuel

Galindo Ayuda, José Luis

González Escribano, Juan Ignacio

Gragera Ibañez, Gabriel

Hernández Quereda, Alfonso

Ivorra Martínez, Juan

Landaluce Pérez de Turiso, José An-
tonio

López Durán, Emilio

Martínez-Moratalla Martín, Jorge

Moral García, María Dolores

Moreno Hellín, José

Olivares de Santiago, Federico

Pamiés Medina, Enrique

Perea Pérez, Bernardo

Quevedo Vega, Florentino

Ruiz García, José Luis

Torralba Bayo, Manuel F.

Vega Fernández, Miguel Ángel

Cruz Sencilla

Cabello de Alba Hernández, Fran-
cisco

Midón Humanes, Ascensión

Valera Sánchez, Blas

Medalla de Oro del Mérito a la Justicia

González Marrero, Bruno

Medalla de Plata del Mérito a la Justicia

Alonso Carpintero, José María

Bautista Mesa, Ángel

Casal Laplana, María Teresa

Charri Vayá, Manuel

Fernández González, Freya

Fernández Oliva, Rosario

Garzón Rodelgo, Julia Irene

Larrauri Martínez, Adela María

Martínez Martínez, Ángel

Pérez de Mendiguren Ruiz de Olalla, 
Alberto

Sevilla Díez, Margarita

Vicario Fernández, Rosa María

Medalla de Bronce del Mérito a la Justi-
cia

Domínguez Vega, Manuel

CONDECORACIONES CONCEDIDAS 
DE LA ORDEN DE SAN RAIMUNDO 

DE PEÑAFORT, CON MOTIVO DE MOTIVOS 
EXTRAORDINARIOS

12 de julio de 2010

Gran Cruz

Fernández Bermejo, Mariano.–Real 
Decreto 840/2010, de 25 de junio.

Barona Vilar, Silvia.–Real Decreto 
841/2010, de 25 de junio.

Bueren Roncero, José Luis.–Real De-
creto 842/2010, de 25 de junio
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Méndez de Lugo y López de Ayala, 
Augusto.–Real Decreto 843/2010, de 25 
de junio.

Ortega Benito, Victoria.–Real Decreto 
844/2010, de 25 de junio.

Palencia Guerra, Herminia.–Real De-
creto 845/2010, de 25 de junio.

Cruz Honor

Mata Tejada, Francisco Javier.–Orden 
de 9 de julio de 2010.

Pérez Hernández, Julio.–Orden de 28 
de junio de 2010.

Peri Gómez, Susana.–Orden de 28 de 
junio de 2010

Cruz Distinguida de 2.ª Clase

Coterón Romero, Cristina.–Orden de 9 
de junio de 2010.

Gadea Francés, Joaquín Elías.–Orden 
de 14 de mayo de 2010.

Navarro Gómez, Ana María.–Orden 
de 3 de abril de 2010.

Cruz Sencilla

Bronchalo Muñoz, Juan Carlos.–Orden 
de 7 de junio de 2010
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